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En 2012, varios colegas interesados en el cultivo de las cien-
cias políticas y sociales tuvimos un encuentro en la ciudad de 
Mérida, la bella y segura capital del estado de Yucatán, había 
múltiples motivos para ello, quizá entre los centrales hay que 
destacar que se llevaría a cabo la fundación de la Asociación 
Mexicana de Ciencia Política (Amecip), en la cual se encontra-
ban presentes miembros de la Asociación Latinoamericana de 
Ciencia Política (Alacip) y se tenía ya contratado el notario para 
los efectos del caso; por su parte, Francisco José Rodríguez 
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Escobedo, entusiasta y prolífico estudioso de dichas  ciencias, 
no podía faltar en tan significativo y trascendente aconteci-
miento que resultó, además de motivante, fructuoso, toda vez 
que se sentaron las bases de una asociación que con el paso 
del tiempo ha demostrado su necesidad, relevancia y produc-
tividad. Posteriormente, en 2014 como militante de la Amecip, 
participó activamente en el Segundo Congreso de la Asocia-
ción, el cual se llevó a cabo en las instalaciones de la Facultad de 
Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Autónoma 
del Estado de México (uaeméx) en la ciudad de Toluca, Estado 
de México, evento en el que también participó Miriam Fonse-
ca López. En tal oportunidad, entre las actividades programa-
das, además de conferencias, paneles y ponencias, se contó con 
la sección de presentación de libros, fue en este espacio que 
tuve la oportunidad de fungir como comentarista del libro: 
Políticas públicas. Un estudio de casos, prologado por Luis F. 
Aguilar Villanueva y publicado en 2014, esto me permitió fa-
miliarizarme con una de las líneas de investigación que culti-
van tanto Francisco como Miriam; la presentación contó, por 
cierto, con un público amplio e interesado en el contenido 
que sugería el título.

Cabe destacar que desde entonces a la fecha, a título in-
dividual o en coautoría, Francisco y Miriam han continuado 
dando muestra de su vocación científica, la cual se concreta en 
ponencias, capítulos de libro, artículos publicados en revistas 
indizadas y libros sobre temas y asuntos de su interés; lo han 
hecho con un gran rigor científico, por lo que no es ninguna 
exageración asentar que con sus aportaciones al estudio de las 
políticas públicas —a lo que ahora añaden a su línea de inves-
tigación un campo de conocimiento afín, el de la gobernanza—  
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éstas se han visto beneficiadas, toda vez que con ello están 
proporcionando nuevos elementos que propician la amplia-
ción de las fronteras del conocimiento en ambos campos. Si 
bien en lo relativo al de las políticas públicas existe el consenso, 
tal y como lo planteó su fundador Harold Lasswell de que 
se trata de las ciencias políticas, en el caso de la gobernanza 
quizá podemos hacer alusión a un campo de conocimiento o 
enfoque que ocupa el interés creciente de estudiosos de dife-
rentes formaciones y prácticas profesionales en la medida en 
que nuestras sociedades tienden a la complejidad y al recono-
cimiento de la diversidad, la interculturalidad y el pluralismo, 
y también cuando grupos de interés, sus agentes y otros acto-
res económicos, políticos y sociales hicieron su irrupción en 
el espacio de lo público a la par del retraimiento del Estado, 
coincidente con la intensificación del liberalismo contempo-
ráneo y de fuerzas fundamentalmente de corte conservador; 
sin embargo, otras organizaciones de naturaleza democrática 
también estuvieron y están arribando a dicho espacio.

En 2015 se llevó a cabo el Tercer Congreso de la Amecip, 
que tuvo como escenario la ciudad de Guadalajara, éste resultó 
de gran interés, pues permitió saludar a colegas y amigos 
que sólo en estas oportunidades es posible hacerlo, e inclusi-
ve acordar nuevos encuentros y participar en algún eventual 
proyecto académico, espacio en el que Francisco, Miriam y el 
suscrito coincidimos y continuamos intensificando nuestro 
intercambio, fue así que ambos aceptaron la invitación que 
les turné para integrarse como asociados de número a la iapas, 
misma que me honro en presidir, de hecho, se transformaron 
en militantes activos. A partir de entonces celebro enfáticamente 
la participación que han tenido en diversos eventos organiza-
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dos por la iapas; asimismo, hay que subrayar que de manera 
entusiasta la iapas ha fungido como institución coeditora en 
varias de sus publicaciones, dada la afinidad de objetivos ins-
titucionales con los de carácter personal de nuestros colegas 
y amigos. 

El intercambio y la cooperación académica tienen mil 
caras, adoptan múltiples y variadas modalidades y cobran 
concreción en el cruce de coordenadas espacio-temporales 
que se explican por la coincidencia de intereses comunes, 
así recuerdo la participación conjunta con Miriam en exá-
menes de grado, fundamentalmente doctorales, que tu-
vieron lugar en la culminación de programas de posgrado 
impulsados por el Instituto de Administración Pública del 
Estado de Puebla, lugar que promovió el nivel de maestría 
desde principios de la década de los noventa y el doctorado 
ya en el presente siglo, ambos con reconocimiento de la 
Secretaría de Educación del gobierno del estado de Puebla; 
de igual manera he tenido oportunidad de compartir algún 
evento en el Instituto de Ciencias de Gobierno y Desarrollo 
Estratégico (icgyde), en el cual tanto Miriam como Fran-
cisco han desplegado una carrera académica por demás 
brillante, tal como lo testimonia, por ejemplo, el liderazgo 
y coordinación en la elaboración del programa doctoral en 
Ciencias de Gobierno y Política que de arranque ingresó al 
Programa Nacional de Posgrados de Calidad (pnpc) lo que 
evidenció la solidez del mismo. Cabe destacar que ahora el 
propio Francisco funge como responsable de la dirección 
del instituto, seguro estoy que su papel será determinante 
para el ingreso a nuevos derroteros y proyectos académicos 
de trascendencia de tal institución.
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Es ahora pertinente y necesario hacer una breve referen-
cia a la producción bibliográfica de ambos académicos, de tal 
suerte que nos asomemos a algunos de los precedentes de su 
actual aportación que tengo el gusto y honor de prologar: Teo-
rías y usos de la gobernanza: contexto y globalización. 

Cinco libros de Francisco José Rodríguez Escobedo se han 
constituido en fuentes esenciales en varios de los cursos o 
unidades de aprendizaje que se incluyen en los planes de estu-
dio de licenciaturas como Ciencias Políticas y Administración 
Pública; Gestión y Políticas Públicas; Gestión Social, entre 
otras. Me refiero a los textos: a) Fundamentos teóricos de las 
políticas públicas y estudios de caso (Instituto de Administra-
ción Pública del Estado de Puebla, 2011); b) Políticas públicas 
y análisis de programas públicos. El caso del estado de Puebla 
en México (Plaza y Valdés, España, 2014); c) Políticas públicas 
y sus programas sociales dirigidos a grupos vulnerables en Pue-
bla (Fontamara, México, 2015); d) Los movimientos políticos 
sociales en el México contemporáneo: el caso de Antorcha 
Campesina (Universidad de Oriente, Puebla, 2016); e) El de-
sarrollo de la disciplina de políticas públicas en México, desde 
la perspectiva de sus autores, vols. I y II, este último trabajo 
en coautoría con Miriam Fonseca.

Lo anterior da cuenta de la profundidad y asiduidad con 
la cual Francisco ha incursionado en las ciencias de políticas 
o políticas públicas. Otro factor que me parece importante 
destacar es la interlocución que mantiene con los cultivadores 
y estudiosos de este campo con quienes sostiene un inter-
cambio académico, tal y como lo testimonian los prólogos, 
estudios introductorios, entrevistas en sus publicaciones que 
hablan por sí mismos. Otros aspectos que quiero destacar es 
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el reconocimiento que día a día logra nuestro autor con su 
labor académica en general y con su producción bibliográfica, 
hemerográfica y documental, así como por su labor cotidiana 
de formación de cuadros de alto nivel para la docencia, la in-
vestigación y el ejercicio profesional, todo lo cual le ha valido 
para ingresar al Sistema Nacional de Investigadores (sni), 
precisamente como investigador nacional.

Miriam Fonseca López, doctora en Sociología por la Be-
nemérita Universidad Autónoma de Puebla (buap), está de-
sarrollando una carrera académica notable; actualmente es 
profesora e investigadora de carrera del icgyde, desde donde 
dirige tesis de grado y lleva a cabo labores de docencia, a lo que 
suma su actividad investigativa que ha dado como resultados 
artículos científicos, capítulos de libro y libros, tales como El 
tercer sector y las organizaciones de la sociedad civil en México. 
Las osc del municipio de Puebla, publicado por Fontamara 
en 2015; El desarrollo de la disciplina de políticas públicas en  
México, desde la perspectiva de sus autores, vols. I y II, de 
los que es coautora con Francisco Rodríguez; coordinadora 
del libro, Diálogos sobre lo público, editado por Miguel Ángel 
Porrúa, y ahora el libro que nos ocupa; ha participado en va-
rios proyectos de investigación; forma parte de asociaciones 
nacionales e internacionales afines a su especialidad y líneas 
de investigación, lo que de conjunto le permitió ingresar al 
sni, donde es investigadora nacional nivel I.

En lo correspondiente a la gobernanza, éste continúa ad-
quiriendo un interés creciente, en la medida en que la socie-
dad civil se va tornando más protagónica, en que la intensidad 
ciudadana va cobrando realidad en el espacio de lo público, 
cuando la intersección entre Estado y sociedad se dilata y que 



Prólogo / 11

cobra realidad el planteamiento de Barry Bozeman cuando 
apunta en el sentido de que algunas organizaciones son esta-
tales y todas las organizaciones son públicas; es decir, enfatiza 
el papel que cubren las organizaciones privadas y sociales que 
abrazan asuntos públicos tradicionalmente atendidos por el 
Estado o que no eran procurados por ningún sector por tra-
tarse de nuevas necesidades o demandas, asuntos finalmente 
compartidos, una gobernanza que va adoptando múltiples 
modalidades; abundemos en torno a este concepto.

María de Lourdes Marquina, al establecer la diferencia 
entre la gobernabilidad y la gobernanza (términos que suelen 
confundirse), destaca la cooperación entre diversos actores en 
la esfera de lo público —aunque va más allá—, toda vez que 
con la palabra gobernanza también se hace alusión al gobierno 
sin el gobierno, así la autora afirma que: “La gobernanza está 
relacionada con mecanismos de cooperación que se establecen 
entre actores estatales y no estatales para diversos fines: la 
solución de problemáticas de interés público; la prestación de 
algún servicio público; la definición, implementación y eva-
luación de las políticas públicas, etcétera”, y añade: “…que se 
puede hablar de gobernanza, aun sin la presencia del gobierno 
(governance without governmnt/Rosenau, 1998)” (Marquina 
Sánchez, 2012).

Abundando en las connotaciones de la gobernanza en 
los tiempos en que la globalización parecía que no tenía ni 
conocía límites para su desenvolvimiento, pasando por los 
tradicionales conceptos de soberanía, nacionalismos, a lo que 
habría que sumar los resultados de la sociedad del conoci-
miento, el desarrollo científico y tecnológico al menos. Sobre 
el particular, Marquina destaca la denominada gobernanza 
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global, refiriendo al texto Governance without Government: 
Order and Change in World Politics, y al abordar el asunto de 
la interdependencia creciente entre los estados inherentes a la 
gobernanza global, apunta con Rosenay y Czempiel “que la go-
bernanza global no es la creación de un gobierno mundial, sino 
el conjunto de mecanismos en los que convergen normas, 
valores, principios y leyes comunes para coordinar las rela-
ciones socioeconómicas y políticas entre los actores públicos 
y privados a escala global” (apud, Marquina Sánchez), de ese 
alcance y aspiraciones pretende el concepto y cultivo de la 
gobernanza en alguna de sus facetas. 

Por su parte, Alonso Herrero destaca una cita categórica 
que vale la pena recuperar: “En definitiva, la nueva gobernanza 
—concluye acertadamente Marcela López Vallejo— es un 
poderoso instrumento ideológico, político y económico que 
sirve para preservar y concentrar el poder mundial en benefi-
cio de países y de las instituciones del primer mundo”; más 
claro ni el agua, se evidencia el empleo ideologizado y hasta 
tendencioso del concepto y usos de la gobernanza, no cabe 
duda, un esfuerzo mundial por justificar los excesos de las 
fuerzas dominantes en todo el planeta.

Vale la pena destacar un ángulo relevante de la gobernanza 
global en los tiempos que nos toca vivir y por los que atrave-
samos, en donde la pandemia mundial de Covid-191 que ha 

1La Organización Mundial de la Salud (oms) propone la siguiente definición: 
“La Covid-19 es la enfermedad infecciosa causada por el coronavirus que se ha 
descubierto más recientemente. Tanto este nuevo virus como la enfermedad que 
provoca eran desconocidos antes de que estallara el brote en Wuhan (China) en 
diciembre de 2019. Actualmente la Covid-19 es una pandemia que afecta a mu-
chos países de todo el mundo”. Recuperado de https://www.who.int/es/emergen-
cies/diseases/novel-coronavirus-2019/advice-for-public/q-a-coronaviruses (consul-
tado el 26 de mayo de 2020).
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impactado a la humanidad, con sus excepciones en algunas 
regiones del planeta, nos está cambiando hasta la concepción 
del mundo y de la vida, y amenaza con transformarnos y 
afectarnos el diario vivir. Lo cierto es que el consenso hace re-
ferencia a una nueva realidad que debemos asumir, enfrentar 
y atender con el mayor número de herramientas y recursos 
a nuestro alcance y resultado de la solidaridad personal, fa-
miliar, social, nacional y mundial. Desde esta perspectiva se 
puede esperar que se genere una fuerte gobernanza global en 
donde la cooperación, el intercambio y las sinergias jueguen 
a favor de un futuro más promisorio y seguro para la especie 
humana, y que se contenga, hasta donde sea posible, la vora-
cidad de farmacéuticas, laboratorios y grupos de interés por 
sacar la mayor de las tajadas de ésta que también se trata de 
una tragedia mundial y, desde luego, de oportunidades para 
dar lo mejor de sí.

El debate e interés acerca de la gobernanza, desde la acu-
ñación del término, está íntimamente ligado al contexto en 
que surge y se desarrolla, no es casual que haya subido de 
intensidad a la par de los procesos de globalización y mundia-
lización coincidentes con el establecimiento e implantación 
del modelo neoliberal, el cual fue sentando sus reales desde 
inicios de la década de los ochenta y se intensifica con los 
planteamientos, sugerencias, lineamientos y casi mandatos 
que se asentaron en el denominado Consenso de Washing-
ton aparecido a finales de la referida década, con lo que se 
perfiló la consolidación del modelo, lineamientos que fueron 
acatados por la gran mayoría de los Estados latinoamericanos 
y de buena parte del mundo, toda vez que, además de ser 
relativamente fácil su implementación, les permitía contar, 
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se decía, con dinero fresco, al mismo tiempo de ser un proce-
dimiento que propiciaba la corrupción, el enriquecimiento de 
unos cuantos como resultado de la apropiación de patrimonio 
público labrado durante décadas y rematado o transferido en 
días a políticos y empresarios de élite. Baste con comentar 
tres de las 10 medidas básicas que planteaba aquél: a) en 
materia de política comercial destacaba la liberalización de las 
importaciones, lo que constituía un factor fundamental de 
un modelo de política económica orientada y favorecedora del 
sector externo, es decir, con una orientación hacia afuera, 
a diferencia del modelo previo que privó desde los cincuenta a 
finales de los setenta, que fue el de sustitución de importa-
ciones y de crecimiento hacia adentro; b) la privatización de 
empresas públicas, partiendo de la premisa de que la empresa 
privada es más eficiente que la pública, además de que ello 
atraía capital extranjero; y c) la desregulación para facilitar la 
inversión extranjera y nacional, hasta donde fuera posible, así 
como otras facilidades para el desarrollo capitalista.

Fue así como el achicamiento del Estado durante el último 
cuarto del siglo xx fue una realidad en ascenso, cuestión que 
se intensificó en los ochenta, diríamos, de manera radical; 
las presiones de las que fueron objeto los Estados latinoame-
ricanos se hicieron casi insoportables, sobre todo porque fue 
precedida de un endeudamiento exagerado por parte de éstos 
que, en buena medida, les bajó la guardia, además de lo ya 
mencionado con anterioridad. Sobre el particular, el Centro 
Latinoamericano de Administración para el Desarrollo (clad) 
en el documento elaborado por su Consejo Científico, “Una 
nueva gestión pública para América Latina”, no pudo ser más 
categórico y explícito:
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La reforma del Estado se ha convertido en el tema central de la 
agenda política mundial. El origen de este proceso tuvo lugar 
cuando el modelo de Estado montado por los países desarrolla-
dos en la posguerra, propulsor de una era de prosperidad sin 
precedentes en el capitalismo, entró en crisis hacia fines de la 
década de 1970. En un primer momento, la respuesta a la crisis 
fue la neoliberal-conservadora. Dado la imperiosa necesidad de 
reformar el Estado, restablecer su equilibrio fiscal y equilibrar la 
balanza de pagos de los países en crisis, se aprovechó la opor-
tunidad para proponer simplemente la reducción del tamaño 
del Estado y el predominio total del mercado. La propuesta, sin 
embargo, tenía poco sentido desde el punto de vista económi-
co y político. En efecto, después de algún tiempo se constató 
que la solución no estaría en el desmantelamiento del aparato 
estatal, sino en su reconstrucción (clad, 1998: 7, cursivas 
propias).

Es manifiesto que la solución planteada a nivel continen-
tal por los centros de poder y adoptada por los estados de la 
región, que abarcó las dos últimas décadas del pasado siglo, es 
claramente calificada por el Consejo Científico del clad como 
neoliberal-conservadora, estrategia que se ha prolongado to-
davía en múltiples países de Latinoamérica y el Caribe —el 
caso del Brasil a la llegada del presidente Bolsonaro apunta 
a navegar en aguas del modelo neoliberal, es decir, a navegar a 
contracorriente de las tendencias mundiales—, ha permeado y 
enraizado a tal grado que lograr superarla se antoja aún difícil; 
el caso de México busca remontar esa fase que se implanta 
desde el tránsito sexenal encabezado por José López Portillo 
a Miguel de la Madrid Hurtado y se prolonga hasta finales 
de 2018, toda vez que la llegada de Andrés Manuel López 
Obrador (amlo) a la Presidencia de la República plantea como 
uno de los objetivos programáticos del nuevo gobierno y se 
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manifiesta categóricamente superarla con medidas, legis-
lación, políticas públicas y una gobernanza democrática 
coincidente con una democracia participativa que se añada 
a la meramente representativa.

Es fundamental abundar en torno al contexto en el cual 
se va preparando el arribo de doctrinas, modelos, lineamientos 
y mandatos que van roturando el terreno para la adopción y 
adaptación de éstos a las condiciones que brindan los países 
más allá de regionalismos, habida cuenta que se va tornando 
en un fenómeno de corte universal, desde luego con sus res-
pectivas peculiaridades. José Juan Sánchez González y Giraldo 
Palacio realizan un conjunto de apuntamientos que es perti-
nente tener en cuenta:

La crisis de gobernabilidad que experimentaron los Estados-
nación en la década de 1980, conllevaron a un cambio de para-
digma en el modelo de Estado, el cual pasó de una función de 
intervención y proteccionismo en el ámbito socioeconómico, al 
de una función de regulación. Este fenómeno ha sido amplia-
mente discutido en la literatura académica como un tránsito 
del Estado de bienestar al del Estado neoliberal, ocurrido en la 
mayoría de países de Occidente (Sánchez González y Giraldo 
Palacio, 2017).

Las apreciaciones de los autores citados y las efectuadas 
por el Consejo Científico del clad son coincidentes en lo fun-
damental, así al Estado intervencionista se le fue asignando 
otro papel, en la medida en que se le cercenaron una serie de 
funciones características, entre otras, de lo que fue en la época 
del modelo económico proteccionista, el cual fue cediendo el 
paso a otro de corte aperturista en paralelo al desarrollo de los 
procesos globalizadores que traían consigo el imperio del mer-
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cado. No fue casual que en el sexenio delamadridista se lleva-
ran a cabo las negociaciones de ingreso de México al Acuerdo 
General sobre Aranceles y Comercio (gatt, por sus siglas en 
inglés) —hoy Organización Mundial de Comercio (omc)—, lo 
que anunciaba ya como premisa fundamental la negociación 
de tratados de libre comercio con el resto del mundo, lo cual 
tuvo lugar en el resto del siglo xx, hasta llegar a 13 tratados 
en la actualidad. Manifiestamente, México fue mucho más 
allá en materia de apertura al exterior, todo un exceso, en todo 
caso aún poco aprovechado.

En este ambiente es el que arribo y desarrollo de prácti-
cas identificadas con la gobernanza se fueron extendiendo y 
diversificando, entre ellas las denominadas alianzas público-
privadas (app), la irrupción de múltiples organizaciones del 
tercer sector, de la sociedad civil, no gubernamentales, etcétera, 
muchas de tendencia conservadora, otras de corte democrático, 
desde luego con vocación de atender asuntos públicos del ámbito 
económico-financiero, otras más bien de impacto social, unas 
más identificadas con el interés privado, las segundas de interés 
de grupos mayoritarios y en el espectro una multiplicidad de 
todas tonalidades, de ahí que se haga alusión a una goberna-
bilidad conservadora y una de corte democrático.

En el debate y las aportaciones de diferentes públicos que 
se ha mantenido ya por al menos dos décadas, los claro-os-
curos son la constante, por fortuna eventualmente se generan 
aportaciones que contribuyen de manera fundamental a escla-
recernos el panorama.

Quiero hacer énfasis en la actualidad y oportunidad del 
libro coordinado por Miriam Fonseca López y Francisco José 
Rodríguez Escobedo, dado que con éste catalizan y atizan el 
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debate en torno a la gobernanza, así como al vínculo prevale-
ciente entre ésta y las políticas públicas en un momento de-
terminante del régimen político mexicano por demás apasio-
nante, y en varios aspectos y matices, único en el globo, que 
tiene lugar en nuestro país; en efecto, con la llegada al poder 
de un movimiento autodenominado de Regeneración Nacio-
nal (Morena) que hunde su raíces a varias décadas, que se fue 
cincelando a sangre, constancia, tenacidad y costos sociales 
elevados, pero que finalmente logra concretarse y se sintetiza 
en la denominada cuarta transformación (4T), un logro de 
la sociedad mexicana de base pluriclasista, en donde se hace 
alusión a un cambio de régimen, lo que paulatinamente se va 
logrando y quedando claro. Sobre el particular, es pertinente 
hacer una breve referencia a la idea de régimen político o al 
menos a uno de los ingredientes fundamentales que consiste 
en las relaciones de la sociedad con su Estado o con el tipo de 
Estado y régimen al que se pretende llegar, veamos:

Históricamente la llegada del régimen político parla-
mentario tuvo como telón de fondo una nueva relación de 
la sociedad con su Estado; el absolutismo inglés como tal 
representante directo de la aristocracia, cede su lugar a la 
naciente burguesía que reclama un lugar en el parlamento, 
así la monarquía absoluta inglesa da paso a una monarquía 
parlamentaria, hasta llegar el momento en que el monarca  
reina pero no gobierna, además de uno de los regímenes po-
líticos contemporáneos, el parlamentario. En el caso del ab-
solutismo francés, la irrupción del tercer Estado mediado 
por el estallamiento de la revolución de mayor repercusión 
universal, la francesa de 1789, terminó quizá para siempre 
con el absolutismo más acabado, dando paso al Estado de 
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derecho y con ello a lo que sería el arranque de las modernas 
repúblicas. En el caso del modelo hispano a tono con los cam-
bios y transformaciones de los siglos xviii y xix, resultado de 
la legislación de la primera Constitución liberal española, le 
llega su turno a la gaditana de principios del siglo xix, lo que 
propicia la transformación de la monarquía absoluta española 
a una de carácter constitucional.

¿Qué pasa con la propuesta de cambio de régimen de la 
4T? Me parece que en consonancia con el planteamiento de 
arriba, la base de sustento del régimen mexicano se está mo-
dificando de manera esencial, habida cuenta de que en el pe-
riodo neoliberal nítidamente comprendido del periodo sexenal 
encabezado por Miguel de la Madrid al encabezado por Peña 
Nieto, su base esencial se fue decantando en una oligarquía 
que se apoderó y prácticamente secuestró al Estado mexicano 
hasta hacerlo uno fallido, lo que se llegó a calificar como la 
mafia del poder, en tanto que ahora se asiste a uno, reitero, de 
base pluriclasista de mucha mayor cobertura en donde buena 
cantidad de la ciudadanía de las clases mayoritarias se ven 
representadas, así las relaciones del Estado con la sociedad 
mexicana se transforman en esta dirección. Es así como la 
gobernanza y las políticas públicas adoptan una connotación 
que es indispensable escudriñar y explicarnos, entre otras cues-
tiones y procesos que se viven; se afirma que la vida pública y 
con ello la administración pública es cada vez más pública, en 
donde la información y la transparencia cobran mayor relevan-
cia y concreción.

Con la publicación de la obra Teorías y usos de la gober-
nanza: contexto y globalización, los autores, a quienes se aña-
den destacados autores invitados, ponen a consideración de 
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públicos amplios una investigación que permite dar respuesta 
a un conjunto de interrogantes como son las connotaciones 
que de suyo tiene la gobernanza (que no son pocas), la relación 
y vinculación de ésta con las políticas públicas; la conceptua-
lización de la gobernanza desde una visión de la ciudadanía, 
así como procesos asociados; al igual que los usos y abusos de 
dicho campo, hasta llegar al concepto y praxis de la corriente 
del “Buen Vivir como Gobernanza Global”, entendido como 
la lucha del movimiento indigenista ecuatoriano de finales 
del siglo xx y alternativa de desarrollo al modelo dominante, 
el cual merece y requiere de una gestión pública ad hoc que al 
parecer en las condiciones actuales que vive la nación ecuato-
riana, se aleja de tal aspiración que en otros momentos había 
tenido la oportunidad de concretarla en buena medida.

En suma, estamos frente a una obra que genera aporta-
ciones de primer orden, que brinda pistas para la reflexión 
y otras investigaciones, las que constituyen de suyo factores 
de relevancia, toda vez que es fundamental desentrañar los 
recovecos intríngulis y aspectos ocultos, deformados y hasta 
engañosos de nuestros campos de conocimiento y objetos de 
investigación, los cuales en las condiciones que actualmente 
nos plantea la Covid-19 nos obligan a analizar, por ejemplo, la 
gobernanza global, ahora que requerimos de una cooperación 
internacional para dar con los antídotos de este virus letal que 
ha servido a grupos poderosos para lograr lo hasta hace pocas 
semanas impensable, un statu quo mundial.

Quiero reiterar la relevancia y oportunidad de la presente 
obra en la cual Francisco José y Miriam lograron la integración 
de un equipo con perfiles de excelencia académica y, además, 
expresar un reconocimiento a José Luis Estrada Rodríguez, 



Román Sánchez Zamora, José Antonio Alonso Herrero, Luis 
Miguel Morales Gámez, así como a Perla Marina Palacios y 
Demetrio Palacios Moreno, por sus excelentes capítulos que 
abonan al análisis de un campo de conocimiento contempo-
ráneo controvertido, pero que, sin duda, constituyen hoy un 
marco explicativo a los procesos y cambios que presenciamos 
en el mundo contemporáneo.

[Ciudad de México, mayo de 2020]
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La gobernanza ha dado lugar a una vasta literatura a partir 
de los diversos ámbitos de su uso, como es la iniciativa pri-
vada, las relaciones internacionales o el ejercicio de los go-
biernos nacionales, en general se ha adoptado como una 
nueva forma de desarrollar la vida de las instituciones. Esta 
situación le ha impreso al concepto la idea de una laxitud o 
que se trata de un concepto dinámico, de aquí que diversos 
autores coinciden en que el concepto de gobernanza es extre-
madamente complejo.

El uso del término gobernanza parece centrarse en la ac-
ción y efecto de autogobernarse, es decir, en el cómo se decide, 
y su adopción en diversos ámbitos ocurre en el contexto de los 
cambios de la sociedad actual que ha llevado a las institucio-
nes a buscar otros medios para enfrentar nuevos y complejos 
problemas.

A pesar de los diversos usos y de la evolución de la discu-
sión teórica, el concepto permite reconocer la transformación 
en las relaciones jerárquicas y verticales de decisión hacia pro-
cesos horizontales basados en la negociación y la cooperación 
de actores interdependientes, lo que plantea, en el caso de su 
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adopción al interior de los Estados (tema central de este libro), 
una reconfiguración de la relación con la sociedad.

En el proceso de uso de la gobernanza se debe hacer notar 
la dificultad de adopción del término inglés governance para 
el caso de países como los latinoamericanos, así como su con-
fusión con el de gobernabilidad (governability). Éste se refiere 
a las formas que adopta el poder a través de instituciones 
políticas democráticas, o sea a la capacidad de las sociedades 
para consolidar y perfeccionar la democracia eliminan-
do la corrupción, permitiendo la participación ciudadana, 
creando condiciones para la estabilidad política, fortaleciendo 
el sistema electoral y de partidos, la libertad de expresión, 
la transparencia, la rendición de cuentas, etcétera. Así, este 
concepto permite una mirada amplia de la relación entre el 
Estado y la sociedad porque se observa en el contexto de un 
sistema político; en tanto que el concepto de gobernanza, es 
más referido a la relación Estado-sociedad y parece centrarse 
en este vínculo cuando está mediada por la acción para llevarla 
a cabo, es decir, por las políticas públicas.

Entre las razones que se pueden dar sobre el impulso que 
ha tenido la adopción de la gobernanza se encuentran la crisis 
fiscal del Estado, la globalización y la complejización de la 
sociedades, el aumento de las demandas sociales, las fallas del 
mercado y los límites de las privatizaciones y de la desregu-
lación económica, la necesidad de una nueva gestión pública, 
el reclamo de la ampliación de la participación ciudadana y 
la exigencia de rendición de cuentas, así como la necesidad 
de nuevas fuentes de legitimidad de las democracias actuales.

En general, la teoría especializada plantea a la gobernanza 
como una nueva perspectiva de gobierno y de gestión pública, 
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lo que conlleva el fortalecimiento de las instituciones de 
gobierno, pero eliminando su rigidez para adoptar formas más 
flexibles que permitan articular la acción de actores guberna-
mentales, sociales y privados. Desde esta perspectiva se busca 
convertir en una práctica tanto la búsqueda de la calidad en 
la actividad del gobierno como dar respuesta a la demanda de 
participación ciudadana. 

En la década de los años noventa del siglo pasado, el análi-
sis de la calidad de la gestión pública se hizo a partir de la crí-
tica al Estado que no era eficiente y no incorporaba parámetros 
de calidad en los servicios públicos brindados al ciudadano. 
Así se consideró que para hacer sostenible este tipo de gestión 
del gobierno se requería del establecimiento de sistemas de 
gestión de la calidad; de gestión pública que condujera a dar 
resultados de desarrollo, así como de incorporar sistemas de 
gestión de procesos. Este objetivo lleva implícita la búsqueda 
constante de los gobiernos de contar con una burocracia for-
mal en sentido weberiano mediante la profesionalización de 
la función pública, el establecimiento de sistemas de ingreso 
y estabilidad en la función pública, de estímulos e incentivos 
para los funcionarios públicos. 

Por otro lado, las teorías de la gobernanza tienen lugar en 
un momento en el que no había cabida para la participación 
ciudadana prácticamente más allá de las elecciones porque 
se concebía como idea dominante de lo que era una sociedad 
democrática a la sola existencia de democracia representativa, 
acompañada, no en todos los países, de la democracia directa, a 
través de mecanismos como el plebiscito, la consulta popu-
lar, la revocación de mandato, entre otras, sin dar mucha 
importancia a la democracia participativa que permite la de-
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liberación sobre la determinación de los problemas públicos 
concretos y de cómo afrontarlos. Esta demanda ha dado lugar 
a la ampliación de lo público expresándose a través de un pro-
ceso de construcción de lo que se denomina como lo público 
no estatal, esto es, de un espacio de naturaleza pública, pero 
ubicado fuera de las estructuras estatales porque es resultado 
de la acción de la sociedad civil que incluye la actividad de la 
empresa privada inmersa en actividades de naturaleza pública. 

El énfasis puesto en el cómo cogobernar de la gobernanza 
ha llevado a la diversificación de los mecanismos para hacer 
posible la inclusión de actores sociales y privados, de tal ma-
nera que la búsqueda de una ciudadanía activa ha implicado 
el desarrollo de un gobierno electrónico como uno de los me-
canismos para hacerla posible, así como mejorar las normas 
y procedimientos que permiten la participación ciudadana 
junto con la promoción de una cultura cívica. Además, se ha 
considerado que la gobernanza debe recuperar la exigencia de 
un buen gobierno que rinda cuentas, sea transparente y ético 
en sus acciones.

Arribar o no a este tipo de Estado significa andar por un 
camino que se puede concebir como la suma de sus acciones 
a lo largo de la historia, implica buscar las causas que han 
producido o no cambios hacia la gobernanza, así como inda-
gar sobre las características particulares de los contextos de su 
adopción y de las formas particulares de uso.

Este libro persigue mostrar desde diversos ángulos los usos 
de la gobernanza en países no centrales como México e inser-
tos en la presente etapa de la globalización que ha hecho eco 
también de la gobernanza para fundamentar la relación entre 
las naciones.
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El contenido del libro inicia con el capítulo teórico titu-
lado “Teorías de gobernanza y contexto” de Miriam Fonseca 
López, cuyo objetivo consiste en mostrar la importancia de 
reconocer las particularidades de los contextos, producto de la 
historia de diversas latitudes y de las historias particulares de 
cada Estado-nación, para situar la gobernanza a fin de lograr 
procesos de gobierno que efectivamente tiendan hacia la 
coproducción de la acción pública. Este trabajo lleva a cabo un 
repaso de las principales posturas teóricas de los autores clási-
cos y recientes, así como de autores mexicanos, para explorar 
el argumento de la necesidad de recuperarlas a la luz de las 
condiciones de los contextos particulares como el mexicano. 
Con este trabajo se inicia el recorrido teórico y analítico sobre 
los usos de la gobernanza, particularmente en México, tanto 
en la discusión teórica como en la acción de gobierno.

El segundo capítulo de Francisco José Rodríguez Escobedo 
y Román Sánchez Zamora titulado “La gobernanza y las polí-
ticas públicas” discute la relación entre dos conceptos básicos 
para la reflexión en torno al proceso de gobernar democrático 
en las sociedades contemporáneas: la gobernanza y la política 
pública, situándolo en el contexto de la crisis del Estado de 
bienestar que detona la necesidad de gobernar por políticas 
públicas.

En el tercer capítulo, cuyo título es “Los usos y abusos 
de la gobernanza en el México actual”, el autor José Antonio 
Alonso Herrero realiza un análisis de diversas posturas de au-
tores mexicanos sobre el tema, a partir de preguntarse cuál es 
el significado de la gobernanza y qué implica su empleo en la 
comprensión de la situación actual de México en el contexto 
global, desde una perspectiva social y política. Desde esta pre-
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gunta, Alonso Herrero retoma la propuesta inicial de Aguilar 
Villanueva, recupera las últimas reflexiones de este autor y 
problematiza junto con el análisis de autores mexicanos, la 
condición de la gobernanza en países de la periferia, planteando 
la necesidad de reconocer la complejidad de la relación centro-
periferia, que lleva a retomar el argumento de la necesidad de 
los Estados de la periferia de regular mejor la gobernanza cor-
porativa y a evaluar que su uso en estos países estará ligada al 
devenir de la estrategia neoliberal en Latinoamérica.

La necesidad de explicar y reconstruir el concepto de 
gobernanza desde la perspectiva del ciudadano para describir 
sus alcances y limitaciones, a pesar de haber mostrado ser una 
respuesta institucional a muchos problemas de la adminis-
tración pública, se plantea como el problema de análisis del 
capítulo “La gobernanza desde los ciudadanos: reconstrucción 
del concepto” de José Luis Estrada Rodríguez y Francisco José 
Rodríguez Escobedo; el argumento de los autores se centra en 
la importancia de entender quiénes son los actores que inci-
den en la legitimidad y el consenso del poder institucionalizado 
en la sociedad para instalar a la gobernanza como un nuevo 
paradigma de ejercicio del poder.

El uso de gobernanza en el contexto global y de las 
relaciones internacionales de México se aborda en el capítulo 
de Luis Miguel Morales Gámez titulado “La gobernanza en la 
colaboración de México y Estados Unidos bajo el esquema de 
la Iniciativa Mérida en el primer año del presidente Enrique 
Peña Nieto”, cuyo propósito es analizar la continuidad de la 
relación coordinada que tuvieron México y Estados Unidos 
en el tema de seguridad en el primer año de gobierno del 
presidente Enrique Peña Nieto en el combate al tráfico de 



droga, a partir del enfoque de gobernanza para explicar la 
decisión libre y autónoma de colaboración bilateral entre los 
gobiernos de ambos países, dentro de un esquema de reglas 
claras, pero no obligatorias, con el objetivo de combatir el 
tráfico de drogas en territorio mexicano.

El libro culmina con un análisis crítico que plantea al 
paradigma del Buen Vivir como un referente de gobernanza 
global, este capítulo se titula “Márgenes al capitalismo: ¿Buen 
Vivir como gobernanza global?”, y es escrito por Perla Marina 
Palacios Díaz y Mario Demetrio Palacios Moreno. 





31

Introducción

En los años noventa el concepto de gobernanza cobró auge a 
partir de los trabajos de Jan Kooiman y R. A. W. Rhodes, con 
ellos inicia el desarrollo de dos de las más importantes 
corrientes de esta vasta producción teórica contemporánea: el 
de la gobernanza interactiva o sociopolítica, y el de redes de 
política, respectivamente. Poco tiempo después, desde una 
perspectiva crítica a estos primeros planteamientos, cobrarían 
auge las posturas teóricas que reclaman la centralidad del Es-
tado en este tipo de gobierno, así como otras corrientes teóri-
cas, donde el contexto y la interpretación de estos procesos 
son relevantes para el análisis y práctica de la gobernanza te-
niendo en su centro a la ciudadanía, institución que a la luz 
de un ejercicio más ligado a las obligaciones ha llevado a algu-
nos autores a preguntar cuál es el verdadero papel de la parti-
cipación ciudadana en la gobernanza. De esta forma, después 
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de más de dos décadas de análisis y reflexiones, las corrientes 
teóricas de la gobernanza se han diversificado a la par que sus 
postulados han sido impulsados entre los países menos desarro-
llados por importantes organismos multilaterales. En estas 
regiones del mundo, los gobiernos instalaron en los discursos, 
en los documentos oficiales, así como en las estructuras guber-
namentales, planteamientos y mecanismos formales dirigidos 
hacia la gobernanza. Esta adopción, sin embargo, no ha sido 
situada, pues parece haber hecho abstracción de las particula-
ridades de los distintos contextos políticos, económicos, socia-
les y culturales, por ello, más que dirigirse hacia procesos de 
cogobierno, se han desarrollado sobre modos de gobierno fuer-
temente centralizados, donde privan relaciones clientelares 
con las organizaciones sociales; existe una gran diferencia en 
términos de fuerza social de los distintos actores de la socie-
dad civil junto con un fuerte protagonismo de los gobiernos en 
los asuntos públicos; la condición de las instituciones en esta 
región no se caracteriza por su fortaleza, sino por su fragilidad; 
y se observan áreas geográficas donde la fuerte presencia del 
crimen organizado no permite condiciones para el ejercicio 
de gobierno, entre los problemas más importantes. 

A pesar de todo lo anterior, es de señalarse que frente a la 
escasez de recursos de todo tipo, pero especialmente económi-
cos y de conocimientos que padece el Estado para enfrentar 
los cada vez más graves y complejos problemas públicos, se 
hace necesaria la participación tanto de los sectores sociales 
como privados para tratar de encontrar soluciones de manera 
conjunta como lo plantea el postulado central de la gobernanza. 
Bajo estas condiciones, en países menos desarrollados ha te-
nido lugar una importante producción teórica que cuestiona 
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los límites de algunos de los postulados de la gobernanza; no 
obstante, el camino no consiste en cuestionar absolutamente 
estos postulados, sino en reconocer las particulares de estos 
contextos, producto de la historia de estas latitudes y de las 
historias propias de cada Estado-nación para situar la gober-
nanza, con el propósito de desarrollar procesos de gobierno 
que efectivamente tiendan hacia la coproducción de la acción 
pública.

En este capítulo se presentan algunas de las corrientes 
teóricas de gobernanza más importantes mediante una revi-
sión documental, para a partir de sus principales postulados 
explorar el argumento de la necesidad de recuperarlas a la luz 
de las condiciones de los contextos particulares.

Los antecedentes de la gobernanza

Desde finales de los años ochenta se hace énfasis en la trans-
formación del espacio público que deja de estar centrado en la 
actividad del Estado para dar cabida a actores sociales y priva-
dos, en un proceso de lo que se concibe como una coproduc-
ción de la acción estatal, de tal manera que lo público igualado 
con lo que compete exclusivamente al Estado se amplía, dando 
lugar a lo que se denomina como lo público no estatal, espa-
cio para la participación ciudadana y actores del mercado en las 
decisiones y gestión públicas. 

Desde esta perspectiva, la acción de gobierno ya no com-
pete únicamente a este último, pues se argumenta que ningún 
actor político, social o económico tendría todos los recursos 
necesarios, económicos y de conocimientos para hacer frente 
a los problemas públicos, de tal manera que se considera ne-
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cesaria la participación de la sociedad civil e, incluso, de la 
empresa privada. Esto implicó otra forma de concebir lo que 
debe saberse y quiénes deben hacerlo público, lo que es el 
espacio público y quiénes son sus actores, lo que es un bien 
público, lo que es propiedad del Estado y lo que debe ser de 
otro tipo de propiedad.

A este argumento se sumó la idea de la acción de un go-
bierno racional, en un contexto de escasez de recursos y de 
impulso del pluralismo democrático, lo que justificó el obje-
tivo de incorporar a otros actores sociales y privados en las 
decisiones públicas, a través de un patrón de comportamiento 
racional, llevadas a cabo por actores gubernamentales en aso-
ciación con actores económicos y civiles que respondieran a 
un tipo específico de relación, el autolimitado de la perspectiva 
del tercer sector (Cohen y Arato, 2002),1 entre el gobierno y 
la ciudadanía. 

Cabe destacar que en esta manera de concebir la acción de 
gobierno, se han recuperado desde los años ochenta, con dife-
rentes énfasis, los principios y valores de lo que se denomina 
como las nuevas tecnologías de gobierno, esto es, las políticas 
públicas, la Nueva Gerencia Pública (ngp) y la gerencia social, 
que fueron los antecedentes teóricos de la producción teórica 
de la gobernanza desde la década de los años noventa del siglo 
pasado.

1Para estos autores, la definición de sociedad civil se construye “...en torno a 
una noción de movimientos democratizadores autolimitados que procuran exten-
der y proteger espacios tanto para la libertad negativa (la que ejerce el individuo 
siempre y cuando no existan restricciones para hacerlo) como para la libertad 
positiva (la capacidad de cualquier individuo de ejercer su propia voluntad y de-
terminar sus propias acciones) y volver a crear las formas igualitarias de solidari-
dad sin obstaculizar (cursivas propias) la autorregulación económica” (Cohen y 
Arato, 2002: 37).
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En las perspectivas teóricas de la gobernanza se ha dado 
lugar a una mayor profundidad analítica en la relación entre 
el Estado y la sociedad, pues se postula que la transformación 
de esta relación ha ocurrido debido a la necesidad de cambiar 
el proceso de gobernar hacia decisiones institucionalmente 
responsables y directivamente eficaces, que para lograrlo, re-
quieren coproducir con organizaciones sociales, instituciones 
privadas de carácter social e incluso empresas privadas, las 
decisiones y las políticas públicas. Las teorías de la gobernanza 
constituyen la síntesis de las teorías anteriormente señalados, 
pero haciendo especial énfasis en la participación a través de 
las redes de gobernanza (T. A. W. Rhodes) y de interacciones 
sociopolíticas (Jan Kooiman), o sea, de las acciones que actores 
privados, sociales y de gobierno llevaban a cabo en el contexto 
del achicamiento del Estado y del traslado de la provisión de 
servicios públicos a actores no estatales.    

Las ideas de la gobernanza tienen como periodo histórico 
precedente el que va de finales de los años cuarenta hasta la 
década de los años setenta del siglo pasado, en las que tuvo 
lugar un tipo de gobierno jerárquico en el marco del desarrollo 
de la administración pública como área de conocimiento y mé-
todo de gobierno que agotó sus potencialidades y fue criticado 
por su ineficiencia, consumo excesivo de recursos públicos, así 
como por estar concentrado en el servicio público profesional, 
más que en la atención al ciudadano (Dickinson, 2016). Ante 
esta situación, el reto fue hacer un método de gobierno más 
parecido a la empresa privada a través de la introducción del 
mercado en algunas áreas del sector público, apareciendo la 
producción teórica de la ngp. Sin embargo, se debe recordar 
que ya con el trabajo pionero de Laswell, La orientación a las 
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políticas de 1951, se da lugar a un área de conocimiento y al 
desarrollo de herramientas prácticas para conseguir que la 
acción de gobierno fuera eficaz y eficiente, con la intención de 
hacer posible el logro de la dignidad humana.

Aguilar (2010) recuerda que el término gobernanza apare-
ció ocasionalmente en la producción disciplinaria del derecho 
público, la administración pública y la política pública, aun-
que el término comienza a generalizarse a finales de los años 
ochenta. En las últimas décadas, este término ha sido utili-
zado de tres grandes formas: 1) como sinónimo de gobierno; 
2) como marco normativo, y 3) como marco analítico para 
los sistemas de coordinación no jerárquicos; situación que ha 
llevado a plantear si el concepto representa un aporte para las 
ciencias sociales dado que alude a fenómenos estudiados por 
otras disciplinas (Hufty, 2008). 

El primer antecedente del paradigma de la gobernanza 
contemporánea se ubica en el informe a la Comisión Trilateral2 
sobre la gobernabilidad de las democracias de 1975, titulado 
The Crisis of Democracy: Report on the Gobernability of 
Democracies, elaborado por los académicos Michael J. Crozier, 
Samuel P. Huntington y Joji Watanuki, en el que se hizo un 
análisis y crítica al papel del Estado y la democracia en las 
regiones geográficas de interés para la Comisión Trilateral 
(Requena, 2014).

En ese documento se planteó también que el problema 
de la gobernabilidad, así como el aumento de la desconfianza 

2Organización internacional de naturaleza privada impulsora de la globaliza-
ción, fundada en 1973 a iniciativa de David Rockefeller con miembros políticos, 
empresarios y académicos de tres grandes áreas geográficas del mundo: América 
del Norte, Europa y región Asia-Pacífico.
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en las instituciones democráticas de los países desarrollados, 
era producto del incremento de las demandas sociales y de la 
incapacidad ya mostrada por los Estados para responder de 
manera eficiente. Es decir, se consideraba que había un exceso 
de democracia que conducía al desequilibrio e ingobernabili-
dad, de tal manera que era necesario cambiar las funciones del 
Estado para concentrarlo sólo en las áreas donde pudiera dar 
respuestas efectivas. Este informe sirvió como inspiración a los 
futuros modelos de ajuste económico y participación política 
sobre los que se fue construyendo la idea de gobernanza actual.

El segundo antecedente para el desarrollo de este enfoque 
se encuentra en el informe del Banco Mundial (bm) de 1989 
titulado “África Subsahariana, de la crisis al crecimiento sus-
tentable” (Aguilar, 2010). En este documento se planteó lograr 
una “mayor gobernanza” frente a la incapacidad de gobernar y 
administrar de los gobiernos africanos, destacándose que la 
responsabilidad para enfrentar las crisis debía ser una respon-
sabilidad compartida entre gobierno y otros actores sociales, 
a partir de la creación y mejoramiento de las instituciones 
políticas inclusivas como elemento central de la gobernanza 
(Requena, 2014).

De esta forma, el bm ha orientado la gobernanza hacia 
la medición de la calidad del ejercicio de poder del gobierno, 
evaluando normas y prácticas de los Estados y organizaciones 
encaminadas hacia objetivos de sus programas; aunque este 
mismo organismo considera además de ésta, otras dos ver-
tientes integradas al concepto: 1) las prácticas e instituciones 
para la elección y control de titulares del poder público, y 2) el 
respeto ciudadano y del Estado a las instituciones de regula-
ción económica y social (Hufty, 2008).
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Finalmente, el bm estableció seis criterios a evaluar en 
los Estados: 1) voz y responsabilidad; 2) estabilidad política 
y ausencia de violencia; 3) eficacia del gobierno; 4) calidad 
reguladora; 5) Estado de derecho; y 6) control de la corrupción 
(Hufty, 2008). 

En el contexto de la acción del bm, así como de la trans-
formación del Estado benefactor, se fue creando la idea de 
“Gobernanza Moderna” (Hufty, 2008), o mejor dicho, con-
temporánea, que ha dado lugar a una producción teórica en la 
que se analiza el papel del Estado en la sociedad, así como 
la manera en la que ocurre la gestión interna del Estado a tra-
vés de la administración pública. Como se ha dicho, en esta 
postura teórica, la gobernanza es resultado del agotamiento 
del Estado de bienestar y la introducción de nuevos actores no 
estatales que interactúan en el espacio público a partir de la 
formación de redes de áreas de políticas públicas (redes de 
gobernanza). Los autores precursores de la discusión teórica 
son Jan Kooiman con el texto de 1993, Modern Governance: 
New Goverment-Society Interactions, y R. A. W. Rhodes a 
través del trabajo de 1996 titulado Understanding Goverance: 
Policy Networks, Governance, Reflexivity and Accountability. 

Después de varias décadas de producción teórica, se ob-
servan dos grandes vertientes y lo que Rhodes (2012) llamó 
la tercera ola interpretativa en la literatura de la gobernanza. 
Una de estas dos grandes vertientes es la producción teórica 
centrada en la coproducción de decisiones de gobierno a través 
de las redes de gobernanza y de interacciones sociopolíticas. 
La otra vertiente es la producción teórica de análisis de la go-
bernanza en términos de la centralidad del Estado. La tercera 
ola, en la producción anglosajona, considera que el análisis 
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de la manera en la que los actores concretos de las redes de 
gobernanza de casos particulares comprenden y llevan a cabo 
las interacciones, da lugar a otro enfoque de gobernanza: el 
interpretativo, lo cual conduce a la recuperación de los casos 
concretos donde las creencias y tradiciones son importantes 
y pueden entrar en conflicto con la gobernanza. Desde este 
enfoque, el uso de la narrativa muestra las diferentes racio-
nalidades inmersas en las decisiones de políticas, pudiéndose 
observar manifestaciones de procesos de resistencia, transfor-
mación o boicot de las agendas de las élites (Rhodes, 2012).

A éstas hay que agregar la producción regional, la que res-
cata la importancia del contexto mostrando las implicaciones 
reales de los modos de gobierno, así como de la importancia de 
identidades y grandes desigualdades de clase en países como 
los latinoamericanos, que desde los años noventa han asumi-
do los postulados de la gobernanza. 

Las corrientes teóricas clásicas   

Los planteamientos teóricos sobre gobernanza de J. Kooiman 
que aparecieron en el texto de 1993, convierten en objeto de es-
tudio al modo de gobernar de finales del siglo xx a la luz de los 
cambios económicos, sociales y tecnológicos de la época que, 
según este autor, daban lugar a la interdependencia de actores 
políticos, sociales y económicos en la resolución de problemas 
públicos. En este libro, considerado como el texto que dio ini-
cio a los planteamientos teóricos contemporáneos sobre 
gobernanza, Kooiman centra la atención en la aparición de 
interacciones entre el gobierno y actores privados, que estaban 
dando origen a una acción conjunta o coordinada como resul-
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tado de la imposibilidad del gobierno de llevar a cabo acciones 
como actor único. De esta manera aparecía una nueva forma 
de gobernar de naturaleza público-privada, aunque este texto 
inicial se orientó fundamentalmente hacia el análisis de la 
acción de gobierno.

Kooiman (2004) considera que a pesar de que el concepto 
de gobernanza ha sido utilizado desde diversas subdisciplinas de 
la ciencia política, los elementos comunes de estudio son el 
análisis de las reglas y cualidades de los sistemas en los que 
tiene lugar la gobernanza, es decir, la cooperación como meca-
nismo para lograr legitimidad y eficacia, así como la existencia 
de nuevos procesos y acuerdos de naturaleza público-privada. 

Para Kooiman (2004), concebir al gobierno como gober-
nanza significa dejar de lado el modelo unidireccional que va 
de los gobernantes a los gobernados, para construir un modelo 
bidireccional que permite tener en consideración las caracte-
rísticas, circunstancias, problemas y oportunidades tanto del 
sistema de gobierno como del sistema a gobernar.

Este autor propone la perspectiva que denomina como 
gobernanza interactiva o gobernanza sociopolítica porque es-
tudia las interacciones sociopolíticas a partir de distinciones 
entre autogobernanza, cogobernanza y gobernanza jerárquica, 
así como entre diferentes órdenes de gobernanza: a) de primer 
orden, donde tiene lugar la solución de problemas y el desarrollo 
de oportunidades; b) de segundo orden, que implica la exis-
tencia de las condiciones institucionales necesarias; y c) la 
metagobernanza, referida a los principios que rigen a la propia 
gobernanza, sobre los que se profundizará más adelante.

En el trabajo de 2004, Kooiman enfoca el estudio de la 
gobernanza como un fenómeno social en tanto, considera, se 
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trata de una forma de gobierno en la que participan actores 
privados o de la sociedad civil. En este análisis, la gobernanza 
es conceptualizada en términos de un sistema diverso, diná-
mico y complejo de interacciones entre el gobierno y actores 
sociales y privados, que expresan este mismo tipo de caracte-
rísticas de las sociedades actuales y de sus problemas y opor-
tunidades, lo que le lleva a concebir a la gobernanza como un 
tipo de interacciones sociopolíticas (gobernanza interactiva o 
gobernanza sociopolítica). 

El énfasis en el sistema de interacciones constituye la 
principal innovación en los últimos acercamientos al análisis 
de la gobernanza, propuesto por Kooiman y Bavick (2013). 
En este trabajo, el principio fundamental que guía el análisis 
teórico de los autores, radica en la noción de interacción como 
el modo más efectivo de gobernar o de gobernanza, en oposi-
ción a la idea del gobierno que se realiza por la intervención 
de un solo actor. Por ello, la apertura a la participación social 
—o sea, a aquellas expresiones de la sociedad que muestran 
una dimensión pública— es vista tanto como una expresión 
normativa o democrática, como desde el punto de vista y su 
eficiencia práctica para abordar problemas públicos. 

Además, bajo esta noción de interacción, los autores con-
sideran que la gobernanza raramente empieza a partir del 
desarrollo de un gran plan, sino que es resultado de un proce-
so incremental basado en el aprendizaje de la experiencia de 
procesos interactivos.

La propuesta de gobernanza interactiva de Kooiman (2004) 
y de Kooiman y Bavick (2013), plantea que los sistemas so-
ciales como un todo son diversos, complejos y dinámicos; 
en ellos tienen lugar interacciones bidireccionales amplias y 
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sistémicas entre gobierno y gobernados que da lugar a la trans-
formación en los límites entre el Estado y la sociedad, o dicho 
desde otro ángulo, la responsabilidad pública y la privada ha 
hecho posible la aparición de un objeto de interacción, resul-
tado del reconocimiento de que ningún actor, ya sea público o 
privado, cuenta con todo el conocimiento e información nece-
sarios para enfrentar los problemas actuales caracterizados por 
su complejidad, dinamismo y diversidad.

Como se mencionó en párrafos anteriores, Kooiman 
(2004) considera que la interacción entre el gobierno y la so-
ciedad o las interacciones sociopolíticas se expresan en tres 
modos. El primero y más clásico modo de interrelación entre el  
Estado y la sociedad es el jerárquico, en éste prácticamente 
todas las áreas de la actividad social son gobernadas total o 
parcialmente por normas políticas que, por lo general, alcan-
zan formas de regulación legal o administrativa, aunque el 
autor destaca que éstas también son interacciones. En este 
modo de gobierno se da lugar a acuerdos (neo) corporativistas, 
así como a mecanismos de coordinación y acuerdos institucio-
nales, como pueden ser la solidaridad o la jerarquía. Kooiman 
(2004) destaca su uso para llevar a cabo la redistribución, por 
lo tanto, la jerarquía ayuda acomodar o a dar respuesta a una 
cantidad limitada de necesidades con los medios de satisfac-
ción existentes.

El segundo modo es el autogobierno, propio de la orga-
nización de los subsistemas sociales en áreas como las de la 
ciencia, el desarrollo tecnológico, el derecho, la política, las 
convenciones sociales o la economía que tienen un alto grado 
de autoorganización. Son autónomas en el sentido de que re-
producen siempre la misma red de procesos a su interior, y son 
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autorreferenciadas dado que sólo “ven” lo que desde su punto 
de vista pueden interpretar a partir de su propia organización 
y operación; sin embargo, el autor subraya que no puede evi-
tarse el debate sobre el grado de influencia que puede tener el 
contexto externo y el Estado sobre ellos.

El tercer modo es el cogobierno, por el que los crecientes 
desafíos sociopolíticos se resuelven creando oportunidades de 
responsabilidades compartidas o coacuerdos, esto es, accio-
nes público-privadas en asuntos de interés común o público 
a partir de la convergencia de objetivos tanto de los actores 
públicos como de los privados, que se traducen en esfuerzos 
sinergéticos donde todos ganan (win-win).  

Como se mencionó con anterioridad, para Kooiman (2004) 
la gobernanza se expresa en tres niveles: en el primer orden, la di-
versidad, dinamismo y complejidad de los asuntos sociopolíticos 
da lugar a la creación de oportunidades sociopolíticas, siendo el 
gobierno el actor más fortalecido en la medida en que la solución 
de un problema le representa una oportunidad hacia el futuro. 

La gobernanza se experimenta en un segundo orden, cuan-
do la atención está puesta en la manera en la que estructu-
ralmente se llevan a cabo las interacciones entre los actores 
de la cogobernanza. En este caso, la institucionalización de las 
conductas racionales, en términos de eficacia y normativos, 
puede maximizar la acción de los actores en tanto que guiará 
a una acción de los actores centrada en el ejercicio de derechos 
y obligaciones; establece las fronteras entre lo propiamente 
social, lo privado, lo político y lo público; además, da lugar a 
estructuras o instituciones de gobierno eficaces y adecuadas.

El tercer orden o el de la metagobernanza, es el referido a 
la concepción de la gobernanza como un ejercicio normativo, 
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orientado a la reconstrucción de la relación entre gobernantes 
y gobernados en el contexto de la complejidad social. El acento 
está puesto en el carácter democrático de la gobernanza. Este 
nivel permite guiar normativamente las acciones de los acto-
res y, por lo tanto, es también sujeto de una evaluación para 
adecuar las normas a partir de su relevancia, actualidad y exac-
titud en términos de la responsabilidad de los actores que son 
partícipes del cogobierno. Kooiman (2004) considera que éste 
es el cimiento del cogobierno, pues en él se ancla la discusión 
sobre cómo se debe gobernar. Los argumentos presentados 
en torno a la importancia de este orden de la gobernanza se 
desarrollan en otro apartado de este texto. 

Por su parte, R. A. W. Rhodes —el segundo autor impulsor 
de la teoría de la gobernanza contemporánea— hace énfasis en 
la formación de redes para dar lugar al proceso de gobierno de-
nominado gobernanza, cuyas principales características son:

1.	La interdependencia entre organizaciones, ampliándose el 
proceso de gobierno hacia actores no estatales que reducen las 
fronteras entre lo público, lo privado y lo social (sector social). 

2.	La existencia de redes de actores de gobernanza en continua 
interacción como resultado del intercambio de recursos y la 
negociación de propósitos.

3.	Las interacciones de los integrantes de las redes de gobernan-
za se sustentan en la confianza mutua y están reguladas por 
reglas negociadas entre los integrantes de dichas redes.

4.	Las redes de gobernanza tienen un importante grado de au-
tonomía frente al Estado, tanto en términos de rendición de 
cuentas (accountability) como de organización, sin embargo, 
a pesar de que el Estado no ocupa una posición privilegiada en 
las redes de gobernanza, puede indirecta e imperfectamente 
dirigir la red de gobernanza (Rhodes, 2007).
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Como ya se dijo, Rhodes (2007) considera que la gober-
nanza se refiere al gobierno que lleva a cabo con y a través 
de redes, por ello, a este tipo de gobierno lo denomina gober-
nanza de redes caracterizado por dos aspectos. Por un lado, 
describe la coordinación entre el gobierno y organizaciones no 
gubernamentales (ong) y privadas. Y, por otro lado, da cuenta 
de que el gobierno jerárquico ya no es posible. En resumen, 
el término se refiere al cambio del rol del Estado, mostrando 
que la autoridad informal de las redes de gobernanza comple-
menta y sustituye la forma de gobierno jerárquica, en otras 
palabras, la idea de gobernanza explora los límites del Estado 
autoritario y jerárquico.

Como resume Aguilar (2010: 33), la perspectiva de la go-
bernanza considera que el gobierno debe reformar sus funcio-
nes hacia un nuevo proceso de dirección caracterizado por la 
interdependencia gubernamental-social de coproducción de 
lo público, pues “ningún actor, público o privado, cuenta con 
la información y conocimiento requerido para resolver proble-
mas complejos, dinámicos y diversificados, ni tiene la capa-
cidad suficiente para seleccionar los instrumentos eficaces y 
menos aún el poder necesario para dominar unilateralmente”.

De aquí que la idea central, como sostiene Aguilar (2010), 
consiste, por un lado, en que ningún actor, público o privado, 
posee todos los recursos para resolver los complejos problemas 
públicos ni el poder necesario para dominar unilateralmente 
(Aguilar, 2010). Y, por otro lado, y como consecuencia del 
argumento anterior, en la negación de la influencia de alguna 
clase social sobre el gobierno, así como el fin de la dominación 
suprema del gobierno sobre una sociedad, antes dependiente de 
él. El énfasis, por lo tanto, se dirige hacia el aspecto bilateral y 



46 / Miriam Fonseca López

multilateral de estos nuevos modelos de gobernar distinguidos, 
se dice, por ser procesos de decisión horizontales, resultado 
de la interacción de estos actores en redes que deciden actuar 
usando información, conocimiento experto, saber tecnológico y 
competencias gerenciales específicas para llevar a cabo acciones 
bien acotadas en el marco de normas institucionales y técnicas 
definidas, lo que quiere decir que no se trata de una forma de 
gobierno o de dirección de gobierno azaroso, sino estructurada, 
institucional y técnicamente (Aguilar, 2010).

Como síntesis de las características de la gobernanza, 
Aguilar (2010) destaca el uso de la racionalidad instrumental 
para potenciar la capacidad de gobierno tanto en sus aspectos 
legales, fiscales, informativas, gerenciales, así como las accio-
nes políticas de interlocución y negociación.

Después de varias décadas, la producción teórica sobre el 
tema ha dado lugar a la crítica de sus postulados, pero también 
a reconocer los alcances del concepto contemporáneo de gober- 
nanza, como es el caso de la categoría de gobernanza global que da 
cuenta de la existencia de múltiples actores e instituciones en el 
plano internacional más allá de los Estados-nación, como los or-
ganismos multilaterales, los tratados o los organismos no guber-
namentales, que supera la idea de actores de exclusiva naturaleza 
oficial sujetos del derecho internacional público y enfatiza el con-
senso entre estos actores, aunque en detrimento del análisis del 
poder inmerso en las relaciones internacionales (Hufty, 2008).

Los valores, normas y principios de la metagobernanza

Recuperando a Kooiman y Jentoft (2009), la metagobernanza 
no está relacionada fundamentalmente con una acción del 
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Estado a partir de la cual se establecen las reglas para la acción 
de actores públicos y privados inmersos en las redes de gober-
nanza, sino como una actividad de carácter público que es 
resultado de la interacción de actores públicos y privados. 
Para estos autores, la metagobernanza apuntala las acciones 
futuras, es una guía institucional para realizar las actividades 
de gobernanza, por ello, ésta se puede observar en una etapa 
ex ante, pero también constituye un criterio de evaluación de 
dichas actividades, es decir, se manifiesta en una etapa ex 
post.

La metagobernanza está constituida por un conjunto de 
valores, normas, principios y elección de decisiones; se trata, 
por un lado, de los fundamentos éticos de la gobernanza, cu-
yas fuentes se pueden encontrar en diversas escuelas filosófi-
cas e incluso en la religión, que hacen alusión a la justicia; por 
otro lado, tiene otras fuentes con una naturaleza normativa 
más pragmática como lo son la eficacia y la efectividad. 

En la metagobernanza, los valores son las nociones más 
generales y fundamentales, mientras que las decisiones o elec-
ciones son los actos de mayor aplicación concreta, por lo que 
son muy específicos; en medio de éstos se encuentran las 
normas y los principios. De los valores se derivan las normas, 
y entre las normas rigen los principios. De aquí que la meta-
gobernanza plantee, según Kooiman y Jentoft, a sus actores 
tanto estatales como privados a desarrollar ideas analíticas, 
éticas y políticamente correctas. No obstante, los autores re-
conocen que la búsqueda del interés particular y el poder con 
el que cuenten los actores juega un importante papel, situa-
ción que desde la perspectiva de la gobernanza interactiva de 
Kooiman, debería tener poca presencia a la hora de tomarse 
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decisiones importantes y de largo plazo, por eso, estos autores 
consideran a la metagobernanza como la amalgama que debe-
ría unir todos los atributos de la gobernanza como un todo. Es 
decir, que a pesar de la diversidad y complejidad presente en y 
entre las sociedades, la gobernanza no ocurre sin un conjunto 
de normas y principios razonables y coherentes.

Kooiman y Jentoft (2009) consideran que los actos de 
gobierno deben guiarse por tres principios básicos: la trans-
parencia, pues con ella se crea la imagen de un gobierno; la 
eficiencia, como principio para la selección y aplicación de 
los instrumentos adecuados; y la rendición de cuentas, como 
principio que expresa los límites en la autonomía de los to-
madores de decisiones, así como de su obligación de justificar 
sus acciones. Para el caso de los diversos modos en que se 
presenta la gobernanza, comentados en uno de los apartados 
anteriores, estos autores observan que en la autogobernanza 
debe regir el principio del respeto hacia los individuos y sus 
colectividades; la equidad debe guiar como principio en la go-
bernanza jerárquica para garantizar la justicia y la imparciali-
dad, buscando que las reglas y procedimientos de este tipo de 
gobernanza logren atender las inequidades que el sistema crea 
a través de la distribución de costos, beneficios, además de 
auxiliar las desgracias sociales, y compartiendo las responsa-
bilidades. En la cogobernanza, los autores citados consideran 
que la inclusión es el principio que permite ser parte o tener 
impacto en decisiones sobre problemas que afectan de manera 
directa a las personas y sus colectividades.

Por último, Kooiman y Jentoft (2009) plantean que en 
los diversos órdenes de gobernanza los principios son: a) la 
efectividad en la resolución de problemas y la creación de 
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oportunidades; b) la capacidad de reacción de las instituciones 
de gobierno; y c) la responsabilidad moral. 

A partir de este análisis, estos autores consideran que la 
gobernanza se caracteriza por involucrar valores provenientes 
de la racionalidad instrumental de teorías convencionales del 
campo de la administración, pero, al mismo tiempo, valores 
que van más allá de la valoración costo-beneficio al incorporar 
una racionalidad valorativa, o sea, fincada en valores impor-
tantes en sí mismos.

En síntesis, los autores destacan la importancia de los 
valores, normas, principios y elección de decisiones como ele-
mentos centrales en el proceso de realización de la gobernanza 
que ubican para efectos analíticos en la metagobernanza; en 
otras palabras, son la base normativa de las decisiones de 
gobernanza, por lo que deben ser consistentes entre ellos, 
lograr un balance entre principios universales y los propios 
de contextos particulares por medio de procesos comunica-
tivos y diplomáticos, lo cual lleva a privilegiar la participa-
ción para llegar a acuerdos. Así, la elección de decisiones 
debe estar fundamentada en principios, normas y valores 
que tengan una considerable permanencia y estabilidad, de 
aquí que la metagobernanza sea importante en sí misma 
para lograr la gobernanza.

En los planteamientos de Kooiman y Jetoft referidos a 
los valores, normas y principios propios o característicos de 
la metagobernanza, se pueden observar elementos analíticos 
que apuntan a reconocer la importancia del contexto en la 
determinación de los elementos normativos adecuados para 
cada sociedad, lo que permite sustentar la idea de este texto 
de situar a la gobernanza.  
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La centralidad del Estado en la gobernanza

Desde una perspectiva crítica, cabe destacar el análisis que desde 
los desarrollos teóricos de las redes de gobernanza se ha hecho 
sobre el reconocimiento de la existencia del conflicto, la desigual-
dad y la pervivencia de la jerarquía entre sus actores, como lo 
ha planteado Stoker (citado en Davies, 2011).

En este enfoque crítico, el trabajo de Guy Peters (2005, 
2007) analiza de manera atinada a la gobernanza como un 
proceso de gobernar que, desde ciertos enfoques teóricos como 
el de R. A. W. Rhodes, ha puesto en cuestionamiento la capa-
cidad misma del Estado para hacerla efectiva (Peters, 2007), 
de tal manera que requeriría de alternativas procedentes de 
otros agentes sociales y económicos organizados en redes, para 
lograr acciones efectivas tanto en el plano económico como 
en la sociedad en general. En el centro del análisis de estas 
perspectivas teóricas de gobernanza se estaría cuestionando 
la capacidad de dirección del Estado sobre la economía y la 
sociedad, planteamiento que Peters no acepta, argumentando 
el indiscutible objetivo del Estado de lograr metas colectivas, o 
mejor dicho, públicas o de interés común, que ningún otro ac-
tor económico o social puede garantizar para toda la sociedad, 
pues es el único ente que posee los mecanismos para dirimir 
conflictos de intereses, así como el único que puede llevar a 
cabo acciones legítimas para toda la sociedad. 

El planteamiento de Peters (2007) muestra la importancia 
del Estado como el único ente con el objetivo y estructuras po-
líticas que persigue, lo que para la sociedad en su conjunto es 
lo mejor, en el sentido de buscar metas de naturaleza pública; 
además, cuenta con los mecanismos y procedimientos forma-
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les para darles el mejor cauce porque se asienta sobre la obliga-
ción de rendir cuentas (accountability), esto es, de garantizar 
la responsabilidad de las instituciones en donde se toman y 
ejecutan decisiones del Estado, situación que entre los actores 
privados o de la sociedad civil no existe —o no en la medida 
que en las instituciones público estatales—, característica del 
Estado que se fortalece si se hace de manera democrática.

Se puede coincidir con Peters en relación con la importan-
cia de la vigencia real de instituciones estatales a través de las 
cuales se hace responsable al gobierno de sus acciones, rin-
diendo cuentas y recibiendo retroalimentación de la sociedad 
civil, con lo cual se logra fortalecer la democracia, no por la vía 
de la participación ciudadana directa, pero sí usando sus po-
deres para otorgar legitimidad a otros actores no estatales, fa-
cultándolos para realizar algunas acciones de carácter público, 
reteniendo su capacidad de ejercer poder sobre ellas. Como se 
aprecia, este autor desarrolla un planteamiento más complejo 
y matizado sobre la gobernanza, reclamando la importancia 
de las instituciones formales del Estado, que si bien no puede 
garantizar de manera efectiva todas las obligaciones públicas, 
sigue siendo la institución la que puede realizarlas de la mejor 
manera disponible en términos de responsabilidades públicas.  

Peters (2005) llama la atención sobre la exclusión real 
que se genera en las redes de gobernanza, pues en ellas par-
ticipan quienes poseen ciertas habilidades y conocimientos; 
además cuestiona qué tanta distancia del poder del Estado 
tienen, cuando en la práctica una mayor cercanía les permite 
tener más peso en las decisiones públicas. Incluso, considera 
que la descentralización de la ejecución, pero también la 
formulación de decisiones públicas o de políticas públicas, 
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puede conducir al extremo de la gobernanza, generando falta 
de coherencia y coordinación de los actores de redes, quienes 
pueden caer en acciones antiestatistas y hasta extralegales.

Por otro lado, Peters (2005) resalta la exclusión que sufren 
quienes no se encuentran interesados en ciertos temas de po-
lítica pública que abordan las redes, de tal forma que su defi-
nición incluirá a ciertos grupos, pero no responderá al interés 
del conjunto de la sociedad, es decir, se decidirán políticas que 
pueden no ser aceptables en una asamblea de representantes, 
lo que muestra un muy probable riesgo de erosión de poder 
del Estado y de la representación como medio institucional de 
participación ciudadana. El señalamiento no es menor, pues 
en sociedades cada vez más grandes y complejas la represen-
tación tendría que ser fortalecida, recuperándose el valor de 
la política como el mecanismo que permite a todos los ciu-
dadanos, mediante un marco de igualdad formal, participar 
políticamente. 

Para este autor, la efectividad de la gobernanza se basa en 
la presencia —salvo raras excepciones— de la centralidad de 
los actores estatales por su capacidad de liderazgo, con lo cual 
se observa la naturaleza política del concepto, por eso se puede 
decir que es el principal actor para lograr la gobernanza dado 
que provee las leyes para la sociedad, y monopoliza el uso legal 
y legítimo de la fuerza.

En términos teóricos, Peters (2012) considera como una 
moda el uso del concepto de gobernanza si no se le utiliza 
analíticamente, pues su adopción se ha ampliado tanto en 
los actores del gobierno como a la empresa privada, así como 
entre las organizaciones internacionales, como ya se ha men-
cionado. Este uso extendido a diversos ámbitos, considera el 
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autor, ha dado lugar a una ambigüedad en su significado. A 
pesar de ello, Peters (2012) plantea que la recuperación del 
concepto más adecuada es la que enfoca la actuación conjunta 
del sector público con el privado y actores transnacionales 
para dar dirección y control al desarrollo social y económico.

Para Peters (2012), la idea más cercana a la naturaleza de lo 
que es la gobernanza se asemeja al significado de conducción o 
dirección (steer), formas que deben observarse cuando se toman 
decisiones conjuntas, como las que tienen lugar en estos tiempos 
cuando no hay ningún actor que posea todos los medios o cono-
cimientos para hacerlo, y cuando existen problemas que atañen a 
todas las sociedades del mundo como lo son el cambio climático 
o el control de armas. Además, el concepto tiene implícita la idea 
de accountability, en la medida que estas decisiones conjuntas 
y para actores tanto públicos como privados deben sostenerse 
mediante la rendición de cuentas a la sociedad.

Peters (2012) considera que la utilidad de la gobernanza 
para la ciencia política radica en observar la posibilidad de 
dar lugar a una dirección de la sociedad de manera colectiva, 
centrando la atención en la manera en la que este tipo de 
dirección se lleva a cabo.

La perspectiva de gobernanza también permite explicar la 
manera en la que son reemplazadas las instituciones estatales 
en contextos de Estados fallidos, donde se delega el diseño y 
ejecución de políticas públicas en instituciones informales, 
aunque siempre considerando que las instituciones del Estado 
llegarán a tener la capacidad de asumir el control formal. 
Mientras que en Estados no fallidos, la acción de actores no 
estatales y estatales tendría la función de lograr de manera 
conjunta la gobernanza (Peters, 2012).
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Una segunda función de la teoría de la gobernanza para la 
ciencia política, considera Peters (2012), es la de dar lugar a 
la integración de temas y campos diversos de política compa-
rada, por ejemplo, acercando la comparación entre economía 
política comparada y política pública comparada. Además, 
el autor destaca que la teoría de la gobernanza también ha 
sido empleada para el análisis del complejo sistema político 
de la Unión Europea, así como en los estudios de relaciones 
internacionales, que han llevado a planteamientos sobre la 
necesidad de la existencia de soft law o de leyes que permitan 
la integración de las diversas leyes de los actores políticos de las 
redes de gobernanza de esa región. 

En tercer lugar, la teoría de la gobernanza permite otros 
acercamientos desde la ciencia política, así como desde otras 
ciencias sociales, para intentar responder a la pregunta de cuál 
es actualmente la actividad fundamental del sector público y 
cuál es la manera de hacerlo. De aquí que el autor considere 
que esta perspectiva es más útil para identificar los problemas 
de la gobernanza que para proporcionar explicaciones definiti-
vas a esos problemas.

Por último, Peters (2012) destaca que esta perspectiva per-
mite la relación entre preguntas empíricas y normativas desde 
la ciencia política, en tanto subyace la idea de que la gobernanza 
es importante para lograr calidad en la vida de los ciudadanos 
y para conseguir el éxito de los Estados en su rol interno como 
en el contexto internacional. La idea normativa se expresa cla-
ramente a través del concepto de “buena gobernanza”, disemi-
nado por el bm como parte de sus programas de desarrollo para 
focalizar el combate a la corrupción en los países destinatarios 
de sus apoyos económicos; sin embargo, el aspecto normativo 



Teorías de gobernanza y contexto / 55

se orienta hacia la búsqueda de un Estado que, usando su ca-
pacidad, por sí mismo se puede proveer de un amplio espectro 
de servicios públicos, lo cual hace pensar en un tipo de Estado 
como el de bienestar europeo. Esta concepción de buena gober-
nanza, plantea el autor, se enfrenta a los límites, en términos 
democráticos, que puede tener un Estado, pues en ciertas oca-
siones se llega a mejores acuerdos entre los diversos actores a 
puertas cerradas, confrontándose con la idea de la transparen-
cia, por ello, el autor considera que el término buena gober-
nanza no responde a una única acepción, sino a la perspectiva 
desde la cual se esté tratando de responder a su significado.

La condición de la ciudadanía en la gobernanza

Una de las ideas más generalizadas sobre la gobernanza es su 
relación con la participación ciudadana; al respecto, Susan D. 
Phillips (2012) considera que a partir de la ampliamente dise-
minada idea del cambio de gobierno jerárquico y burocrático 
por otro basado en la gobernanza y las redes de colaboración 
entre instituciones del Estado y actores privados y sociales, se 
ha hecho necesario reconceptualizar la idea de sociedad civil 
como constelación de asociacionismo (asociaciones volunta-
rias, no lucrativas, de caridad, empresas sociales, organizacio-
nes de servicios sociales, movimientos sociales), denominados 
genéricamente como organizaciones de la sociedad civil (osc) 
que han dado lugar a lo que se conoce como tercer sector o 
sector voluntario, cuya característica central consiste en la 
formación de ciudadanía.

Desde su perspectiva, el concepto de ciudadanía centrado 
en la idea de los derechos y obligaciones del ciudadano de un 



56 / Miriam Fonseca López

Estado-nación, requiere de una revisión a partir de la impor-
tancia que tiene el desarrollo de relaciones entre ciudadanos 
y el Estado, así como de las relaciones de corresponsabilidad 
entre éste, el mercado y la comunidad. A partir de esta idea, 
plantea la existencia de una “nueva ciudadanía” que hace 
énfasis en la importancia de las osc como actores políticos, en 
tanto expresan un tipo de asociacionismo que hace posible la 
participación ciudadana. Considera a las osc espacios donde 
se ponen en práctica habilidades ciudadanas como la del 
debate público, la deliberación, el compromiso y la rendición 
de cuentas, además de incidir en el desarrollo de la confianza 
mutua. Al mismo tiempo, la autora observa que en la práctica 
este tipo de organizaciones está cada vez más involucrado en 
la prestación de servicios sociales impactando el crecimiento 
de la economía social.

Por otro lado, la autora destaca dos asuntos cruciales en la 
condición de la ciudadanía. En primer lugar, que las prácticas 
actuales de ciudadanía no se adecuan del todo a la delimi-
tación geográfica de los Estados-nación, especialmente si se 
piensa en el sustento que actualmente le brindan los derechos 
humanos promovidos en el contexto de la globalización. Es 
decir, que la reconceptualización que propone debe considerar 
las formas en las que actualmente se practica la ciudadanía, 
que incluye diversas escalas de identidad y ámbitos de partici-
pación interconectadas por diversas problemáticas, muchas de 
las cuales son compartidas por la habilidad de los ciudadanos 
para construir redes sociales en Internet, dando lugar a una 
acción ciudadana desde abajo. 

En segundo lugar, señala que este nuevo tipo de ciudada-
nía no ha escapado del impacto que en su redefinición tiene 
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el Estado mediante el impulso a cierto tipo de asociacionismo 
en detrimento de otras formas de organización social, esta-
bleciendo límites a su participación política. La reflexión de 
la autora puede observarse en países como los latinoamerica-
nos, en la exclusión que en los procesos de “gobernanza” han 
sufrido las movilizaciones sociales, el cooperativismo, las or-
ganizaciones sindicales, campesinas, estudiantiles, barriales, 
etcétera, formas de organización social más articuladas a la 
condición de clase que han visto retroceder su presencia en es-
pacios públicos frente a las osc con las que los gobiernos han 
privilegiado su relación, como sucedió en el caso de México 
al promulgarse en el año 2004 la Ley Federal de Fomento a 
las Actividades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad 
Civil, por la que se da lugar a la creación del Registro Federal 
de las Organizaciones de la Sociedad Civil, institución en el 
que las osc obtienen la Clave Única de Inscripción para poder 
ser tanto beneficiarias de programas sociales como para tener 
derecho a participar en políticas públicas.  

Para Phillips (2012), la idea de la transformación del Estado 
jerárquico por otro colaborativo, participativo y a través de redes, 
operando no sólo para el contexto nacional, sino también para 
el contexto global, ha traído aparejado un entusiasmo muy ex-
tendido; sin embargo, los estudios realizados sobre la manera en 
la que realmente se han desempeñado los actores del mercado 
como proveedores de servicios sociales a partir de la influencia 
de la ngp adoptada en los años ochenta y noventa en Europa, 
han mostrado que se ha avanzado poco en el establecimiento 
de relaciones de colaboración con el Estado, así como en la 
transformación de las relaciones jerárquicas de este último, que 
continúan considerándose muy arraigadas.
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La autora también señala el control o regulación sobre la 
actividad de los actores sociales en las acciones de gobernanza 
a través del establecimiento de límites a la participación de 
naturaleza política, así como de cabildeo, dando lugar a una 
diferenciación entre los actores que son parte del cogobierno.

Además, Phillips (2012) destaca que la transparencia y 
la rendición de cuentas (accountability) ha impactado tam-
bién en las osc, orientándolas hacia su adopción junto con la 
evaluación de sus actividades, lo que se ha convertido en una 
carga administrativa para estas organizaciones, especialmente 
para las pequeñas, a menudo sin mucho impacto en la calidad 
de los servicios que ofrecen. 

Por otro lado, considera que en el plano internacional 
las medidas de seguridad impuestas después de los ataques 
terroristas del 11 de septiembre de 2011, ha llevado a las osc 
a reducir su interés por establecer relaciones con este tipo de 
asociaciones en el plano internacional.

Por último, la autora analiza que la escasez de recursos, 
la falta de resultados de programas públicos de tiempo atrás, 
junto con los cambios de contextos particulares, ha dado lugar 
a la aparición de nuevos problemas que requieren de la inno-
vación para diversas subáreas de la política social, creando pre-
sión sobre las osc que deben mostrar eficiencia y ser actores 
de la gobernanza con capacidad para la innovación.

La reflexión teórica regional y la centralidad del Estado 

En los países latinoamericanos, desde la década de los años 
noventa, los postulados de la gobernanza también fueron im-
pulsados por organismos multilaterales buscando un uso efec-
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tivo de los apoyos internacionales de organismos como el bm, 
el Banco Interamericano de Desarrollo (bid) y el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud). A partir de este 
impulso, en la región también se ha dado lugar al análisis y la 
reflexión teórica del tema; Canto (2012) encuentra que en el 
desarrollo de la literatura sobre gobernanza, se pueden observan 
dos variantes: la gobernanza liberal y la gobernanza democrá-
tica. La primera ha retomado componentes teóricos de cuño 
liberal, pues se enfatizan las libertades, derechos y garantías 
individuales, se promueve la idea del Estado con funciones 
limitadas dado que se cuestiona el excesivo intervencionismo 
estatal en la vida y actividades de las personas, subyaciendo la 
idea de que a menor poder gubernamental mayor fortaleci-
miento del poder social. Así, se tendría que tender hacia una 
nueva forma del gobierno consistente en coordinar a los po-
deres sociales, o sea, en coproducir la acción de gobierno. 
Desde esta perspectiva liberal de la gobernanza, también se 
hacen cuestionamientos a la eficacia y eficiencia del Estado, 
por lo que ha estado acompañada de la incorporación de la 
cultura corporativa empresarial del enfoque de la ngp, que 
enarbola la descentralización de los poderes gubernamentales, 
la asignación de facultades de servicios públicos a la empresa 
privada, la promoción de la calidad, la planeación estratégica, 
la evaluación de desempeño, la conceptualización del ciudada-
no cliente.

En la segunda corriente, la de la gobernanza democrática, 
expone Canto (2012), se pone el énfasis en el reforzamiento de 
la democracia antes que en los valores de la ngp, pensando en 
el fortalecimiento de la democracia participativa directa que 
trascienda el marco de la democracia representativa, desde la 
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idea de que el Estado debe recoger la voluntad de los ciudada-
nos a través del ejercicio de participación ciudadana. A partir 
de esta corriente de la gobernanza, se ha impulsado la partici-
pación en políticas públicas como elemento central para hacer 
de estas decisiones cursos de acción “genuinamente públicos” 
y no sólo gubernamentales. En la operación de este tipo de 
gobernanza cobra importancia el ámbito local y la proximidad, 
así como la conformación de redes de política, a través de 
las cuales se trata de regular el conflicto social en medio de las 
desigualdades de recursos de los actores que las conforman. En 
esta perspectiva se observa también la idea de difuminar las 
fronteras entre el Estado y la sociedad.      

Por su parte, Arellano, Sánchez y Retana (2014) conside-
ran que el concepto de gobernanza se ha utilizado como un 
paraguas que ha albergado una gama diversa de acepciones 
que van desde plantear un “gobierno sin gobierno”, hasta un 
tipo de gobierno cuya función principal sería la de crear redes 
de organizaciones para el ejercicio del mismo. Estos autores 
observan que la amplitud del concepto ha dado para asociarla 
con cualidades como buen gobierno, desarrollo económico, 
transparencia, participación ciudadana y democracia. Sin em-
bargo, plantean que las diversas acepciones se pueden clasifi-
car en dos grandes bloques, el que da cuenta de la gobernanza 
“a secas” y el que se refiere a la “gobernanza democrática” o 
“buena gobernanza”.

Los autores citados consideran que la gobernanza “a se-
cas”, es el uso que se da al término cuando se entiende como 
un mecanismo general que sirve para estructurar un proceso 
de toma de decisiones cualquiera, cuya característica principal 
radica en haberse tomado de manera colegiada y consensuada. 
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En esta acepción, el fondo de su uso se enfoca hacia el análisis 
de la distribución del poder en un colectivo.

La gobernanza democrática o pluricentrista, plantean es-
tos autores, está relacionada con un tipo de acción del gobier-
no en el que interactúa con la sociedad civil y el mercado para 
decidir, coordinar y realizar acciones de dirección y gobierno 
en la sociedad. Bajo esta idea, se asume que la gobernanza 
democrática es más eficiente en la medida en que participan 
varios actores supliendo la falta de recursos del gobierno, así 
como más efectiva en términos de legitimidad, pues se ha 
incorporado a sectores sociales directamente involucrados 
en los problemas sobre los que se toman decisiones. En esta 
concepción se resalta que las decisiones horizontales y parti-
cipativas generarán un buen resultado; sus principios básicos 
son mayor participación, mayor descentralización y mayor 
inclusión, consideran los autores citados.

Frente a la postura de reivindicación de la gobernanza de-
mocrática, Canto (2012), Arellano, Sánchez y Retana (2014) 
hacen ver la dificultad de llegar a acuerdos satisfactorios para 
todos los actores articulados en redes de gobernanza en medio 
de grandes diferencias en términos de recursos de organi-
zación y de su pluralidad, situación que se puede observar 
también como diferencias en razón de su fuerza política, de 
experiencia o capital simbólico y social que dará lugar a que 
terminen imponiéndose los actores colectivos más fuertes, 
quienes determinarán, en la práctica, los intereses que se im-
pondrán a un conjunto de actores diversos. 

Canto (2012) resalta la ausencia de una intención redis-
tributiva en las acciones de la redes de gobernanza, las que 
se crean para la solución de problemas acotados, quedando 
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prácticamente ausente la opción por políticas redistributivas, 
pues aunque se incluyan problemas de desigualdad económica, 
se asume que las redes podrán manejar el conflicto social 
sin la acción del Estado, que es al que corresponde llevar a cabo 
la redistribución de la riqueza de un país a partir de acuerdos 
nacionales de fondo, cuyo sustento es una idea cercana a la 
existencia de las clases sociales. El señalamiento de Canto es 
de resaltarse, pues esta situación no se considera en la ope-
ración de las redes, las cuales refieren únicamente diferencias 
conceptualizadas desde la idea liberal del pluralismo, o sea, de 
la existencia de una variedad de intereses de grupos sociales 
y de su influencia en procesos políticos, pero no de la existencia 
de clases sociales frente a las cuales el Estado ha asumido el 
papel de árbitro, función observada durante la etapa del Estado 
benefactor que logró de mejor manera algún grado de justicia 
social.

Al respecto, Arellano, Sánchez y Retana (2014) asumen 
que es difícil, si no imposible, lograr construir un mecanismo 
racional instrumental de agregación de preferencias. La apre-
ciación de estos autores no considera que esta imposibilidad 
en realidad radica en que las redes son mecanismos que, me-
diante la participación ciudadana, diluyen el conflicto social 
derivado de la injusta distribución de la riqueza, eximiendo de 
la función de redistribución al Estado, pues se le considera 
como coordinador de redes, como un actor más en el proceso 
de gobernar que no tendría que imponer a ningún actor social 
o privado ninguna regla; función del Estado necesaria frente a 
la existencia de poseedores y desposeídos y único mecanismo 
racional instrumental, no de agregación de preferencias, sino 
de búsqueda de algún grado de justicia social. 
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Frente a estos problemas, Canto (2012) plantea recuperar 
el ejercicio de los derechos de ciudadanía civil y política a 
partir de la condición de clase en partidos políticos de este 
tipo, el cual sólo es posible mediante luchas sociales de las 
más variadas formas organizativas que articulan colectivos, 
ong, comunidades, organizaciones obreras y campesinas, de 
profesionistas y pequeños productores, cooperativistas u organi-
zaciones de desempleados, que bajo la lógica de la movilización 
social amplían el ejercicio de la participación ciudadana entre 
los sectores sociales excluidos.

El contexto y la gobernanza

La extendida adopción de los postulados de la gobernanza en 
diferentes latitudes del mundo, conduce a reconocer la impor-
tancia del contexto tanto para el análisis de los diferentes 
procesos gobernanza como para el diseño de los modelos más 
efectivos a partir de las condiciones particulares de los contex-
tos. En la literatura anglosajona, el interés por el contexto y la 
economía política en la gobernanza ha sido ya estudiada desde 
los años cincuenta por Elinor Ostrom a partir de la perspectiva 
de la tragedia de los comunes, esto es, de la sobreexplotación de 
recursos naturales o de la contaminación del medio y del papel 
de las instituciones para, a partir de formas de autoorganiza-
ción enraizadas en los contextos locales, hacer un uso adecua-
do de estos recursos.

En el trabajo de esta autora se muestra la importancia de 
la acción colectiva que no es ni privada ni estatal, dando cuenta 
de las diversas formas de propiedad que pueden existir para la 
gestión de recursos considerados como bienes comunes. Des-
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de su perspectiva, son importantes tanto los contextos con sus 
instituciones particulares expresadas a través del papel de las 
creencias, la historia, las relaciones políticas existentes entre 
las instituciones y su capacidad para reconocer y adaptarse a 
condiciones cambiantes, es decir, la robustez de estas institu-
ciones, como la recuperación del capital social existente entre 
los individuos, pues constituyen los elementos relevantes para 
llegar a controlar el acceso y uso de recursos valorados. Su 
trabajo muestra, por medio de estudios de caso, que los indi-
viduos son capaces de autoorganizarse, dando lugar a formas 
plurales e híbridas de gobernanza. Sus planteamientos se han 
dirigido a mostrar la complejidad de la gobernanza en cuya 
construcción el papel del gobierno consiste en coadyuvar en 
la resolución de conflictos de interés (Caballero, Ballesteros y 
Fernández-González, 2015).

Ostrom (2013) desarrolla el concepto de gobernanza poli-
céntrica para llamar la atención sobre procesos de gobernanza 
en los que se observan muchos centros de decisiones públicos, 
sociales y privados, entre los que se puede llegar a tener una 
relación de cooperación si existen los mecanismos centrales 
(estatales) de resolución de conflictos y, si es posible, la con-
vergencia de las distintas jurisdicciones político-administra-
tivas de gobierno, planteando que la multiplicidad de actores 
no necesariamente redunda en el caos, sino que da lugar a 
procesos de gobernanza complejos. La propuesta de esta au-
tora concibe el estudio de la gobernanza a partir del análisis 
de los entornos institucionales, que incluyen las interacciones 
humanas en los mercados, empresas privadas, familias, orga-
nizaciones comunitarias, parlamentos y oficinas de gobierno 
(Ostrom, 2013).
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En América Latina, la importancia de las características 
históricas de los contextos y su impacto en las condiciones 
institucionales sigue siendo importante. En estos países los 
principios de la gobernanza también fueron impulsados desde 
los organismos multilaterales: el bm, el bid y el pnud, con el 
objetivo de que la ayuda internacional otorgada a los países pe-
riféricos fuera utilizada de manera efectiva (Zubriggen, 2011).

En la experiencia de esta región se ha encontrado que la 
falta de instituciones adecuadas como la ausencia de marcos 
normativos específicos o deficientes, la falta de eficiencia de 
sistemas legales y de planificación, los débiles sistemas regula-
torios, el limitado acceso a la información o insuficiencias en 
la evaluación, supervisión y rendición de cuentas del gobierno 
(Zubriggen, 2011), aunado a un contexto político —resultado 
de la historia de regímenes políticos construidos sobre la base de 
una cultura política autoritaria—, plantean la pervivencia de un 
modo de gobierno3 o la deformación de la forma de gobierno, en 
el que la relación del Estado con la ciudadanía se sigue degra-
dando a pesar de los llamados procesos de tránsito a la demo-
cracia de los años ochenta y noventa, hacia formas de control 
de la sociedad civil mediante el establecimiento de relaciones 
clientelares y corporativas. 

Esta situación ha llevado a considerar que la gobernanza 
se ha instalado sobre la base de instituciones “modernas” y 
“tradicionales”, o en sistemas políticos definidos por Lynn 
Karl como “regímenes híbridos”, es decir, en donde se observa 

3Se entiende por modo de gobierno a la deformación que sufre en la práctica 
la organización del poder constitucional de un Estado en términos de la relación 
que tienen entre sí los distintos poderes, de tal forma que a través de reglas no 
escritas se termina imponiendo uno de ellos.
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la coexistencia de instituciones democráticas que dan lugar a la 
realización de elecciones y a una búsqueda de equilibrio de 
poderes, junto con la institucionalización no formal de accio-
nes como el clientelismo, la cooptación, la corrupción y la falta 
de Estado de derecho en diversas áreas públicas, a partir de las 
cuales se determina de manera significativa la distribución de 
recursos públicos (Von Haldenwang, 2005). 

Los análisis de estos autores llevan a considerar que los 
postulados de la gobernanza no pueden ser analizados a ca-
balidad en contextos como los latinoamericanos, sino que se 
estudian desde la óptica de los cambios en la correlación de 
fuerzas que han implicado los cambios institucionales necesa-
rios para su adopción, lo que equivale a plantear la adopción 
de medidas de gobernanza como un proceso político que ne-
cesariamente modifica relaciones de poder entre los diferen-
tes actores, entre los que tienen lugar las llamadas redes de 
gobernanza, es decir, el Estado, la sociedad civil y el mercado.

Se tendría que agregar que en la recuperación de los plan-
teamientos de la gobernanza es necesario tener presente los 
límites de las redes de gobernanza a partir de la persistencia 
o existencia estructural de desigualdades de clase, que si bien 
no se manifiestan a través de una abierta confrontación de 
clases, sí se observan en la aguda desigualdad social que indu-
dablemente impacta en la fuerza política que puedan tener los 
actores sociales, distorsionando la lógica de diálogo racional, 
colaboración y coproducción de las acciones de gobierno plan-
teada por la teoría de redes de gobernanza. 

La tendencia del Estado al control político de las manifes-
taciones de la sociedad civil es persistente, estudios empíricos 
como el realizado por Guarneros (2008) en dos ciudades mexica-
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nas identifican una tendencia a la centralización política y al 
control de las redes, evidenciando la existencia de estructuras 
de dominación que creaban como respuesta entre sus actores, 
acciones de conflicto y resistencia. Bajo estas circunstancias, 
el análisis y práctica de la gobernanza está llamada a reconocer 
las particularidades de contextos buscando indagar sobre la 
microdinámica del poder y de la resistencia a los procesos de 
gobierno (Davies, 2011). 

Aunado a lo anterior, los procesos de gobernanza impul-
sados en este tipo de países no pueden hacer abstracción de 
formas de organización de las comunidades de los pueblos 
originarios, muchas de las cuales se han trasladado hacia las 
grandes ciudades en las zonas más marginadas a causa de los 
procesos de urbanización acelerada que ha traído consigo la 
apertura comercial y la globalización, las cuales no pueden 
quedar excluidas de los procesos de gobernanza. 

Es también importante reconocer que en la región lati-
noamericana existen territorios con deficiencia o ausencia de 
gobierno o de aquellos elementos necesarios para ejercer la 
dirección de lo público, por la presencia de poderes fácticos 
como fuerzas paramilitares, crimen organizado o guerrillas, 
que representan importantes problemas, como se ha dicho, 
para la misma acción de gobierno.

Además, en esta región faltan instituciones para crear 
modelos de gobernanza que hagan posible que los sectores 
excluidos puedan ser parte de las redes de gobernanza. Es ne-
cesario reconocer formalmente la inclusión de estos sectores 
sociales, llevando a cabo procesos de descentralización hacia 
estos espacios y creando instituciones horizontales que garan-
ticen su uso no clientelar o el control que puedan ejercer los 
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grupos más poderosos, evitando el desarrollo de “brechas de 
gobernanza” (Martínez, 2013), es decir, la captura de ciertos gru-
pos de interés de los mecanismos e instituciones donde se to-
men decisiones públicas, así como buscar desterrar las lógicas 
de “acuerdos” que en realidad son negociaciones particulares 
o privadas. Esto significa reconocer la importancia del factor 
político y no solamente del técnico en los procesos de gober-
nanza, que pasan indiscutiblemente por el fortalecimiento de 
la presencia en las instituciones de decisión de sectores socia-
les excluidos. En suma, sigue estando pendiente la creación de 
nuevas relaciones y capacidades institucionales o de apertura, 
y creación de canales para que actores de sectores sociales 
excluidos puedan desplegar procesos y objetivos de defensa de 
sus derechos en condiciones de coproducción de lo público. 
Bajo estas circunstancias, el Estado tendría que aparecer como 
el actor que garantice estas condiciones.

Además, es fundamental señalar la frágil institucionalidad 
de los Estados de la región que garanticen de manera efectiva la 
coproducción de la acción pública o la gobernanza, la historia de 
la región ha mostrado que la movilización social no ha dejado 
de tener importancia incorporando a la agenda problemas socia-
les, defendiendo derechos, vigilando o llamando a cuentas a los 
gobernantes, de aquí que este tipo de expresión de ciudadanía 
pueda contar con mecanismos institucionales que permitan su 
incidencia en procesos de gobernanza para evitar el riesgo que 
pueda significar la existencia de densas redes informales de or-
ganización alternativa, no siempre con el objetivo de orientarse 
hacia el desarrollo de acciones de carácter público. 

Por otro lado, en los países de América Latina se ha en-
contrado que la gobernanza se enfrenta a la fragmentación 
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de las decisiones de política en diversas áreas que resuelven 
parcialmente los problemas, por lo que es necesario buscar 
en su lugar soluciones que respondan a estrategias integrales 
de desarrollo de las regiones (Martínez, 2013). Aunado a lo 
anterior, se debe resaltar también la volatilidad de las políticas 
públicas, en razón de alternancias partidistas con importantes 
diferencias ideológicas, lo que impide establecer procesos de 
desarrollo de políticas públicas a través del incrementalismo, 
haciendo difícil el desarrollo y estabilidad de las redes de 
gobernanza. 

Las consideraciones anteriores plantean que la gobernanza 
en estas regiones requiere de herramientas de análisis que no 
dejen de mostrar todas estas particularidades económicas, 
sociales, políticas y culturales, para que los postulados de la 
gobernanza puedan llegar a convertirse en herramientas de go-
bierno o en una nueva forma de gobierno real, a partir de su ma-
terialización en sistemas de gobernanza propios como resultado 
de su desarrollo situado. 

Conclusiones

Es innegable que la teoría de la gobernanza logró convertir en 
objeto de estudio a la articulación de actores de diversa natu-
raleza, gubernamental, social y privada para enfrentar los 
problemas públicos, bajo el objetivo de asumir de la mejor 
manera, es decir, de manera eficiente y democrática su solu-
ción. Debe reconocerse que, en la literatura anglosajona, las 
diferencias sustantivas de los diversos actores de las redes de 
política han sido reconocidas y analizadas, recuperándose la 
centralidad del Estado para conducir los procesos de cogobierno. 
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Además, se ha señalado la importancia del contexto y de la 
interpretación que en ellos puedan tener estas prácticas para 
dar lugar a una gobernanza efectiva.

Es también posible reconocer elementos analíticos de ca-
rácter normativo en los planteamientos de la metagobernanza, 
que apuntan a señalar la relevancia del contexto en la de-
terminación de los valores, normas y principios que deben 
regir la gobernanza, sin embargo, la coproducción de la acción 
pública —postulado central de esta teoría y práctica de gobier-
no— puede ser una mera simulación en países como los lati-
noamericanos y en México en concreto, si se adopta haciendo 
abstracción de la historia y de las particulares de los contextos. 
De aquí la importancia de herramientas teóricas como las que 
provienen de la economía política, para no hacer abstracción 
de la trascendencia de la condición de clase en la conforma-
ción de actores sociales y de su impacto en las decisiones 
públicas, especialmente en sociedades con altas desigualdades 
sociales y con historias políticas antidemocráticas. 

La gobernanza tiene en su centro la práctica de una ciudada-
nía más ligada a las obligaciones que conduce al establecimiento 
de relaciones de corresponsabilidad, destacando la transparen-
cia y la rendición de cuentas (accountability). Esta práctica de 
ciudadanía se ha centrado en algunas de las expresiones de or-
ganización de la sociedad civil, lo que ha provocado en algunos 
autores plantear la existencia de una “nueva ciudadanía” en las 
osc como actores de los espacios públicos; no obstante, esta 
apreciación ha excluido otros tipos de organización social como 
las movilizaciones sociales, el cooperativismo, las organizaciones 
sindicales, campesinas, estudiantiles, barriales, etcétera, extendi-
damente presentes en regiones como la latinoamericana. 
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A pesar de este “auge” de la ciudadanía impulsado en 
parte por la adopción de las ideas de la gobernanza, los estu-
dios sobre el ejercicio de la coproducción de la gestión pública 
muestran que la corresponsabilidad de las osc no ha traído 
aparejado de manera automática la calidad de los servicios 
que ofrecen. Además, se ha observado especialmente entre las 
pequeñas osc que las prácticas de transparencia y la rendición 
de cuentas han significado tensiones a su interior en la bús-
queda de ser eficientes y actores de la gobernanza con capaci-
dad para innovar. En países poco desarrollados, la fractura de 
las osc, el escaso universo de este tipo de organizaciones y su 
fragilidad es una constante, por eso, es necesario considerar 
la importancia de las particulares de estos contextos, es decir, 
no dejar de recuperar la historia de este continente, así como 
de las historias particulares de cada Estado-nación para situar 
la gobernanza, con el propósito de desarrollar procesos de 
gobierno que efectivamente tiendan hacia la coproducción 
de la acción pública. De no ser así, pareciera que la exis-
tencia de los modos de gobierno en la región estarían dando 
lugar a modos de gobernanza, pues se han instalado sobre 
instituciones “tradicionales” o en “regímenes híbridos” donde 
se observa la coexistencia de instituciones democráticas jun-
to con relaciones clientelares, prácticas de cooptación de la 
oposición política, corrupción, fragilidad de las instituciones y 
deficiencia del Estado de derecho.

En tanto estas instituciones tradicionales pervivan, los 
intentos de construcción de la gobernanza no pueden escapar 
de las formas de acción social de los diversos actores que no 
son las tradicionalmente consideradas como parte de las redes 
de gobernanza, como puede ser privilegiar la movilización 
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en las calles o los acuerdos secretos entre actores privados 
y del gobierno, en lugar de la coordinación de acciones o de 
cogobierno de actores guiados por una racionalidad moral que 
privilegia lo público. 

Sin embargo, analizar la importancia de formas particula-
res de ejercicio de la ciudadanía debe también formar parte de 
la construcción de instituciones efectivas y auténticas de go-
bernanza. Así pues, es necesario reconocer en la movilización 
social o en la “política de la calle” formas de ejercicio de la 
participación ciudadana, a la que se ven orillados los sectores 
sociales excluidos y políticamente más débiles, de aquí que el 
análisis de la interacción de lo económico y lo político para 
desprender sus implicaciones en la adopción de formas de 
gobernanza sea fundamental. En estas circunstancias, como 
ya se ha dicho, el rol del Estado es central para dirigir de ma-
nera activa los procesos de gobernanza. 

Finalmente, debe comentarse que desde el punto de vista 
del corpus teórico al que ha dado lugar la gobernanza, la pre-
gunta central de este conjunto de teorías ha sido la de respon-
der qué hace el sector público y cómo lo hace, esto es, cómo 
funciona el proceso de gobernanza, quiénes son parte de él y 
cuáles son sus impactos en la sociedad; además, ha identifi-
cado problemas concretos, pero sin intentar dar explicaciones 
definitivas, aunque al integrar preguntas prácticas para la 
resolución de problemas concretos ha asumido cuestiones 
normativas, buscando la efectividad del gobierno, así como 
elevar la calidad de vida de los ciudadanos (Peters, 2012). En 
este tenor de ideas, es relevante no perder de vista que se trata 
de una teoría de alcance medio, en la medida en que ha sido 
adoptada por diversos objetos (la empresa privada, las rela-
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ciones internacionales, la cogestión pública), también porque 
no se trata de un conjunto de planteamientos altamente abs-
tractos y, finalmente, porque responde a contextos concretos 
en los cuales está llamada a dar resultados, de aquí que sea 
justificado situar el uso de sus postulados.    
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Introducción

El presente trabajo intenta esclarecer y explicitar la relación 
entre dos conceptos básicos útiles para la reflexión en torno al 
proceso de gobernar democrático en las sociedades contempo-
ráneas, el concepto de gobernanza y el de política pública. Se 
alude a las diversas especificidades que dan lugar a la idea de 
gobernanza y sus razonamientos más característicos, así como 
a las contribuciones del concepto a la ciencia política. Se habla 
también sobre las vertientes de la gobernanza, a saber: la libe-
ral y la democrática, además de sus especificidades. Finalmente, 
se aborda también a la gobernanza y su relación con la crisis 
del Estado de bienestar que detona la necesidad de gobernar 
con políticas públicas. 
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Una aproximación al concepto de gobernanza

Para algunos autores que privilegian en su análisis el enfoque 
normativo, la gobernanza suele definirse como: 

un nuevo modelo de relaciones entre el gobierno y la sociedad 
que tiene ciertos atributos que lo hacen deseable, como la mayor 
transparencia en los procesos de política pública, la capacidad de 
adaptarse y satisfacer las necesidades de los gobernados y la 
efectividad de prestación de servicios públicos. La innovación de 
las diferentes escuelas de la gobernanza radica en argumentar 
que estas cualidades sólo se pueden alcanzar en la medida en que 
el sector gubernamental, el social y el mercantil compartan recur-
sos, produciendo convergencia entre instituciones y actores. Esto 
modifica la manera usual de pensar la acción de gobierno, con-
ceptualizándola como una de coordinación flexible y de liderazgo 
hacia adentro y hacia fuera de las burocracias estatales (Porras, 
2012: 9).

Para otros autores, la gobernanza se refiere a un replantea-
miento de las relaciones entre el Estado y la sociedad (Kooi-
man, 2003; Aguilar, 2006); en realidad hay poco acuerdo res-
pecto a lo que significa la gobernanza, sin embargo, Méndez 
(2012: 22) habla de algunos elementos comunes, entre ellos 
señala:

el desdibujamiento de las fronteras entre lo público y lo privado, 
la alianza entre agentes no gubernamentales y gubernamentales, la 
participación directa de la ciudadanía a través de redes en la solu-
ción de problemas públicos, así como la erosión de las bases 
tradicionales del poder político, lo que ha fragmentado a los 
centros de poder y ha generado multiplicidad de sitios y agentes 
de gobernación.
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Algunos otros autores, entre ellos Hirst, indican que 
aunque gran parte del concepto de gobernanza hace alusión a 
una situación en la que se vislumbra una amenaza real a las 
formas convencionales de los gobiernos democráticos, para 
otros como Pierre (2000), “más que ser la prueba irrefutable 
del declive del Estado democrático, refleja más bien por el 
contrario la habilidad del propio Estado para adaptarse a las 
nuevas realidades y a los cambios que ocurren en el ámbito 
social”.

De cualquier modo, lo que queda claro es que como señala 
Méndez (2012: 44):

La gobernanza sugiere que las instituciones políticas no ejercen 
más el monopolio del proceso de gobernar, que los gobiernos 
operan en alianza con agentes no gubernamentales, que la socie-
dad opera cada vez más a través de redes que participan directa-
mente en la solución de problemas públicos, y que estos proble-
mas son crecientemente vistos como problemas societales.          

La idea que permea en la literatura respecto al modelo 
de gobernanza es que éste considera la creciente complejidad 
sociopolítica de la sociedad actual. En ese sentido, Kooiman 
(2003: 55) señala acertadamente que “las fallas del gobierno se 
explican fundamentalmente por la diversidad de los actores que 
ahora son importantes para las políticas, el incremento de las 
interacciones y la velocidad del cambio social”. Para adaptarse a 
estas condiciones, los gobiernos han ideado una gran diversidad 
de tipos y niveles de acción que han complicado aún más los 
ambientes sociopolíticos. Debido a esta circunstancia, para 
los gobiernos es cada vez más difícil obtener información so-
bre los recursos que son indispensables para lograr intervenir 
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de manera efectiva en todos los sectores de política que deben 
atender (Mayntz, 1993).  

Ante este escenario, los gobiernos han optado por dos 
estrategias: “la primera retirarse, es decir, reducir las expec-
tativas de lo que realmente pueden lograr, y la otra, optar por 
transformarse, introduciendo nuevos instrumentos de política 
pública” (Porras, 2012: 12). La consecuencia generada por esta 
estrategia, o sea, el retiro del Estado, ha hecho posible que el 
mercado o la sociedad civil asuman el liderazgo en algunos 
sectores de política pública en los que el gobierno se encuentra 
en desventaja, generando una necesaria redefinición del alcance 
de las acciones del gobierno. Otros opinan que: 

el Estado, ante este nuevo y más complejo escenario, ha respon-
dido de manera más imaginativa, modificando los paradigmas de 
la acción estatal, pero buscando mantener su posición de liderazgo. 
En lugar de retirarse, ha optado por abrir los canales de toma de 
decisiones para posibilitar que tanto el mercado como la so-
ciedad organizada participen mucho más activamente en los 
procesos de política pública, como consecuencia, las funciones 
tradicionales de los actores gubernamentales y no gubernamentales 
se han redefinido en ciertos ámbitos (Porras, 2012: 13).

Según Porras (2012), son tres las contribuciones que ha 
hecho la gobernanza a la ciencia política, la primera de ellas 
es la que sostiene Kooiman (2000: 86), quien plantea la idea de 
que “todas las sociedades, en la medida en que son capaces 
de mantenerse y adaptarse, generan procesos de gobernanza”; 
éste, dice el autor, “es el resultado de los miles de intercambios 
entre instituciones y actores públicos y privados, los cuales 
sostienen el funcionamiento de los sistemas sociopolíticos con 
sus recursos. El gobierno es sólo un actor entre muchos que 
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apenas consigue timonear a algunos sectores sociales que, en 
realidad, operan con autonomía”.

La otra contribución, de la gobernanza a la ciencia política, 
sostiene Porras (2012), es la aportación de Rhodes (1996), quien 
señala con agudeza que ante la falta de legitimidad y de recursos 
de los gobiernos, éstos tienden a incorporar a actores no guber-
namentales a sus procesos de política pública; el autor indica 
que esta incorporación, propia de la gobernanza, se manifiesta 
en forma de redes. Una red, siguiendo a Börzel (2009: 17), “es 
un conjunto relativamente estable de relaciones de naturaleza 
no jerárquica e independiente que vincula diversos actores en 
torno a un determinado servicio o problema público”. 

Según Rhodes (1996: 77), las redes tienen dos caracterís-
ticas importantes, 

la primera es que son interorganizacionales, debido a que son el 
resultado de la convergencia de actores, instituciones, recursos y/o 
racionalidades de por lo menos dos sectores (el gubernamental y 
el privado o el de la sociedad civil y el gubernamental), la segun-
da característica es que disfrutan de cierto grado de autonomía, 
debido a que en la práctica compiten con otras redes por la asig-
nación de recursos.

La tercera contribución de la gobernanza a la ciencia polí-
tica es la aportada por Kickert, Klijn y Koppenjan (1997: 18), 
ésta plantea que “las redes interorganizacionales vinculadas al 
diseño, implementación o evaluación de la política pública son 
una realidad importante en las sociedades contemporáneas y 
que los gobiernos tienen a su disposición diversos instrumen-
tos, directos e indirectos para gestionarlas”. La autonomía de 
la que gozan las redes puede matizarse “para introducir en la 
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red una dirección que fomente la convergencia de intereses 
entre los actores gubernamentales y no gubernamentales, a 
esto se le llama nuevos instrumentos de políticas públicas” 
(Porras, 2012: 15).

Vertientes de la gobernanza

Dada la gran aceptación que el término gobernanza ha tenido 
en las diversas corrientes de pensamiento en prácticamente 
todo el mundo, es que se ha perdido la claridad en cuanto a 
sus significados, por ejemplo, en ocasiones se da por hecho 
que la gobernanza al propugnar por la inclusión de un mayor 
número de actores en la vida pública, generará como conse-
cuencia —casi mecánica— la promoción de prácticas más 
democráticas, pero esto no es necesariamente cierto, pues 
cotidianamente se equipara a la gobernanza con la democracia 
participativa; sin embargo, esta analogía no por fuerza es real, 
puede existir, por ejemplo, una red de actores (práctica de go-
bernanza) quienes se encarguen de otorgar un servicio público 
privatizado y por lo tanto separado del debate público (práctica 
democrática), y esto no significa que la práctica de gobernanza 
equivalga a un mejor o más pleno ejercicio de democracia, por 
el contrario, dado que la discusión quedaría fuera del debate 
público. 

Otra idea poco clara es la que confunde la participación 
de la sociedad en todo el proceso de la política pública con la 
gobernanza, una cosa es que los actores sociales participen y 
que esta participación en algunos temas sea decisiva, y otra 
muy distinta es que los actores sociales gobiernen, dado que 
la acción de gobernar está circunscrita y es función exclusiva 
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de los gobiernos electos por voto popular y sujetos a la Cons-
titución y a las leyes. Una idea central de la gobernanza es 
que “no sólo el gobierno es quien gobierna, sino también los 
actores de la sociedad o del mercado gobiernan, esta es una 
afirmación que genera muchas dudas”. Para tratar de llegar 
a un razonamiento que nos permita precisar en la crítica 
al concepto de gobernanza utilizado por la teoría política, 
se usará la propuesta de Canto (2012: 340) en torno a dis-
tinguir a las dos vertientes de la gobernanza: la liberal y la 
democrática. 

Gobernanza liberal

Como es bien sabido, el concepto de gobernanza tiene un ori-
gen anglosajón y se puede equiparar a lo que en México se 
conoce como gobernanza liberal. La teoría liberal tiene como 
ideas centrales: la defensa de las libertades, los derechos y las 
garantías individuales, y se opone a la excesiva intervención 
del Estado en la actividad económica. El principio que guía a 
la idea de gobernanza es que “a mayor desarrollo o autonomía 
de la sociedad económica, civil y cívica, menor posibilidad del 
gobierno para gobernar a su sociedad por sí solo y, en conse-
cuencia, mayor necesidad de incorporar poderes sociales al 
proceso directivo de la sociedad” (Canto, 2012: 341).

La idea de la nueva gobernanza se apoya en la crítica a 
la ineficiencia, ineficacia y el dispendio de recursos públicos 
acontecidos en el modelo de Estado benefactor del siglo xx. 
A las prácticas de la tradicional administración pública del 
Estado interventor latinoamericano se opone un nuevo mo-
delo de gestión, la Nueva Gestión Pública (ngp), donde se 
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habla de la necesidad de un compromiso indeclinable con la 
prestación de los servicios públicos de calidad y orientados 
al ciudadano, visto a éste como un cliente; desde la perspec-
tiva de Aguilar (2006), la ngp es percibida como “la innovadora 
base del nuevo Estado posburocrático, promotor activo de 
la nueva gobernanza”. Las características de la ngp, a decir 
de Canto (2012: 342), son: 

La descentralización de los poderes gubernamentales, transfe-
rencia de facultades a agencias internas y externas, contratos, 
promoción de la calidad, la planeación estratégica y otros paradig-
mas de la cultura corporativa empresarial, empleo de mecanismos 
de mercado o cuasi mercado, evaluación del desempeño, ren-
dición de cuentas y la idea de concebir al ciudadano como cliente, 
con derecho a exigir y recibir servicios públicos de calidad y a 
reclamar eficazmente cualquier incumplimiento.

En pocas palabras, la gobernanza de cuño liberal “se limita 
a la transferencia estructural de facultades a diversos tipos de 
agentes, tanto dentro del propio gobierno como de la sociedad 
civil, incluidos los organismos no gubernamentales y las em-
presas privadas” (Canto, 2012: 344). 

Gobernanza democrática  

El modelo de gobernanza democrática, por su parte, centra su 
preocupación en la búsqueda del fortalecimiento de la demo-
cracia, yendo más allá de la prestación de servicios públicos de 
calidad proporcionados al ciudadano cliente, objetivo que con-
sidera necesario pero no suficiente.

Otra insuficiencia que critica el modelo de gobernanza 
democrática es el alcance de la democracia electoral como 
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mecanismo eficiente de atención y agregación y respuesta a las 
crecientes demandas de la ciudadanía y en general a los pro-
blemas de carácter social, la propuesta del modelo es avanzar 
hacia formas de democracia participativa.

La gobernanza democrática aspira a ampliar los límites 
del marco normativo del Estado con el fin de llevar a cabo las 
aspiraciones democráticas de los pueblos y las comunidades, 
no sólo de los ciudadanos clientes, y avanzar hacia formas de 
democracia que supere el estrecho marco electoral. La gober-
nanza democrática desea alcanzar los verdaderos intereses 
colectivos y rechaza la práctica de la búsqueda de los intere-
ses particulares, propia del modelo liberal.

Otra de las críticas del modelo de gobernanza democrática 
se da “en la arena política tradicional con sus partidos políticos 
que adolecen de representatividad y que incurren generalmente 
en prácticas de corrupción; estas prácticas han generado el dis-
tanciamiento, el escepticismo y el desinterés de los ciudadanos 
en la política, incluido el proceso electoral mismo” (Canto, 
2012: 346). 

El planteamiento de la gobernanza democrática, que no 
difiere demasiado con la propuesta de la gobernanza liberal, 
se refiere, según Canto (2012: 346), a: 

difuminar las fronteras entre el Estado y la sociedad para enfrentar 
los problemas públicos, sin embargo, en este modelo la agenda 
de los problemas se extiende sobre la original agenda de la gober-
nanza liberal, para atender variados asuntos, entre ellos: temas 
de género, raciales, de pobreza, desigualdad y exclusión, de des-
trucción del medio, del cambio climático, de autonomía y dere-
chos de los pueblos indígenas, de atención a los grupos vulnera-
bles, de discriminación de todo tipo, entre otros.
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La gobernanza democrática redistribuye las responsabili-
dades hacia lo colectivo entre los múltiples actores, y el poder 
político se dispersa entre una gran diversidad de sujetos. 
Bajo esta lógica, el gobernar se concibe como un proceso de 
aprendizaje, donde múltiples actores aportan sus conocimien-
tos y sus propias percepciones vivenciales de la realidad; es el 
mundo de las políticas públicas abiertas y participativas, que 
se presumen auténticamente públicas y ya no sólo guberna-
mentales (Canto, 2012: 346).

Una idea que rescata la gobernanza democrática es la de 
gobierno relacional planteada por Blanco y Gomá (2003: 39), 
que define a la política en términos de “deliberación e implica-
ción ciudadana pluralista y que además privilegia los aspectos 
de proximidad y de conformación de redes de políticas”. 

El gobierno relacional, dice Canto (2012: 346), “busca in-
tegrar a la diversidad de actores en un marco político común 
para generar dinámicas de cooperación y coordinación en un 
escenario de interacciones permanentes para consensuar defi-
niciones de los problemas, negociar prioridades, intercambiar 
recursos y cooperar para el desarrollo de estrategias comunes”.     

Según Blanco y Gomá (2003: 55), las redes participativas 
comparten tres rasgos importantes: “la inexistencia de un 
centro jerárquico capaz de fijar procesos de gobierno de ma-
nera monopólica, la interdependencia de los actores y no sólo 
pluralismo, y cierta institucionalización, en el sentido menos 
estructural del término”.

Un problema que surge cuando se habla de la posibilidad 
de gobernar por redes es el hecho de que los actores no guber-
namentales generalmente difieren bastante en recursos, capa-
cidades y poder, entonces, ¿cómo orientar a una red de actores 
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que incluso suelen tener intereses diferentes? La respuesta 
del modelo de gobernanza democrática es que ésta confía en 
sus propias capacidades para gestionar el conflicto social en el 
interior mismo de las redes. El gestor no tiene necesariamente 
que ser el gobierno, pueden serlo otros actores, o un grupo de 
ellos, e incluso puede serlo el propio gobierno si sus decisiones 
son racionales.  

 Prats (2005: 56) señala con acierto que el gobierno puede 
“incorporarse a la red y practicar entonces formas de coope-
ración con los demás actores, convirtiéndose en un gestor de 
redes, facilitando la interacción de sus actores clave con la 
encomienda fundamental de superar bloqueos”. Ese sería el 
papel que le tocaría jugar al gobierno relacional.   

La gobernanza y su relación con la crisis del Estado de bienestar 

La crisis del modelo de Estado de bienestar ocurrido a princi-
pios de los años ochenta del siglo pasado en México, implicó 
un llamado de atención respecto a la pérdida de la capacidad de 
los gobiernos democráticos para atender con efectividad las 
demandas crecientes de los ciudadanos, sobre todo cuando se 
había generado un crecimiento enorme de las expectativas.

Para Sahuí (2009: 8), la gobernanza es “la capacidad de 
las personas de influir en la toma de decisiones colectivas que 
vienen respaldadas por la amenaza de la fuerza estatal o, al 
menos, solapados por ésta”.

En condiciones de existencia de una sociedad abierta, los 
medios de comunicación masiva pueden servir como plata-
forma de interacción entre el mercado, la sociedad civil y el 
Estado para la construcción de la gobernanza.
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Según Ortiz (2009: 19), la gobernanza expresa “la inter-
dependencia que existe entre las capacidades directivas del 
gobierno, es decir, el entramado de instituciones y recursos 
y la acción directiva que éste practica, es decir, la lógica del 
proceso o el modo de gobernar”.

Un planteamiento interesante de la noción de gobernanza 
es que “el gobierno en esta nueva realidad, paulatinamente ha 
dejado de ser el protagonista central de la gobernación de las 
sociedades” (Ortiz, 2009: 20); siguiendo con esta idea, Mayntz 
(1998) señala que en la gobernanza moderna, las instituciones 
estatales y no estatales, los actores públicos y privados, partici-
pan y a menudo cooperan en la formación de políticas públicas.

Por su parte, Aguilar (2006: 85) asegura que la nueva go-
bernanza:

Alude al proceso mediante el cual los actores de la sociedad (so-
ciedad civil, económica y política) deciden sus objetivos de con-
vivencia y las formas de coordinarse para realizarlos; procesos 
que generan principios, normas, procedimientos y prácticas para 
decidir colectivamente metas comunes y para realizar coordinada-
mente los objetivos decididos. 
Esta idea supone un nuevo modo de gobernar más horizontal, 
descentralizado, dialógico, concertador, obligado a incorporar la 
deliberación de los ciudadanos sobre asuntos públicos y a incen-
tivar la puesta en común de recursos gubernamentales y no gu-
bernamentales para abordarlos mediante formas de consulta, 
negociación, asociación. Coproducción e interdependencia entre 
gobierno y empresas privadas, organizaciones sociales, centros 
de pensamiento, organismos no gubernamentales que puedan 
ser integrantes de la comunidad política o externos a ella.

Lo que queda claro es que la principal contribución del en-
foque de la gobernanza a la reflexión y a la acción política es la 
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afirmación de que el gobierno tradicional es insuficiente para 
la gobernación de la sociedad actual y por ello la necesidad de la 
asociación y coordinación del gobierno con las organizaciones 
externas (privadas, civiles o extranjeras). 

Sahuí (2009: 28) señala con acierto que el enfoque de la 
nueva gobernanza “destaca la importancia de pasar de un mo-
delo estatal jerárquico y centralizado a un modelo horizontal 
y descentralizado, y ha señalado la conveniencia de la coope-
ración y coordinación entre las instituciones estatales y los 
organismos de la sociedad civil en el proceso de las políticas 
públicas”.

Otro planteamiento interesante de este autor es que la 
nueva gobernanza ofrece un marco de análisis para repensar 
el nuevo papel que deberá jugar el Estado en las sociedades 
modernas, para controlar y transparentar su ejercicio, para 
descentralizar y horizontalizar la toma de decisiones públicas, 
para dotar de eficiencia sus procesos y sus prácticas concretas. 

Una aproximación al concepto de política pública

Las políticas públicas son para Salazar (2012: 30), “el conjun-
to de sucesivas respuestas del Estado frente a situaciones con-
sideradas socialmente como problemáticas”. Cuando se seña-
la en esta definición que se trata de un conjunto de respuestas 
del Estado, se está diciendo que casi nunca una política pública 
es una sola decisión, por lo general, involucra un conjunto de 
decisiones que se pueden dar de manera simultánea o secuen-
cial en el tiempo. Son además decisiones del gobierno, o, si se 
quiere, del régimen político. Adicionalmente, algunos conside-
ran que cuando el Estado no toma posición frente a algún 
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problema —o sea, lo omite—, esa actitud es también una 
toma de posición, es decir, al no tomar posición, en realidad 
es que está asumiendo una postura, a la espera de que, por 
ejemplo, el problema se desenvuelva solo, enfrentándolo de 
manera muy particular. 

Asimismo, Aguilar (2011: 29) aporta cinco importantes 
definiciones de política pública, a saber:

1) Son un conjunto (secuencia, sistema, ciclo, espiral) de accio-
nes intencionales y causales. Son acciones intencionales porque 
se orientan a realizar objetivos considerados de valor para la so-
ciedad o a resolver problemas cuya solución se considera de in-
terés o beneficio público, y son acciones causales porque son 
idóneas y eficaces para realizar el objetivo o resolver el problema; 
2) Son un conjunto de acciones cuya intencionalidad y causali-
dad han sido definidas por el tipo de interlocutores que tiene 
lugar entre el gobierno y sectores de la ciudadanía; 3) Son un 
conjunto de acciones a emprender que han sido decididas por las 
autoridades públicas y legítimas; 4) Son un conjunto de accio-
nes que son llevadas a cabo por actores gubernamentales o por 
éstos en asociación con actores sociales (económicos, civiles); 
5) Son un conjunto de acciones que configuran un patrón de 
comportamiento del gobierno y de la sociedad.      

Otro planteamiento interesante de Aguilar (2011: 31) es 
concebir a la política pública como “un plan específico de ac-
ción, un plan limitado, orientado hacia el logro de objetivos 
relacionados con la solución de problemas públicos específicos y 
con la mejora de situaciones de vida social, cada una de las 
cuales es diferente y posee su propia circunstancia”.  

Por su parte, Uvalle (1997: 41) señala que las políticas pú-
blicas son “un campo de conocimiento en el cual los gobiernos 
pueden revisar sus capacidades de realización, además que 
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mejoran las deficiencias de la acción de gobierno”. Plantea 
también que “se trata de una serie de decisiones vinculadas 
a resultados esperados o no, que se caracterizan por conjugar 
operaciones, acciones y actividades encaminadas al tratamien-
to de problemas que requieren intervención pública”. Según la 
apreciación del autor, cuando un gobierno actúa por políticas 
públicas, debe ser catalogado como uno que trabaja por adap-
tación debido a que denota una forma de dar respuesta para 
evitar que la institucionalidad del gobierno sea rebasada. Un 
gobierno adaptativo, indica con acierto Uvalle (1997: 42), “es 
abierto, ya que reconoce la pluralidad ciudadana y da respues-
tas sin el uso de reglas generales, sino tomando en considera-
ción lo focalizado de los problemas públicos”.   

Uvalle (1997: 99) también plantea que las políticas pú-
blicas “son el medio que reivindica la vida pública del Es-
tado y son la opción para que la conducción de la sociedad 
pueda ser más democrática”. Las políticas públicas, sostie-
ne el autor, son “el sustento clave de la reforma del Estado. 
La cobertura de las políticas no se restringe únicamente a 
lo gubernamental, lo administrativo ni lo político. Su cober-
tura es pública, es decir, llegan a los diversos públicos de la 
sociedad; comprenden todo aquello que es la vida en común 
e incorporan la opinión de los ciudadanos para diseñar y 
estructurar la acción de gobierno”. Las políticas públicas, 
plantea, “son una modalidad de la acción gubernamental, 
pero no son el gobierno en sí. Son el gobierno para sí, esto 
es, para la sociedad, los ciudadanos y sus organizaciones. 
Como acción de gobierno se relacionan con lo que son los 
consensos, los disensos, la legitimidad y el goce de las li-
bertades públicas”.      
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Siguiendo a Ruiz (2002: 15), una política pública es “una 
práctica social y no un evento singular o aislado, ocasionado 
por la necesidad de reconciliar demandas conflictivas o esta-
blecer incentivos de acción colectiva entre aquellos que com-
parten metas, pero encuentran irracional cooperar con otros”.  

Desde otra perspectiva, Cabrero (2000b: 194) plantea que 
las políticas públicas son “acciones inducidas fuertemente 
por el Estado, quien es el actor dominante en la escena de los 
agentes participantes”. 

La opinión de Cardozo (2008: 21) es que las políticas 
públicas: 

representan por excelencia las acciones de los Estados, consisten 
en acciones de hacer y de no hacer que el aparato estatal adopta e 
implementa para mantener su dominación, intentando solucio-
nar los diferentes y complejos problemas que los propios actores 
sociales, y también las burocracias estatales, le demandan. Es por 
ello que la dominación es ante todo relacional y requiere de un 
conjunto de recursos y capacidades para poder llevarse a cabo. 

Es necesario advertir que casi todas las definiciones has-
ta ahora descritas incluyen una visión de la política pública 
como la acción del Estado dirigida a cumplir ciertos objetivos. 
Una definición como ésta, dice Méndez (2000: 80), podría 
ser aceptada mayoritariamente, pero no dejaría de parecer 
un concepto “estirado” —según su punto de vista— si no se 
cuenta con un “contrario” empírico (y, por lo tanto, con una 
extensión excesiva). Por ejemplo, en esta definición podría 
caber la decisión del Estado (que ya es una forma de acción) 
de no tomar acciones específicas para solucionar un problema 
determinado, lo que para algunos autores constituiría también 
una política pública. Así, esta definición pareciera abarcarlo 
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todo, ya que una política pública incluiría los casos en los que 
el Estado interviene para solucionar un problema, pero tam-
bién los casos en los que no interviene (su posible contrario 
empírico). Dicho concepto implicaría en el mejor de los casos, 
desaprovechar, según Méndez (2000), la utilidad que propor-
cionan los conceptos que precisamente sirven para diferenciar. 

Por su lado, Merino (2013: 17) señala con agudeza que 
una política pública puede ser definida como: 

Una intervención deliberada del Estado para corregir o modifi-
car una situación social o económica que ha sido reconocida 
como problema público. También suele llamarse con ese nom-
bre a las decisiones transversales que regulan la actuación in-
terna de los gobiernos y que están destinadas a perfeccionar la 
gestión pública: regulaciones que atañen a la forma en que los 
poderes públicos realizan las atribuciones que les han sido con-
feridas y que, en consecuencia, pueden llegar a determinar la 
eficacia, la eficiencia o la legitimidad de sus resultados. [Tam-
bién plantea Merino (2015)] que una política pública es lo que 
el Estado hace, primero, al reconocer la existencia de ese pro-
blema, admitir sus causas y, acto seguido, utilizar los medios 
que tiene a su alcance para hacerle frente, de la manera más 
eficiente posible, tratando de modificar las causas que lo gene-
raron y no sólo los posibles efectos, a partir de la construcción 
de conciencia de los aparatos de poder respecto a lo público que 
deben afrontar. 

Así pues, Valenti y Flores (2009: 174) establecen que las 
políticas públicas se ocupan de estudiar y dilucidar las mejores 
estrategias para resolver problemas públicos. Para la definición 
de este enfoque son cruciales tanto la noción de “política” 
(policy), que alude a la distinción entre lo público y lo privado, 
como la noción de “problema de política”.
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Lahera (2003: 16) define a las políticas públicas como: 

Cursos de acción y flujos de información relacionados con un 
objetivo público definido en forma democrática; los que son de-
sarrollados por el sector público y, frecuentemente, con la parti-
cipación de la comunidad y el sector privado. Una política públi-
ca de calidad incluirá orientaciones o contenidos, instrumentos 
o mecanismos, definiciones o modificaciones institucionales, y 
la previsión de sus resultados. 

Lahera (2003: 9-10) concibe a las políticas públicas como la 
unidad de análisis del sector público en general y del gobierno en 
particular. Con ello se piensa en un objetivo analítico. Se conside-
ra el aporte de las políticas públicas a una discusión racional de la 
agenda pública y de los programas de gobierno. Con ello se quiere 
abonar al mejor funcionamiento del sistema político. Se estudia 
la mejora de las actividades del gobierno, incluyendo el diseño, la 
gestión y la evaluación de las políticas públicas. 

Guerrero (1992: 23), por su parte, plantea que la política 
pública es “un tipo de actividad del gobierno que se encami-
na a estimular la colaboración social o inhibir el conflicto. 
Sin embargo, estrictamente quien propone esta aproximación 
conceptual se refiere, textualmente, al ‘patrón de conducta’ 
del gobierno, es decir, el trazo por el que corre la acción, más 
o además, de la acción misma”.  

Desde la perspectiva de Cardozo (2013: 40), las políticas 
públicas 

constituyen respuestas diseñadas y aplicadas, a través de proce-
sos políticos y técnicos, para resolver problemas que, por su re-
levancia para importantes sectores de la sociedad, no son facti-
bles de enfrentarse eficazmente desde el ámbito privado. Ellas 
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surgen como resultado de un proceso de sucesivas tomas de 
posición, que se concretan en un conjunto de decisiones, accio-
nes u omisiones, asumidas fundamentalmente por los gobier-
nos, que traducen, en un lugar y periodo determinado, la res-
puesta preponderante del mismo frente a los problemas públicos 
vividos por la sociedad.

Siguiendo a Canto (2018: 6), las políticas públicas se pue-
den definir desde dos concepciones: la concepción “desde arri-
ba”, que las asume como programas de acción gubernamental 
focalizada hacia un sector de la sociedad o hacia un espacio 
geográfico, los que se acompañan de ciertas preferencias valora-
tivas de quién toma la decisión, a partir de la determinación de 
ciertos montos de recursos y que logra imponerse como un acto 
público a los “administrados”, de otra manera, se entiende la 
política pública como la acción del gobierno dirigida a cumplir 
ciertos objetivos, denota: i) un origen estrictamente institucio-
nal de la acción orientada a problemas públicos, ii) se privilegia 
el trabajo de los expertos y los decisores, iii) la política nace del 
desempeño técnico, legal y administrativo de las burocracias, 
iv) es un producto para consumo de una sociedad pasiva o con-
descendiente; y, por otro lado, la concepción “desde abajo”, que 
se origina literalmente en la constelación de demandas sociales, 
y más propiamente en el corazón del conflicto de intereses de 
los diversos actores; el gobierno actúa en función de las presio-
nes de los diversos grupos sociales en un juego de suma positiva 
y procesa las demandas en las políticas. 

Para hacer más efectivas las acciones de presión de los 
actores sociales, éstos reclaman un conjunto de capacidades 
y destrezas en las organizaciones de la sociedad, no intercam-
biables las unas por las otras:
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•	 Capacidades organizacionales, que tienen que ver con 
el funcionamiento sostenible de la organización, en-
tendido éste como un ordenamiento sólido y estable 
con capacidad de financiamiento necesario para obtener 
certidumbre económica, un modelo de funcionamien-
to eficaz y un ejercicio permanente de evaluación y 
aprendizaje. 

•	 Destrezas técnicas, que les permite elaborar propuestas 
viables, factibles y replicables, ejecutar las acciones, 
darles seguimiento y evaluarlas.

•	 Destrezas políticas “se refieren al establecimiento de 
relaciones junto a otros actores afectados y/o intere-
sados frente a alguna figura de autoridad, de manera 
corresponsable e institucional”; también implican el 
conocimiento del gobierno, de tal suerte que aprove-
chan las coyunturas y logran insertarse en la arena de 
decisiones. 

•	 Arraigo social, a través del cual las organizaciones “...se 
articulan con los diferentes actores de la comunidad o 
territorio para el diseño e implementación de la propuesta 
o proyecto”. 

Con los elementos aportados por los diferentes autores, 
es pertinente aventurar una definición propia de políticas 
públicas entendiéndolas como un conjunto de decisiones di-
rectivas que toman los gobiernos de acciones en sus diversos 
órdenes: federal, estatal y municipal, cuyo objetivo es resolver 
un problema público en un ámbito concreto, delimitado y 
focalizado, haciendo un uso eficiente de los recursos públicos 
que por definición son finitos, limitados y escasos, en medio 
de una competencia y lucha entre actores sociales, económi-
cos y políticos que defienden diversas problemáticas sociales 
para incorporarlas a la agenda pública, todos ellos inmersos en 
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relaciones de poder, propio del quehacer gubernamental, ideal-
mente buscando o generando las condiciones necesarias para 
posibilitar la participación ciudadana; sin embargo, si ésta no 
se da, esto de ninguna manera le resta la connotación de ser 
pública, ya que dicho carácter se lo otorga no necesariamente 
la participación de los ciudadanos, sino la naturaleza pública 
de la problemática que se pretende atender.

Relación política pública-gobernanza

Con el debilitamiento del modelo de Estado de bienestar en 
México, suscitado a principios de los años ochenta del siglo 
pasado, se dejó de concebir al espacio público como aquel 
que competía atender única y exclusivamente al gobierno 
para dar paso a lo que se denominó la ampliación del ámbi-
to de lo público, posibilitando la participación de otros ac-
tores; se habló entonces de lo público no estatal, parafra-
seando a Bresser y Cunill (1998), para explicar que debido 
a la incapacidad mostrada por los gobiernos para responder 
con eficiencia, eficacia y efectividad a las crecientes y cada 
vez más complejas demandas sociales, era necesaria la in-
corporación de otros actores a la vida pública, entre ellos los 
ciudadanos, la sociedad civil, las organizaciones no guber-
namentales, las fundaciones y los organismos internaciona-
les. Este escenario configuró la idea del gobierno comparti-
do, es decir, la pertinencia del planteamiento de la 
gobernanza como modelo alternativo de gobierno, más dia-
lógico, más participativo y con capacidad de adaptarse a los 
cambios emanados de una sociedad cada vez más dinámica 
y convulsa.
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Conclusiones

Una primera consideración que se puede hacer en torno al 
concepto de gobernanza y su relación con las políticas públicas 
es que todavía no hay un consenso en torno a su significado, 
sin embargo, se puede decir que se trata de un nuevo modelo 
de relación entre el gobierno y la sociedad que tiene ciertos 
atributos, como son la mayor transparencia en los procesos de 
política pública, mayor capacidad de adaptación para satisfa-
cer las necesidades de los gobernados y mayor efectividad para 
la prestación de servicios públicos. 

Otras ideas que subyacen del concepto de gobernanza 
es que las instituciones políticas han dejado de ejercer el 
monopolio del proceso de gobernar; que los gobiernos 
operan cada vez más frecuentemente en alianza con agentes 
no gubernamentales; que la sociedad funciona cada vez más a 
través de redes que participan de manera más activa en la 
solución de problemas públicos, entre las consideraciones 
más importantes.

En torno al concepto de gobernanza se puede distinguir 
por lo menos dos vertientes de ella: la liberal y la democrá-
tica. La primera propugna por la defensa de las libertades, 
los derechos y las garantías individuales, y se opone a la 
excesiva intervención estatal; en pocas palabras, ésta se li-
mita a la transferencia estructural de facultades a diversos 
tipos de agentes, tanto dentro del propio gobierno como de la 
sociedad civil, incluidos los organismos no gubernamentales 
y las empresas privadas. Por lo que se refiere a la vertiente 
democrática, ésta centra su preocupación en la búsqueda del 
fortalecimiento de la democracia, yendo más allá del interés 



La gobernanza y las políticas públicas / 99

manifiesto por la vertiente liberal de la búsqueda de la mejoría 
en la prestación de los servicios públicos de calidad.

Respecto a la noción de gobernanza y su relación con la 
crisis del Estado de bienestar, se puede decir que en el esce-
nario actual el gobierno tradicional es ya insuficiente para 
la gobernación de la sociedad y por ello la necesidad de la 
asociación y coordinación del gobierno con las organizaciones 
externas (privadas, civiles o extranjeras).

Por lo que toca a la definición de política pública, es útil 
rescatar un significado propio del concepto, recuperando impor-
tantes aportes de varios autores para ello. 

Finalmente, la relación que se puede establecer entre po-
lítica pública y gobernanza tiene que ver con lo que se suscita 
en México debido a la crisis del modelo de Estado de bienestar 
que hace necesaria la participación de otros actores a la vida 
pública, fundamentalmente por la incapacidad manifiesta de 
los gobiernos democráticos para poder satisfacer las necesida-
des crecientes y cada vez más complejas de la sociedad actual, 
lo que hace evidente que los cursos de acción decididos por los 
gobiernos requieren cada vez más de la participación de otros 
actores sociales y de sus recursos de todo tipo: económicos, so-
ciales y políticos, para que puedan resultar exitosas en cuanto a 
su pretensión de resolver problemas públicos complejos, ese es 
el vínculo virtuoso entre política pública y gobernanza.                
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Introducción

El concepto de gobernanza describe una relación entre gober-
nantes y gobernados. Asimismo, sirve de base para explicar las 
innovaciones y transformaciones que ha tenido el Estado  
como institución a cargo del poder político, para insertar a los 
ciudadanos en un ejercicio colaborativo.

Sin embargo, es necesario explicar y reconstruir el concep-
to para describir sus alcances y limitaciones. Aunque ha mos-
trado ser una respuesta institucional a muchos problemas de 
la administración pública, la gobernanza carece de mecanis-
mos institucionales sólidos para ser una práctica ciudadana.

Por esta razón, se requiere entender quiénes son los ac-
tores que inciden en la legitimidad y el consenso del poder 
institucionalizado en la sociedad. En México se ha dado más 
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interés a la gobernabilidad, que significa control y paz social 
mediante el consenso de los ciudadanos, aunque no nece-
sariamente implique una real participación de los actores 
sociales. 

Por ello, este manuscrito pretende contribuir a analizar 
y explicar el debate existente en torno a la gobernanza como 
un mecanismo de cohesión social, para reconocer su noción 
integradora y aportar elementos para las investigaciones que 
consideran a la gobernanza como el centro de los planes de 
acción, políticas públicas e innovaciones en el ámbito de la 
administración pública. Se plantea a la gobernanza como un 
nuevo paradigma de ejercicio del poder, donde participan otros 
actores, públicos y privados; además se forma una interacción 
entre el poder político y el poder social a través de los ciudada-
nos, donde una parte importante de su actuación está en la in-
cidencia que tienen para la toma de decisiones, participación 
en las políticas públicas y mecanismos de negociación. Tam-
bién entra la deliberación de temas públicos como elementos 
para la construcción del consenso. Sin embargo, la incidencia 
que tienen los ciudadanos en el modelo de la gobernanza no es 
clara, resulta ambivalente y, por tanto, sujeta a la discusión y 
análisis, porque pone en entredicho la naturaleza del concepto 
y, en consecuencia, su interpretación.

En América Latina se dio un mayor interés en compren-
der la gobernabilidad como uno de los ejes transversales del 
poder. Pero se olvidó la participación de los ciudadanos en 
las tareas de gobernar, en la construcción del consenso y del 
desarrollo de políticas de inserción en la toma de decisio-
nes de los ciudadanos. Es por ello que la gobernanza quedó 
opacada por la gobernabilidad y tiene un papel secundario. 
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El concepto de gobernanza se acuñó en Estados Unidos, 
después de las reformas relacionadas con la Nueva Gestión 
Pública o Public Management, que inciden en la transforma-
ción y la vocación pública por modelos del ámbito privado 
para garantizar ver al ciudadano como cliente y no sólo como 
súbdito. 

Estas modificaciones en la administración pública estu-
vieron relacionadas con la fuerte competencia electoral en el 
vecino país del norte, pero también por el auge en la competi-
tividad y productividad. El gobierno era considerado altamente 
ineficiente por eso, era necesario reformular sus principios 
para garantizar la lealtad, confiabilidad y legitimidad ciudada-
na en un contexto político que incluía la reelección.

Por ello, el modelo de Estados Unidos no pudo insertarse 
cabalmente en otros países de América Latina, porque el sis-
tema político es distinto y los incentivos en los políticos están 
basados en otro tipo de cultura, donde la participación es uno 
de los elementos poco propiciados en muchos países que su-
frieron dictaduras o que tuvieron un sistema de partido único 
como el caso de nuestro país.  

Kooiman (2009) va más allá, conceptualiza a la gobernanza 
como un mecanismo de eficiencia del gobierno, complejo y 
derivado de la crisis de legitimidad del gobierno, que buscó 
como única salida para su permanencia, innovar, transformar 
y mejorar la relación entre gobernantes y gobernados.

En este trabajo partimos de las siguientes preguntas: ¿la 
gobernanza surgió como un mecanismo discursivo dentro 
de la acción gubernamental?, o ¿constituye un esquema real de 
inclusión ciudadana y participativa? Las respuestas deberán 
describir teóricamente las limitaciones y alcances que tiene el 
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concepto, ayudarán a comprender y reconstruirlo dentro de la 
ciencia política y la administración pública.

Asimismo, tiene como objetivo rehacer el concepto de go-
bernanza, a partir de la discusión teórica de los elementos que 
lo conforman, y analizar los alcances y limitaciones. 

Para tal efecto, este trabajo se divide en tres apartados. En el 
primero se describe el concepto de gobernanza, desde su génesis 
hasta la actualidad; en el segundo apartado se describe el valor 
público como un mecanismo de la gobernanza; y en el tercero 
se enlazan los conceptos para dar pie a una crítica sobre los 
alcances y limitaciones que tiene la gobernanza, a partir de la 
comprensión del sistema político mexicano.

Conceptualizar la gobernanza

La gobernanza deriva de algunas modalidades de la administra-
ción pública y del modelo posburocrático denominada: Nueva 
Gestión Pública (ngp) o new public management, que dio pie a 
las modificaciones en el sistema gubernamental a través de la 
gobernanza. En la década de los ochenta, el concepto comenzó 
a mostrarse en torno a una innovación en la manera de gober-
nar, donde se incorporó incluso a los planes y proyectos del 
Banco Mundial (bm), con una manera de gobernar diferente. Se 
pasó de un modelo unidireccional de gobernantes a gobernados 
a un esquema donde todos podían incidir, con un mecanismo 
multidireccional, donde los actores generaban interacción, 
comunicación y cooperación (Martínez y Espejel, 2015: 154).

En torno a la ngp, existe una amplia bibliografía sobre 
el desarrollo de su teoría con Barzelay (1998), Lapsley y 
Oldfield (2001), y también con su aplicación al caso mexicano: 
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López (2002), Pichardo (2004), Uvalle (2005), Cabrero (2008), 
Martínez (2007 y 2007a) y Zamudio y Arellano (2011). De 
igual forma, Walker et al. (2019) sostienen que la colaboración 
entre ciudadano y gobierno es una de las mejores prácticas con 
resultados dentro de la administración pública, por ello debe 
buscarse replicar en todos los espacios. 

Ahora la gobernanza significa participación, colaboración, 
transparencia, rendición de cuentas y otros conceptos vincu-
lados con la incidencia de los ciudadanos en la toma de 
decisiones. Conceptualmente es un parteaguas en la relación 
que se establece entre el gobierno y los ciudadanos, porque 
usualmente este vínculo fue unidireccional. Incluso, Zurbriggen 
(2015) sostiene que existe un proceso de avance en la go-
bernanza, donde no sólo se plantea la cocreación de acciones 
a favor del bienestar ciudadano, sino también en torno a la 
producción de insumos para garantizar el beneficio colectivo. 
Esto significa que los ciudadanos pasaron de tener un papel 
pasivo a un papel activo en la producción de bienes públicos y 
en el otorgamiento de los servicios. De igual forma podemos 
señalar que la coproducción e integración entre gobierno y ciu-
dadanos está no sólo en los bienes y servicios, sino también en 
otros elementos como la ciencia, el periodismo colaborativo e 
incluso en la economía solidaria. 

García (2007) advierte que la participación activa de los 
ciudadanos en la toma de decisiones y en la información de 
las acciones del gobierno es crucial para avanzar hacia este 
“rediseño de la administración pública”, otorgando a aquéllos 
un rol participativo en la hechura de las políticas que les be-
nefician. Por ello se define a la gobernanza como un sistema 
de heterarquía, es decir, como un proceso de interdependencia 
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y coordinación negociada entre los distintos actores. Ahí los 
ciudadanos pueden formar parte de organizaciones, agrupacio-
nes e instituciones formales e informales. 

Los organismos internacionales comenzaron a trabajar en 
torno a una nueva concepción del Estado, como los retos del 
milenio lanzados por la Organización de las Naciones Unidas 
(onu). El bm promovió en la esfera global impulsar mecanismos 
para transparentar el gasto público, establecer acciones de control 
sobre los gobernantes, para motivar a la honestidad y rectitud 
dentro de la administración pública, pero partiendo de los 
mecanismos de contraloría social y estableciendo sistemas de 
rendición de cuentas que se vincularon con la gobernanza. Pero 
no sólo se trata de construir mecanismos formales de control 
hacia los gobernantes, sino también formar un esquema de con-
trol informal, sin necesidad de institucionalizar los procesos. 

Los estudios sobre gobernanza o el desarrollo del modelo 
posgubernamental se han desarrollado bajo distintos elementos 
de comprensión teórica; Aguilar y Bustelo (2010) se refieren 
a la gobernanza como un proceso de evaluación en el ámbito 
gubernamental, debido a que supone una vigilancia en torno a 
los costos y beneficios. Asimismo, el modelo de la gobernanza 
se está aplicando para disminuir los costos de transacción a 
partir de identificar a los aliados estratégicos que pueden ser los 
ciudadanos. Vinokur-Kaplan (2018) sostiene que los espacios de 
co-working o espacios compartidos dentro de las organizaciones 
e instituciones tiene como objetivo incrementar la posibilidad 
de incidir en el desarrollo de las actividades que son comunes.

De esta manera, la gobernanza tiene que ver con la inte-
gración vertical y horizontal que se logra entre los proveedores, 
consumidores e integrantes del gobierno. La sociedad civil y 
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los ciudadanos ocupan un papel trascendental en la construc-
ción y reconstrucción del espacio público. El bm (2017) sostie-
ne que, para lograr la gobernanza como un modelo aplicable 
a los gobiernos de América Latina, es preciso impulsar: a) 
esquemas de compromiso entre los ciudadanos y las entida-
des públicas o gubernamentales; b) mejorar la coordinación 
entre las autoridades y los ciudadanos. Esto significa que debe 
abrirse la ventanilla de servicios en los gobiernos, hacer que 
los ciudadanos puedan participar activamente en la toma de 
decisiones y en la vigilancia de los recursos públicos. La con-
traloría social es parte de esta coordinación, porque motiva 
el desarrollo de actores y empodera a los propios ciudadanos 
para que sean gestores de su progreso y construcción de obras, 
entre otros beneficios.

También plantea el bm (2017), como uno de los mecanis-
mos de gobernanza: c) alentar la cooperación entre las organi-
zaciones sociales, privadas y públicas para encadenar los pro-
cesos en torno a la eficiencia y disminución de los costos de 
transacción. En la realización de obras públicas, por ejemplo, 
en América Latina se ha promovido el desarrollo de habilida-
des y capacidades para la construcción de caminos, donde los 
ciudadanos aportan mano de obra y el gobierno, materiales. 

La gobernanza por tal motivo se convierte no sólo en un 
recurso para legitimar al gobierno, sino también en un esque-
ma para disminuir los costos que debiera cumplir el Estado 
ante los ciudadanos. Por ello, la participación que se fomenta y 
promueve no es necesariamente una participación voluntaria, 
sino todo lo contrario, en la nueva dinámica de la gobernan-
za se ve la implantación de un modelo neoliberal que busca 
disminuir costos y ampliar la utilidad de sus inversiones. Con 
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ello podemos apreciar que los modelos de gobierno se están 
modificando, sobre todo hacia la disminución del Estado y la 
desburocratización de los procesos. 

El valor público como mecanismo de gobernanza

El proceso de gobernanza abarca distintas áreas, desde la aten-
ción hacia los ciudadanos, hasta la relación entre gobernantes 
y gobernados. Después del fracaso del modelo asistencial, de 
intervención del Estado en todos los ámbitos del gobierno, se 
construyó una nueva relación entre gobierno y ciudadanos. 
Fernández-Santillán (2018) destaca que el gobierno tuvo que 
innovar en el desarrollo de nuevas recetas para garantizar la 
gobernabilidad. 

Sobre el valor público se han descrito múltiples estudios, 
Bryson et al. (2014), Williams y Shearer (2011) son quienes 
abordan la necesidad de hacer una operacionalización del con-
cepto y logran evidencias empíricas sobre el valor público, más 
allá de sólo la conceptualización. Ahí está una de las fuertes 
críticas que tiene el desarrollo de nuevos conceptos dentro de 
la administración pública, que resultan experimentos de labo-
ratorio que no tienen precisamente referentes en la realidad. 

Moore (2006) encontró que existe una amplia crisis de 
credibilidad en el gobierno, para lo cual es preciso promover 
acciones de comunicación que permitan establecer un puente 
entre el gobierno y los ciudadanos, de esta relación se cons-
truye la gobernanza. Sin embargo, no es una tarea sencilla 
para los gobiernos, en virtud de su vocación democrática o 
la ausencia de mecanismos para garantizar la participación 
ciudadana. 
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La reinvención del Estado y del gobierno hacia plantea-
mientos empresariales tuvo su contexto en asumir un valor 
“empresarial” a las funciones del gobierno, que se tomaron 
de la obra de David Osborne y Ted Gaebler (1992) sobre la 
reinvención gubernamental. Es decir, se pensó en innovar 
dentro de la función administrativa a partir de ideas propias de 
la industria.

Crozier (2010) sostiene que la gobernanza es uno de los 
mecanismos más eficientes para garantizar la distribución 
de los servicios públicos que provee el Estado, así como 
otros satisfactores, porque permite incidir en la toma de 
decisiones a partir de la consulta, participación y colabora-
ción de los ciudadanos con el gobierno. Existen múltiples 
ejemplos de cómo se ha construido una eficiencia en la 
gestión pública a partir de la organización de decisiones 
horizontales donde son varios los sujetos implicados. La 
comunicación política juega en este sentido un papel fun-
damental, porque los ciudadanos logran obtener una mayor 
información a partir de contar con una gran participación 
dentro de la toma de decisiones. 

De tal forma, podemos decir que la ngp surgió por la insa-
tisfacción ciudadana, la ineficiencia del gobierno en la solución 
de los problemas y la falta de legitimidad de las autoridades en 
todos los niveles durante la década de los ochenta y noventa; 
por tanto, comenzó a emerger un nuevo modelo de burocracia. 
Su objetivo fue “reinventar al gobierno”, es decir, transformar 
sus prácticas y formas de organización para producir un 
mejor desempeño, exigiéndose a su vez mayor transparencia 
y responsabilidad, volviendo a sus funciones primordiales de 
atender las necesidades de la población (Savas, 2006).
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En ese sentido, la gobernanza se refiere a la intervención 
de otros actores en la toma de decisiones. En otras palabras, 
el modelo de gobierno en América Latina se había desarrolla-
do bajo un esquema proteccionista, con el modelo de Estado 
benefactor en la década de los setenta hasta principios de los 
ochenta. Sin embargo, posteriormente el modelo de Estado se 
modificó, dando pie a la incursión del mercado en la toma de 
decisiones estatales. Por tanto, se caracterizó al Estado como 
un espacio de intervención definido por la privatización de los 
servicios públicos, la descentralización en la toma de decisiones 
y en el papel del gobierno en la contraprestación de los servi-
cios; asimismo, se permitió la incidencia de otros actores en la 
toma de decisiones públicas. La gobernanza se define como 
heterarquía, es decir, interdependencia y coordinación nego-
ciada entre sistemas y organizaciones (Zurbriggen, 2010: 42).

Fernández-Santillán (2018) coincide con este proceso, por-
que sostiene que el modelo neoliberal influyó en promover la 
participación de los ciudadanos, toda vez que se acabó con el 
modelo del Estado asistencial. Ahora los propios ciudadanos 
debían influir en su proceso de desarrollo y formación de ca-
pital social, mediante esquemas de organización para lograr 
satisfacer sus necesidades. La sociedad civil emergió como un 
mecanismo de contrapeso, pero también como un agente in-
fluenciador y como herramienta para la deliberación pública. 

En torno al valor público se han realizado múltiples ase-
veraciones sobre su bondad, no obstante, como señaló Moore 
(2006), el efecto de participación puede medirse a partir de la 
utilidad que demuestra en el gobierno la colaboración de los 
ciudadanos. Por lo tanto, el concepto de gobernanza se une 
con el valor público sólo a partir de la incidencia que logren 
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los agentes sociales en la participación con el gobierno, la cual 
tiene ciertas limitaciones y alcances como a continuación se 
muestra. 

Limitaciones y alcances de la gobernanza 

La construcción de mecanismos de participación ciudadana y 
el desarrollo de acciones para democratizar el sistema político 
mexicano han permitido gran apertura en la comunicación 
entre gobierno y sociedad. La gobernanza debe comprenderse 
en su sistema más amplio como una práctica multidimensio-
nal, donde se reconstruyen las siguientes variables: transpa-
rencia, Estado de derecho, participación ciudadana, respeto a 
los derechos humanos e incentivos económicos para un buen 
gobierno (Zaman y Saeed, 2019: 59). De esta manera se plan-
tea como una bondad la participación ciudadana, como una 
forma de control y contrapeso; sin embargo, existen todavía 
múltiples limitaciones para el desarrollo de una gobernanza 
sustancial y efectiva.

Desde los planteamientos de Tocqueville (1996) y su obra 
sobre la democracia en América Latina, se consideró como 
indispensable la participación ciudadana en todos los proce-
sos que desarrolla el gobierno. Eso es lo que subsiste como una 
condición sine qua non para garantizar la gobernanza, empero 
existen vicisitudes en este camino a la democracia; como por 
ejemplo el interés de los ciudadanos por participar, por una 
parte, y por otra, los vicios autoritarios que tienen las demo-
cracias incipientes que en América Latina se han construido. 
Sobre estos argumentos desarrollaremos la explicación que 
viene.
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La participación ciudadana existe, es uno de los pilares de 
la gobernabilidad en nuestro país. Olvera (2007) se refiere a 
este proceso como la condición para intervenir en los asuntos 
públicos y llevar a cabo acciones en espacios definidos; por lo 
cual podemos hablar de participación en el campo, en la ciu-
dad, en el trabajo y en muchos otros ámbitos, tanto públicos 
como privados. Sin embargo, es preciso que nos enfoquemos 
en el ámbito público, donde los ciudadanos buscan incidir 
para garantizar mejores condiciones de vida.

En ese sentido, la confianza en las elecciones —por ejem-
plo en México— tiene una aceptación del 26.2 por ciento, 
porque los ciudadanos consideran que no existen instituciones 
confiables. Además, el Barómetro de las Américas,1 con base 
en las encuestas aplicadas en nuestro país, muestra que el 
57.6 por ciento de los mexicanos cree que hay muy poca liber-
tad de prensa, el 24.6 por ciento cree que el nivel de libertad de 
prensa es suficiente y 17.8 por ciento cree que hay demasiada 
(Romero et al., 2018). La Encuesta Nacional de Cultura Polí-
tica de 2016, expone que el 54.1 por ciento de los ciudadanos 
manifestó interesarse poco o nada en la política, 38 por ciento 
dijo tener algo de interés. De igual forma, la Tercera Encuesta 
de Cultura Constitucional, realizada en 2017, mostró que el 
63.3 por ciento de los mexicanos entrevistados declaró inte-
resarse poco o nada en los asuntos públicos, 25.5 por ciento 
dijo tener algo de interés y sólo 9 por ciento respondió tener 
mucho interés (Fix et al., 2017).

1El Barómetro de las Américas es una encuesta regional realizada por el 
Proyecto de Opinión Pública de América Latina (lapop), desde 2004, en 34 países 
del hemisferio occidental. 



La gobernanza desde los ciudadanos / 115

Pero no sólo es necesario que los ciudadanos muestren su 
interés por participar en los asuntos públicos, es preciso que 
exista un sistema político que les permita garantizar su 
participación organizada, fuera de la arena de las disputas y la 
participación de los ciudadanos en las protestas o en la exigencia 
de servicios públicos. Cuando hablamos de gobernanza nos re-
ferimos a una vía de participación voluntaria, sistemáticamente 
organizada y con respeto a las garantías individuales.

Por ello, podemos señalar que una de las principales limita-
ciones para que los ciudadanos participen está en la ausencia de 
mecanismos adecuados para canalizar las demandas y peticio-
nes. Otra de las limitaciones de la gobernanza se encuentra en 
los intereses que existen en la toma de decisiones de los gobier-
nos, porque promueven el desarrollo de intereses partidistas, 
políticos o personales. Por lo cual los intereses imposibilitan la 
intervención ciudadana cabalmente. 

En ese sentido, la cultura política o el interés de los ciu-
dadanos por colaborar en el desarrollo de un buen gobierno 
es una de las tareas que de forma permanente se debe culti-
var; en México, el control que ejerció durante muchos años 
el partido hegemónico en el poder impidió la construcción 
de un ambiente de apertura, porque el Partido Revolucionario 
Institucional (pri) que gobernó hasta el 2000 antes de la 
alternancia electoral, controlaba los cargos públicos y cen-
tralizaba el poder en la figura del presidente de la República 
(Serrano, 2015). 

La vía de participación o de interpelación a las autoridades 
en nuestro país fue por muchos años las movilizaciones de 
protesta. Éste fue el canal para ser escuchados por el gobierno. 
Por ello decimos que la gobernanza es un concepto reciente-



116 / José L. Estrada R., Francisco J. Rodríguez E.

mente acuñado, a partir de la apertura en la toma de decisio-
nes y la participación ciudadana.

El movimiento estudiantil de 1968 es uno de los ejemplos 
más paradigmáticos de la protesta social en nuestro país, ya 
que participaron también profesores, obreros, amas de casa y 
un gran contingente ciudadano por la exigencia de incidir en 
la toma de decisiones.

Los movimientos sociales de entonces, como mecanismos 
de exigencia hacia el gobierno, se criminalizaron. Los ciudada-
nos no podían protestar porque existía un régimen autoritario, 
al menos hasta el 2000, que se logró contar con una alternancia 
presidencial. Moreno (2014) sostiene que, en esta etapa histórica 
de nuestro país, se logró construir un sistema de dominación 
autoritario, pues la incidencia social en las políticas públicas o 
acciones de gobierno sólo podía realizarse por los canales parti-
distas o vía los sindicatos afiliados al partido en el poder. 

Por tanto, para contar con una gobernanza sustancial, es 
necesario que se provea a los ciudadanos de información sobre 
cómo deben participar y, en consecuencia, en qué áreas pue-
den hacerlo. Zaman y Saeed (2019) describen varios estudios de 
caso, donde la relación entre gobierno y sociedad se ha mejo-
rado por el sistema de gobernanza, a partir de incrementar la 
capacidad individual, institucional y social. Es decir, cuando 
hablamos del concepto de gobernanza, no sólo debemos com-
prenderla como un sistema de apertura en la cooperación y 
participación inducida desde el gobierno, sino como un meca-
nismo de habilidades y capacidades ciudadanas. 

La gobernanza, por tanto, es una herramienta que po-
tencializa los derechos humanos y, por ende, la ciudadanía. 
Incluso incide en los procesos democráticos, porque sirve de 
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mecanismo de equilibrio del poder para evitar los abusos y 
establecer sistemas de control y vigilancia hacia las institu-
ciones. Una de estas vías es la transparencia y rendición de 
cuentas, a partir de la reforma al artículo 6° constitucional en 
México, desarrollado en 1977, que dio pie a la creación de un 
diseño institucional de transparencia, con la ley que garantiza 
que los ciudadanos puedan solicitar información a las autori-
dades. Si bien existía este derecho, fue hasta la creación del 
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
y Protección de Datos Personales (ifai), ahora llamado inai.2 

Este organismo se fundó en 2003 para poner a más de 240 
dependencias y entidades del gobierno federal en un proceso de 
reingeniería institucional y permitir que los ciudadanos ten-
gan acceso a información sobre las acciones del gobierno.

Bajo este planteamiento, la transparencia y rendición de 
cuentas se considera uno de los elementos fundamentales 
para promover la participación ciudadana y generar un proceso 
de confianza en las autoridades. Sin embargo, hasta ahora 
ha tenido que romper con múltiples resistencias al cambio y 
limitaciones de las autoridades.

La transparencia como mecanismo de control ha avanza-
do hacia la colaboración y participación de los ciudadanos en 
un ambiente virtual, por ello se habla ahora del gobierno abierto 
como un mecanismo de empoderamiento ciudadano hacia la 
construcción de gobernabilidad y gobernanza. 

Por tanto, para comprender los obstáculos para la gober-
nanza, el tema de los intereses es otro dique para garantizar 
la fluidez en la toma de decisiones. Incidir en este proceso 

2El inai es la abreviatura del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a 
la Información y Protección de Datos Personales. 
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permitirá por supuesto modificar la gestión pública. Para dis-
minuir los intereses de los actores públicos o funcionarios 
públicos es necesario que se garantice una gobernanza plena, 
a partir de promover la intervención institucionalizada de los 
ciudadanos, con el fin de que puedan operar en las diferentes 
escalas de la toma de decisiones. No sólo se trata de que parti-
cipen en la consulta, como usualmente se ha propuesto, sino 
también que puedan incidir en la toma de decisiones como 
la compra y adquisición de bienes, así como el desarrollo de 
obras públicas. 

Para este propósito se han formado los consejos consul-
tivos y otro tipo de organizaciones de contraloría social que 
permiten que los ciudadanos tomen un papel activo dentro del 
gobierno. Así pues, la gobernanza debe institucionalizarse, no 
puede quedar a voluntad del gobierno o de las autoridades que 
permitan que los ciudadanos participen en las tareas públicas, 
sino que existe una mayor interrelación, formal y cívica. En 
ese sentido, el espíritu de la gobernanza es precisamente inci-
dir, participar y cooperar, de ninguna manera deben los ciuda-
danos imponer a los gobiernos, sino deliberar y transformar la 
discusión en una arena de participación.

Como se describió anteriormente, existen dos elementos 
que requieren modificarse para acceder a la gobernanza plena 
y sustantiva en las tareas de gobierno. Un elemento es garan-
tizar el acceso a la información y el conocimiento, para que 
los ciudadanos logren aportar ideas, participen y colaboren. El 
segundo punto que se ha discutido en el texto es la posibilidad 
de institucionalizar la participación de los ciudadanos, pues de 
lo contrario no existirían vías legales o institucionalizadas 
para que los ciudadanos puedan incidir. Cada vez son más las 
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administraciones que buscan la gobernabilidad, la gobernanza; 
por ello, es necesario hacer un redimensionamiento del con-
cepto para no solamente promover la participación de los ciu-
dadanos desde el gobierno, sino aceptar que podría mejorarse 
la distribución de los recursos.

La gobernanza se define también como “el camino, el 
poder se ejerce en la gestión de los recursos económicos y 
sociales de un país para el propósito del desarrollo” (Mourad, 
2018). Por lo cual la reconstrucción del concepto debe ir ha-
cia las bondades y alcances que tiene la gobernanza como un 
sistema de gobierno y esquema de atención a las libertades, 
donde el combate a la corrupción es una de las vertientes que 
podemos explotar. 

Otro de los puntos que podemos considerar para la mejora 
en la gestión pública es la interacción entre los ciudadanos a 
partir de las redes sociales, con la construcción de valor pú-
blico en los servicios públicos como mecanismo de control 
social, pero también de innovación pública. Es en ese sentido 
que la gobernanza puede incidir en el desarrollo de múltiples 
proyectos en el reconocimiento de los derechos de los ciudada-
nos, pero también en la búsqueda de creatividad para partici-
par. Ahí está la gobernanza como un atributo de los gobiernos 
que debe ser incentivado para garantizar la cocreación de lo 
público, así como la gestión de incentivos para la industria, 
inversión, disminución de la delincuencia y otros.

La gobernanza, bajo este planteamiento, reconstruye las 
líneas de acción de la administración pública, constituidas por 
la gobernabilidad como un eje y la participación como segundo 
eje que se unen. De igual forma, lo que se propone al redi-
mensionar el concepto es promover las capacidades cívicas en 
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la población, para que logren organizarse en torno a la gober-
nanza colaborativa (Siriani, 2009). Por tanto, redimensionar 
el concepto de gobernanza implica abrir un amplio margen de 
propuestas para que se forme un gobierno interactivo, creativo, 
innovador, incluyente y que, por supuesto, elimine los obstácu-
los para su rendimiento e implantación de la gobernanza en sus 
tres esferas: federal, estatal y municipal. Sirva este documento 
de análisis para la discusión sobre cómo avanzar en la gober-
nanza, hacia una red de gobierno donde no sólo se participe con 
las acciones o participaciones en la forma, sino también en las 
ideas de inclusión y recepción de propuestas. 

Puntos concluyentes

En el proceso de incidencia social se han desarrollado múltiples 
posibilidades para construir una relación efectiva entre gobierno 
y sociedad, donde la gobernanza es un mecanismo de inciden-
cia directa, con efecto multiplicador, que va desde el ámbito 
social al económico, basado en el Open Collaboration que incide 
en el desarrollo de nuevos procesos comunicativos y de inciden-
cia en el gobierno. Se busca que participen no sólo los ciudada-
nos, sino también las diversas organizaciones sociales, así como 
las organizaciones privadas en un proceso de cocreación de 
servicios. Porque al final, los ciudadanos están dispuestos a 
participar siempre y cuando existan incentivos para lograr fines. 
Es decir, habrá siempre cooperación en la medida en que existan 
obras y acciones que beneficien a la mayoría. 

El concepto de gobernanza se reestructuró a partir de la 
fuerte necesidad de los gobiernos por contar con mayor res-
paldo de los ciudadanos, a partir de la exclusión social y el 
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desarrollo de múltiples necesidades en la arena pública. Los 
gobiernos buscaron incidir en la sociedad a través de la co-
gestión de los recursos públicos, para lograr ampliar la base 
monetaria y multiplicar el presupuesto por medio de políticas 
de ayuda, asistencia social y la inclusión de la sociedad civil. 

Este proceso se logra a partir de lo que denominan nueva 
gobernanza, para intervenir, participar y promover actividades 
de integración, cooperación e iluminar el sistema democrático 
como una forma de redimensionar a los ciudadanos y su papel 
dentro del proceso democrático. Incluso la participación activa de 
los ciudadanos en la toma de decisiones se ha señalado como 
un proceso de modelo de gobierno populista; por lo que supo-
ne distanciar este concepto de la idea original que es compro-
meter a la población para asumir un papel más responsable en 
la toma de decisiones. 

El planteamiento de retomar el modelo de la gobernanza 
como un concepto más amplio implica también orientar y 
empoderar a los ciudadanos para que logren incidir en las 
políticas públicas, así como en la toma de decisiones; de lo 
contrario, el concepto quedará solamente relacionado con un 
discurso incluyente que no garantiza la coparticipación en la 
representación política. 
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Introducción

Los sociólogos entrenados durante décadas en la multivaria-
da tradición latinoamericana de las ciencias sociales descu-
brimos el rico y poderoso panorama generado en la región 
por un vocablo de reciente creación. Nos referimos al térmi-
no “gobernanza”. 

¿Qué significa, por una parte, y qué implica su empleo 
para poder comprender la actual situación de México en el 
contexto global desde la perspectiva social y política? El pri-
mer paso insoslayable para los sociólogos familiarizados con 
vocablos ya superados, dirían algunos, como marginalidad, 
informalidad y superexplotación capitalista es acercarse a las 
fuentes recientes actuales para descubrir y poder evaluar los 
nuevos aportes generados por el concepto de “gobernanza”. 
Una síntesis concisa de nuestro punto de partida podría ser 
el libro titulado Corruption, Development and Underdevelop-
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ment, publicado por el estadounidense Theobald Robin en 
1990. ¿Es útil y aconsejable, nos preguntamos, seguir usando 
estos conceptos en el contexto actual generado por la novedosa 
“gobernanza”? 

La propuesta de Aguilar Villanueva

Dado nuestro desconocimiento previo, nada es más aconseja-
ble que acudir a los creadores y promotores del vocablo. Recurri-
mos, por tanto, a un autor tan representativo como Luis F. 
Aguilar Villanueva. En su libro titulado Gobernanza y gestión 
pública, Aguilar (2013) analiza el concepto de la “gobernanza” 
y sus repercusiones en el desarrollo de la nueva gestión pública. 
Ya desde la introducción, Aguilar nos describe el panorama 
actual con gran rigor y precisión. Su primera preocupación son 
los “fantasmas del pasado” que todavía no hemos podido en-
terrar. De ahí que se imponga una vigilia permanente para 
impedir que esos fantasmas resuciten. ¿Cuáles son esos mal-
ditos fantasmas?, nos preguntamos con avidez los sociólogos 
preocupados desde hace décadas por el futuro de nuestro país 
y del continente latinoamericano. Aguilar (2013: 12) nos saca 
de la duda al afirmar que es “necesario impedir que resuciten 
el hiperestatismo, el autoritarismo, el populismo, el naciona-
lismo de clausura y el igualitarismo”. Ante tal panorama, 
Aguilar se siente angustiado al tener que enfrentar lo que él 
califica como “cadáveres en el closet”. Su propuesta para neu-
tralizar tales amenazas es nítida: se requiere encontrar, nos 
dice, “los recursos intelectuales y prácticos para neutralizar el 
retorno de los formatos improductivos del pasado guberna-
mental y administrativo”. Porque lo específico del cambio que 
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vivimos en América Latina es “la superposición de las inercias 
pertinaces del pasado y de las configuraciones de un futuro 
que se abre paso impetuosamente” (Aguilar, 2013: 13). El 
autor, por tanto, se lanza a describir el panorama del pasado 
con toda precisión. La administración pública (en adelante, ap), 
que acompañó el protagonismo del poderoso Estado desarro-
llador latinoamericano, fue arrastrada inexorablemente por 
el “agotamiento del modelo de desarrollo y por la decadencia 
del sistema político autoritario que lo sustentaba” (Aguilar, 
2013: 14). 

No obstante, la ap tampoco pudo ocultar su pobre relación 
costo-beneficio, costo-eficacia, que en las empresas públicas 
de ese entonces encontraba su cúspide de improductividad y 
quebranto financiero, insiste Aguilar. En ese momento, sin 
embargo, se reaviva la insurgencia de los ciudadanos enar-
bolando la bandera de la transición democrática. Aún así, 
Aguilar (2013) reconoce las dificultades: se impone, afirma, 
neutralizar el patrimonialismo y el populismo, característicos 
de la operación del sistema político desarrollista de formato 
autoritario. 

Para obtener tan imprescindibles resultados surgieron dos 
tendencias de rectificación: la primera representada por la 
nueva política pública y la segunda fue la gestión pública. El 
instrumento diseñado por Aguilar para llevar a cabo esta do-
ble tarea procede de la corriente anglosajona del New Public 
Management (npm) (Aguilar, 2013) y es conocido como “el 
consenso neoliberal”. El objetivo concreto era hacer eficiente 
económicamente el funcionamiento del aparato de la ap, dada 
la inoperancia de la ap burocratizada debido a su gran tamaño, 
su formato vertical de mando y su exceso de personal. Por tanto, 
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la reorganización de la ap conforme a criterios de calidad ins-
titucional y gerencial significa e implica una redistribución 
del poder y de los recursos públicos en el gobierno mexicano.

Aguilar (2013: 19) reconoce que tales apoyos estadou-
nidenses chocaron con “el prejuicio de que la New Public 
Management es la colonización privada de la ap”. Aunque el 
aporte de la ngp ha logrado consolidar en el gobierno mexi-
cano “una cultura de eficiencia económica y de desempeño, 
valores que no habían sido encumbrados en la ap de los años 
desarrolladores”.

La consecuencia lógica de los planteamientos previos que 
acabamos de sintetizar, desemboca en destacar dos temas: la 
gestión estratégica y la gestión de calidad como requisitos in-
dispensables para lograr franquear el paso hacia expectativas 
sociales nuevas. La obtención de tales resultados se expone en 
el primer capítulo, en el cual se concentra la atención en el 
tránsito de la crisis a la gobernación. Su objetivo primordial, 
por tanto, es ofrecer un concepto de gobernación/gobernanza 
como la mejor propuesta para superar la crisis de gobernación. 
En este contexto inicial es comprensible que para Aguilar en-
tender “la estructura de la nueva gobernanza es la referencia 
fundamental que da sentido y permite reorganizar la opera-
ción de los gobiernos” (Aguilar, 2013: 19). 

Aguilar se apoyó para desarrollar su comprensión de 
la “gobernanza” en autores como Drucker, Ansoff, Porter, 
Crosby, Isikawa, Merli, etcétera. Tales politólogos permitie-
ron que Aguilar admitiera que “la ap y la privada comparten 
problemas de organización, dirección, análisis, etcétera. Por lo 
menos ha quedado claro, confiesa Aguilar, que las diferencias 
entre la administración pública y la privada son menos drás-
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ticas de lo que uno tiende a creer” (Aguilar, 2013: 23). En 
el epílogo, Aguilar señala la situación previsible de que “el 
descenso de la capacidad directiva del Estado se acompañe 
con el ascenso de la capacidad directiva de los mercados”. 
De ahí que la nueva gobernación (gobernanza), sintetiza 
Aguilar, sea un hermoso proyecto conceptual más que una 
realidad probable. 

Repercusiones de la propuesta  
de Luis F. Aguilar Villanueva

La interpretación de la gobernanza, cuidadosamente descrita 
por Aguilar, fue una de las pioneras, pero no la única. Al con-
trario, las reacciones positivas ante tal concepto comenzaron 
a extenderse en los ámbitos universitarios y gubernamentales 
de México. Basta con asomarse al libro titulado Gobernanza 
global en un mundo interconectado (López-Vallejo, 2013).

Marcela López-Vallejo abre la lista de comentarios. La 
primera pregunta inevitable es: ¿qué podemos entender como 
“gobernanza”? El primer rasgo, afirma, es que “la gobernanza 
es un concepto sistémico cuyo alcance pretende ser global” 
(López-Vallejo, 2013: 22). Sin embargo, un segundo rasgo cla-
ve para penetrar en el meollo de este concepto es “la posibi-
lidad de relocalizar la autoridad en otros actores y niveles de 
gobierno”. De ahí que surja la pregunta sobre el nuevo papel 
del Estado, pues sigue teniendo un rol fundamental en la 
globalización, asegura López-Vallejo. Aunque de inmediato 
surgen ciertos contrapesos al liderazgo estatal en las institu-
ciones y sus normas en el nuevo marco de las relaciones de 
gobernanza.
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La consecuencia lógica de esta nueva “operatividad”, 
generada en el marco de la reciente gobernanza, es que esta 
estrategia de gobierno se propone como reacción ante otros 
enfoques y teorías como el realismo político, que siempre 
defendió el postulado de que el Estado es un ente unitario y 
homogéneo. Los nuevos rasgos asumidos por el Estado —de 
acuerdo con las nuevas propuestas encerradas en el concepto 
de la gobernanza— han generado una multitud de críticas a 
tal concepto, las cuales nos permiten distinguir entre la buena 
y la mala gobernanza. El criterio aplicado para diferenciar ambas 
gobernanzas se sustenta en el hecho de que la “gobernanza global 
como proyecto político tiene pretensiones de alcance universalis-
ta y homogeneizador. En otras palabras, este alcance incluye “la 
homogeneización de criterios institucionales dentro de una mis-
ma sociedad”. Una consecuencia lógica de tal presupuesto es que 
ciertos actores puedan ser catalogados como “malos ciudadanos 
globales” o entes con “malas prácticas de gobernanza”.

Surge, por tanto, la pregunta: ¿a quién le interesan las 
buenas prácticas introducidas por la gobernanza? Las res-
puestas y consecuencias son ambivalentes, asegura Marcela 
López-Vallejo. Los malos ciudadanos dejarán de contar con el 
apoyo de instituciones de la gobernanza global, lo cual tal vez 
sea el objetivo de tales autoridades. Dicha sospecha permite 
a la autora emitir una opinión muy clarificadora, según la 
cual la gobernanza global homogeneizadora “se percibe como 
impuesta por la agenda de los países industrializados, quienes 
asumen que las restantes sociedades deberán llegar al nivel en 
donde están ellos a través de seguir ciertas normas y reglas 
impuestas para conseguir financiamiento por temas de agenda 
global”. Huelga añadir que las principales instituciones encar-
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gadas de distribuir tal financiamiento son el Banco Mundial 
(bm) y el Fondo Monetario Internacional (fmi).

Entramos así de lleno en el meollo de las consecuencias 
generadas por la nueva gobernanza. La globalización vigente 
impulsa, asegura Marcela López-Vallejo, que “se emita un jui-
cio moral de unos sobre otros con el fin de verificar qué tanto 
se estandarizaron ciertas prácticas, cuyo modelo óptimo es 
el camino recorrido por las sociedades industrializadas”. Es 
decir, en la situación actual generada por la gobernanza las 
“buenas prácticas” son las que muestran las naciones del pri-
mer mundo. En palabras de Marcela López Vallejo (2013: 26):

las buenas prácticas de gobernanza se observan en los indicado-
res de buena gobernanza del Banco Mundial, en donde se iden-
tifica qué tan buenas prácticas tiene una sociedad en términos 
de democracia, transparencia, estabilidad política o apertura de 
mercados.

La consecuencia obvia de tal comportamiento global es 
que de acuerdo con esta actuación los países son clasificados y 
evaluados para poder recibir préstamos. Se impone, por tanto, 
una reflexión final (López Vallejo, 2013) sobre las consecuen-
cias lógicas de esta interpretación de la gobernanza global: la 
relocalización de la autoridad en nuevos actores (distintos de 
los gobiernos locales, aclaremos), la creación de instituciones y 
normas (que rebasan las fronteras nacionales). En definitiva, la 
nueva gobernanza —concluye acertadamente Marcela López-
Vallejo— es un poderoso instrumento ideológico, político y eco-
nómico que sirve para preservar y concentrar el poder mundial 
en beneficio de los países y de las instituciones del primer 
mundo.
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El segundo comentario incluido en este volumen ha sido 
elaborado por dos internacionalistas mexicanos de reconocida 
experiencia en el panorama universitario: Rafael Velázquez 
Flores y Roberto Domínguez Rivera. De ahí que sus opiniones 
sirvan para contrastar la tajante afirmación de Marcela López-
Vallejo sobre la renovada concentración del poder mundial en 
manos de países e instituciones del primer mundo. ¿Cuál es 
el aporte básico de los conceptos de gobernanza global para 
la correcta evolución del sistema internacional? La respuesta 
adecuada, afirman los autores, requiere tener en cuenta los 
actores, reglas e instituciones del sistema global (López-Vallejo, 
2013). Ante todo, se nos aclara, los actores incluyen no sólo 
a los Estados, sino también a “las organizaciones internacio-
nales, las empresas transnacionales, los medios de comuni-
cación, los grupos de terrorismo internacionales y el crimen 
internacional”. Los factores a tener en cuenta incluyen una 
gran variedad: geográficos, económicos, políticos, ideológicos, 
etcétera. Por reglas, entienden los autores, son “el conjunto de 
normas que los actores establecen para acordar el tipo de com-
portamiento dentro del sistema” (López-Vallejo, 2013: 30).

La novedad de este planteamiento tan general, en nuestra 
opinión, radica en subrayar que en la actualidad “la gober-
nanza es omnipresente en la actual política internacional”. 
¿De dónde procede y cuáles son los límites de este novedoso 
concepto?, nos preguntamos algunos sociólogos. La respuesta 
de ambos autores es contundente: los inicios se enraízan en 
la “decadente habilidad que los gobiernos centrales han tenido 
recientemente para dar solución a los problemas globales y lo-
cales”. No es superfluo subrayar el origen de esta afirmación. 
Los autores se apoyan en R. A. Rhodes, quien publicó en 1996 
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un sugerente artículo titulado: “The new Governance: Go-
verning without Government”. La evolución experimentada 
durante las dos décadas posteriores confirma el poder predic-
tivo de tal artículo, tanto en el centro como en la periferia del 
sistema capitalista. 

En referencia a la evolución reciente del sistema interna-
cional destaca la siguiente afirmación de los autores: la go-
bernanza, insisten, no excluye a los actores gubernamentales, 
pues conservan todavía un papel importante en la solución de 
algunos problemas. No obstante, los actores privados cuentan 
con mayores márgenes de negociación que los gobiernos para 
resolver ciertos problemas. En este contexto, recalcan los au-
tores, la coordinación descentralizada y no jerárquica de políti-
cas entre actores públicos y privados constituye otro elemento 
fundamental de la gobernanza global. Más aún, no se duda en 
profundizar en esta tesitura globalizadora al afirmar rotunda-
mente que “en la gobernanza, los procesos cooperativos están 
por encima de las estructuras centralizadas” (López-Vallejo, 
2013: 31). ¿Cuál es el presupuesto empírico y teórico de donde 
procede tal afirmación? La principal característica del sistema 
internacional, se nos dice, es “la anarquía y, por lo tanto, la 
gobernanza global ayuda a reducir los efectos negativos de dicha 
anarquía”.

El argumento defendido hasta este punto alcanza un nuevo 
nivel teórico cuando se afirma que “la literatura sobre la go-
bernanza global sostiene que la interdependencia y la globa-
lización han erosionado el principio de la soberanía emanado 
del sistema westfaliano”. La consecuencia lógica e inevitable 
ha sido “la aparición de un sistema multinivel único, en el 
cual los actores supranacionales toman y ejecutan decisiones 
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mediante formas no jerárquicas de cooperación” (López-
Vallejo, 2013: 31). 

Al finalizar, los autores profundizan sus planteamientos 
mediante el análisis de los actores y de las reglas e institu-
ciones. La tónica general es la anunciada previamente en 
la gobernanza global, los actores no estatales se están con-
virtiendo en elementos clave para las políticas y decisiones 
sistémicas. Estos nuevos elementos son las empresas trans-
nacionales, las organizaciones internacionales, que incluyen 
las criminales y terroristas, y los medios de comunicación. 
En cuanto a las reglas internacionales se desborda el optimismo 
de los autores al afirmar que “tales instituciones ayudan a 
reducir los niveles de anarquía del sistema internacional” 
(López-Vallejo, 2013: 34).

Nada más útil y conveniente para contrastar las afirma-
ciones previas que analizar la propuesta del internacionalista 
Luis Ochoa Bilbao. Su punto de partida es nítido: las discusio-
nes sobre la gobernanza global se plantean como eje central, 
el rol de los Estados contemporáneos, sus alcances y limita-
ciones. En el contexto de las dos presentaciones previas de 
tendencias contrapuestas, la interpretación personal de Luis 
Ochoa resulta muy iluminadora y acertada. ¿Sigue siendo el 
Estado moderno el único actor en la formulación de políticas 
públicas de alcance global? (López-Vallejo, 2013). Para ilustrar 
la estrecha relación que existe hoy día entre el Estado como 
forma de gobierno y la gobernanza como forma de acción 
gubernamental diseñada y administrada por los Estados con-
temporáneos, nada más recomendable, en nuestra opinión 
coincidente con la de Luis Ochoa, que analizar el concepto de 
gobernanza y la naturaleza de los Estados modernos. El autor 
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parte del presupuesto histórico de que los Estados nacionales 
europeos —sobre todo a partir de 1648, puntualizamos— han 
sido los que expandieron su modelo de desarrollo por todo 
el orbe. Este tipo de Estado de origen europeo sigue siendo 
para los internacionalistas el actor central del sistema mun-
dial vigente. No obstante, en las últimas décadas han surgido 
los promotores de la gobernanza global entendida como “los 
pasos sistemáticos hacia la construcción de un régimen inter-
nacional con leyes e instituciones supranacionales” (López-
Vallejo, 2013: 36). Por tanto, Luis Ochoa confirma su opinión 
de que se están dando los pasos necesarios hacia la construc-
ción de una nueva sociedad internacional. ¿Cuáles serán los 
rasgos dominantes de esta naciente sociedad global?, podemos 
preguntarnos. Más concretamente: ¿a cuál de los dos plantea-
mientos previos ya analizados —el de Marcela López-Vallejo o 
el de la dupla Velázquez-Domínguez— se acerca a la propuesta 
de Luis Ochoa?

El autor comienza afirmando que, aunque sigue vigente 
el Estado y son los representantes de los Estados nacionales 
quienes se reúnen y negocian nuevos acuerdos, en las prime-
ras décadas del siglo xxi están compitiendo por la primacía 
las nuevas instituciones como el G-20. Sin embargo, subraya 
repetidamente Luis Ochoa en concordancia con Etzioni, que 
para garantizar la seguridad internacional se requiere mante-
ner los Estados nacionales. Ni siquiera los liberales o hiper-
liberales, aclara Ochoa, proclaman la extinción del Estado. 
Más aún, el Estado sigue vigente en el terreno de la seguridad 
nacional y, a pesar de la creciente internacionalización, los es-
quemas de ayuda económica y de cooperación para el desarrollo 
siguen manteniendo todo su vigor.
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En esta coyuntura teórica, Luis Ochoa lanza la afirmación 
que requerirá una ulterior discusión porque el autor afirma que 
“el binomio seguridad-economía a escala global plantea tanto 
los fundamentos de la legitimidad del Estado como del con-
cepto de gobernanza”. Ambos han sido firmados por la Orga-
nización de las Naciones Unidas (onu) (López-Vallejo, 2013), 
lo cual constituye, en su opinión, “una muestra contundente de 
que la idea de gobernanza está íntimamente ligada a la del Es-
tado”. Surge, por tanto, la pregunta: ¿cuál es el tipo de relación 
existente entre el Estado tradicional y la nueva gobernanza? 
Luis Ochoa se plantea la cuestión en estos términos: ¿no será 
que los Estados nacionales entran en crisis a la hora de con-
ceder poder y soberanía a las instituciones supranacionales? 
Para responder a esta pregunta, Ochoa alude en primer lugar 
a la Unión Europea y no duda en afirmar que “la Unión Euro-
pea se ha convertido en un espacio regional de gobernanza en 
ámbitos jurídicos, políticos, laborales y educativos”. Renace 
así la inquietud sobre la posible limitación del poder de los 
Estados europeos. A pesar de las crisis europeas, en países 
como Grecia y España, Luis Ochoa no duda en afirmar que 
“dichos Estados europeos se ajustan a las reglas de gobernanza 
pactadas en pro de un beneficio comunitario superior” (López-
Vallejo, 2013: 41). Aunque Estados poderosos, como Francia y 
Alemania, mantienen su prevalencia en la toma de decisiones 
por el peso de sus economías y su capacidad de gestión.

¿Cuál es la conclusión en la que desemboca Luis Ochoa? 
En su opinión, “la seguridad colectiva y la globalización eco-
nómica son diseñadas y administradas por los Estados, y la 
supuesta crisis de Estado es más bien una crisis de funcio-
namiento” (López-Vallejo, 2013: 42). De ahí que los Estados 



Los usos y abusos de la gobernanza en el México actual / 137

(sobre todo europeos) no plantean la existencia de institucio-
nes supranacionales para que sean sustituidos por ellas; al 
contrario, tales instituciones son sólo complementarias. 
Su conclusión última presupone una pregunta obligada: si 
hay una variedad de Estados, ¿cuál es el diseño que termi-
nará por imponerse? La respuesta final de Luis Ochoa no deja 
lugar a dudas: la gobernanza global seguirá replicando el mo-
delo institucional de la modernidad instaurado en el mundo 
occidental, aclaramos, a partir de 1648. Por el contrario, en 
nuestra opinión —como mostraremos más adelante—, no es 
posible olvidar el planteamiento estructural de Marcela López-
Vallejo que, además de los países europeos representantes del 
centro capitalista, tiene en cuenta la situación específica de la 
periferia latinoamericana.

Los comentarios previos sobre las contribuciones de Mar-
cela López-Vallejo y Luis Ochoa nos presentan un eje de com-
paración dual que a la postre resultará decisivo para generar 
nuestra opción final sobre el papel desempeñado por la gober-
nanza neoliberal en la evolución reciente de los países lati-
noamericanos. Resumiendo, ambas posturas tratan de tomar 
como base de comparación la tesis de Marcela, quien nos su-
giere en definitiva prestar atención a los indicadores de buena 
gobernanza del bm para identificar los avances recientes de 
la gobernanza neoliberal aplicada desde hace décadas en México.

La opinión alternativa es la defendida por los interna-
cionalistas Velázquez y Domínguez, quienes, apoyados en la 
tesis de R. A. Rhodes (1996), defienden la coexistencia vigente 
del Estado y de las empresas, aunque reconocen la crecien-
te debilidad de los gobiernos centrales en América Latina. 
Afirmación esclarecedora que se aplica tanto a los países del 
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centro como de la periferia capitalista. Para ambos autores los 
Estados actuales conservan funciones importantes, pero son 
las empresas privadas —apoyadas por el bm y el fmi— las que 
resuelven más acertadamente los problemas creados por las 
nuevas tecnologías.

En nuestra opinión, Luis Ochoa defiende una postura teó-
rica más cercana a la de Marcela López-Vallejo. Sus análisis de 
la crisis europea aprueban la postura de los países poderosos 
—Francia y Alemania, en concreto— que coordinan desde el 
Estado la actuación de las poderosas empresas europeas. Si ad-
mitimos esta interpretación de las tres posiciones analizadas 
hasta ahora, la pregunta lógica se refiere a las opiniones defen-
didas en los demás artículos de este volumen. El internaciona-
lista José Luis Aguilar comienza reafirmando que la seguridad 
nacional e internacional continúa centrada en los Estados. 
Aunque reconoce la presencia creciente de otros actores como 
sucede en China y no-estatales, especialmente los relaciona-
dos con las drogas y el crimen organizado. No obstante, hoy 
día no bastaría con reconocer esta doble presencia estatal y 
empresarial. Habría que profundizar en el tipo de conexión 
que existe entre ambas entidades. Nos referimos tanto al 
gobierno de Estados Unidos, como a los de México y Colom-
bia, entre otros. En todos estos países la nueva gobernanza fo-
menta la estrecha colaboración entre los respectivos Estados y 
las organizaciones privadas cada vez más internacionalizadas. 

La misma impresión provoca la opinión de Jesús Gallegos 
Olvera, quien destaca la existencia de dos tendencias contra-
puestas: los globalistas o globalizadores, atentos al creciente 
poder de las organizaciones privadas y los escépticos, cuyos 
argumentos se fincan en el persistente liderazgo de Estados 
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Unidos y de Reino Unido, países que dieron forma a la vigen-
te estructura socioeconómica mundial.

Nada más adecuado para captar y precisar la naturaleza de 
este liderazgo mundial, impuesto paso a paso bajo el liderazgo 
del centro capitalista, que observar las actuaciones concretas 
organizadas bajo el título de “diplomacia presidencial” (Ló-
pez-Vallejo, 2013). Se destacan cuatro características de esta 
“diplomacia de cumbres”: primera, el diálogo directo entre 
las autoridades mundiales para discutir problemas globales; 
segundo, la inclusión creciente de actores no estatales; tercero, 
una agenda de carácter global en la cual se amortigua paso a 
paso la presencia de temas de carácter doméstico, y cuarto, el 
rechazo a crear todo tipo de institucionalidad. En definitiva, 
asegura el autor, la gobernanza global se ubica en un epicentro 
bicéfalo: por un lado, la onu promotora de la legalidad, aunque 
supeditada a las potencias del Consejo de Seguridad; pero, por 
otro lado, la cabeza es detentada por Estados Unidos. Jesús Ga-
llegos Olvera (López-Vallejo, 2013: 69) pone en boca de Obama 
la expresión que sintetiza con precisión su postura al respecto: 
“fueron USA y UK […] los que dieron forma a un mundo en el 
que las naciones podían surgir con libertad y prosperar”.

Cualquier historiador o científico social familiarizado con 
la evolución centenaria del sistema global dará la razón al ex-
presidente Obama. Pero tal afirmación no sólo es acertada en 
relación con la evolución histórica del capitalismo mundial. 
La tarea específica en los comienzos del siglo xxi debe centrarse 
en analizar la evolución reciente del sistema internacional des-
de la perspectiva hoy dominante de la gobernanza global.

Tras analizar las opiniones previamente presentadas, las 
cuales dan a entender al menos dos posiciones teóricas bási-
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cas, parece oportuno cerrar este breve análisis aludiendo a la 
perspectiva económica representada por sendos artículos: el 
primero elaborado por Ana Bárbara Mungaray Moctezuma y 
Saúl Oziel López Llanos, y el segundo firmado por Zirahuén 
Villamar. En el primer artículo mencionado se detecta la ambi-
güedad típica de diversos analistas. Por una parte, se reconoce 
que la gobernanza dominante tiene el objetivo de lograr que 
los mercados funcionen eficientemente, lo cual requiere, en el 
caso de la seguridad energética, que la gobernanza deba ma-
nifestarse en la congruencia de las políticas energéticas en un 
marco global de gobernanza (López-Vallejo, 2013). La pregunta 
obvia se refiere al origen de esa congruencia, es decir, cuál es 
el marco teórico y político que nos permite constatar dicha 
congruencia. Los autores mexicanos concentran su atención 
en el caso de México y se fijan en la última reunión del Foro 
Internacional de Energía, inaugurado en Sudáfrica en 1991 
(López-Vallejo, 2013). En este foro se subrayó la primacía del 
mercado internacional para organizar las relaciones alrededor 
del petróleo y la seguridad energética. El comentario explícito 
de ambos autores es que “al observar este tema aparecen los 
problemas esenciales de la gobernanza en un tema dominado 
por la interdependencia compleja” (López-Vallejo, 2013: 146). 
Su comentario final se sintetiza en una doble pregunta: ¿por 
qué el sistema global se encuentra disperso y qué mecanismos 
motivarían la aparición de una gobernanza global integral que 
actúe sobre los problemas existentes? Las dudas de los autores 
se refieren al tipo de procesos que dan autoridad, legitimidad y 
consenso a ciertos objetivos de la gobernanza.

Tan amplios comentarios y cuestionamientos exigen un 
análisis y una evaluación más rigurosa. Tal tarea, en nuestra 
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opinión, es la que lleva a cabo con sobrado rigor Zirahuén 
Villamar (López-Vallejo, 2013). Ante cuestionamientos tan 
ambiguos y abstractos, como los arriba expuestos, Zirahuén 
no se refiere en general a la primacía del mercado interna-
cional. Él señala, en concreto, la actuación del G-20 como 
generador de la coordinación económica mundial, conocida 
como “Gobernanza Económica Global” (geg). Proceso his-
tórico iniciado en 1989 por Willy Brandt y asumido en 1994 
por las Naciones Unidas. Para captar las fuerzas sociales y los 
intereses concretos envueltos en la geg, Zirahuén enumera 
sus integrantes: el grupo de los G-7, el bm, el fmi y los clubes 
de gobernanza. Desglose que nos acerca, en mi opinión, al 
planteamiento concreto defendido en este mismo volumen 
por Marcela López-Vallejo. Se trata, por tanto, de captar los 
orígenes históricos de este movimiento de la gobernanza.

Zirahuén ve el comienzo de esta estrategia en 1975, cuan-
do el presidente francés, Valery Giscard d’Estaing, plantea la 
creación del G-8 para dar respuesta a la crisis severa del capi-
talismo mundial. Pero hay que esperar hasta 2005 (López-Vallejo, 
2013) para comenzar a ubicar las posiciones otorgadas al mundo 
subdesarrollado. En otras palabras, frente a la crisis mundial 
capitalista, exacerbada en los años setenta del siglo xx, los 
países históricos creadores del sistema mundial se organizan, 
generan sus posibles soluciones y gradualmente concentran sus 
respuestas en las diversas acepciones del término gobernanza. 
Tal proceso global, como era de esperarse, no nace en la periferia 
del sistema capitalista mundial. En los años previos hubo ya 
preocupación por el impacto inevitable de esta evolución capi-
talista sistémica en las posiciones del mundo subdesarrollado. 
Pero fue la crisis desatada en Estados Unidos por la debacle de 
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Lehman Brothers, la que obligó a los países del centro capita-
lista a tomar medidas urgentes. El G-20, en concreto, comenzó 
generando agendas ambiguas, agravadas por la inestabilidad 
monetaria. El resultado de esta incertidumbre es percibido por 
el geg en 2009 (López-Vallejo, 2013).

Evaluación de la gobernanza desde la periferia

La descripción y la evaluación del concepto de la gobernanza 
han sido objeto en las tres últimas décadas de un amplio y 
detallado proceso de análisis que conserva todavía hoy toda su 
vigencia (Hernández de Gante et al., 2010). Dada la crisis 
reinante actual en el sistema mundial, es impostergable el 
realizar una evaluación crítica de las variadas interpretaciones 
de la gobernanza, tomando como punto de partida la posición 
y el papel que México desempeña hoy día en el concierto del 
sistema global. La primera afirmación que requiere nuestro 
análisis es la defendida por Luis F. Aguilar, quien destaca “las 
inercias pertinaces del pasado”. Retomando una posición muy 
generalizada en México a partir del sexenio de Miguel de la 
Madrid Hurtado (1982-1988), Aguilar defiende la tesis del 
“agotamiento del modelo de desarrollo” aplicado en México 
durante varios sexenios. La consecuencia lógica, en su opi-
nión, es que con la introducción de la estrategia neoliberal se 
superaría el “agotamiento” de los sexenios proteccionistas.

Afortunadamente, contamos en México con las investiga-
ciones de reconocidos científicos que demuestran la inexacti-
tud de esas críticas neoliberales. Tomemos, por ejemplo, algu-
nos datos cuantitativos elaborados y comentados por José Luis 
Calva en el libro México más allá del neoliberalismo (2000). 
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Un primer objetivo se refiere a los indicadores cuantitativos 
de los instrumentos de la estrategia neoliberal (Calva, 2000). 
El primer dato es la inversión pública en millones de pesos 
que en 1980 era de 486.17 y que en 1999 cayó a 205.78. Algo 
semejante ocurrió con el gasto público en fomento industrial: 
en 1980 fue de 549 millones de pesos y en 1999 cayó a 279.4. 
Estos datos y otros semejantes comentados por José Luis Calva 
demuestran que “las estrategias macroeconómicas desplegadas 
bajo el modelo neoliberal no han logrado sus objetivos. La in-
versión pública federal en un sector clave, como lo es el sector 
energético: los porcentajes de inversión cayeron del 4.12 por 
ciento en 1982 al 1.11 por ciento en 1999” (Calva, 2000: 92). 
El comentario de José Luis Calva es aleccionador: mientras la 
reducción del gasto público fue brutal, no se hizo ningún esfuer-
zo eficaz por incrementar la recaudación del gobierno federal. 

Un tercer dato que se ha agravado año con año desde 
1982 son los ingresos por exportación de mano de obra (Cal-
va, 2000). Así las remesas de los trabajadores expatriados 
en millones de dólares pasaron de 1,043 en 1982 a 6,315 
en 1999. Pero, aclara José Luis Calva: si bien aparece este 
dato en el haber de la balanza de pagos, este renglón debe 
cargarse al debe de la conducción neoliberal de la economía 
mexicana. La razón de este crecimiento (que ha continua-
do posteriormente) se debe a la conducción neoliberal de 
la economía mexicana porque estos ingresos, procedentes 
del trabajo realizado por ciudadanos mexicanos residentes 
en Estados Unidos, reflejan la incapacidad de la economía 
mexicana —neoliberal, insistimos— al no ofrecer empleos 
a su fuerza laboral nacional y al no desplegar un verdadero 
proyecto nacional de industrialización.
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Otro autor que brinda al mismo tiempo críticas objetivas 
y cuantitativas del modelo socioeconómico aplicado por los 
gobiernos neoliberales y propuestas concretas para superar la 
crisis galopante es el economista Stiglitz (2010). Sus análisis se 
centran, primero, en la actuación del gobierno estadounidense, 
pero después estudia con sentido crítico las repercusiones de 
esta estrategia neoliberal en la periferia latinoamericana. Sti-
glitz considera, primero, la gestación de la crisis capitalista 
en los últimos lustros del siglo xx en Estados Unidos, donde 
alternaron los rescates apoyados en un conjunto de políticas 
incoherentes (Stiglitz, 2010), promovidas por el fmi, como 
era de esperarse. Si la enfermedad agudizada de la economía 
estadounidense —por ejemplo, la burbuja inmobiliaria— afec-
tó a toda la sociedad norteamericana, Stiglitz menciona de 
inmediato las recetas enviadas e impuestas a la periferia la-
tinoamericana. Esas recetas fueron exportadas desde Estados 
Unidos, pero por medio del fmi, y con el agravante de que 
fueron servilmente aceptadas por la periferia latinoamericana. 
La situación se complicó, como lo observa Stiglitz (2010), 
porque Estados Unidos giró de la manufactura a los servicios. 
Esta política antiindustrial, que ahora pretende contrarrestar 
el presidente Trump, dio la ventaja ya desde entonces a los 
países asiáticos. Así es como la crisis de Estados Unidos, 
iniciada hace décadas, se ha incrementado en el siglo xxi 
porque países como China y Corea del Sur producen más de 
lo que consumen.

Ante la crisis galopante, Estados Unidos aplicó medidas 
descaminadas que no resolvían el retraso industrial y que se 
centraron en la política crediticia del sector financiero. Las 
consecuencias fueron inmediatas: en el año 2008 hubo 1.8 
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millones de empleos perdidos, con el agravante de que Bush, 
en vez de ayudar a los dueños deudores de viviendas, optó 
por prestar dinero a los bancos (Stiglitz, 2010). Los bancos 
se recapitalizaron, pero el país estadounidense no mejoró a 
través de las exportaciones manufactureras, como sigue suce-
diendo en Asia (Stiglitz, 2010).

La crisis tampoco se resolvió con Obama porque se man-
tuvo el asistencialismo corporativo. De ahí que la pregunta 
actual desde México es cómo impactaron estas medidas esta-
dounidenses a nuestro país. El comentario de Stiglitz (2010) 
es aleccionador: en Estados Unidos vieron desarrollarse lo 
mismo que habían visto en la periferia mexicana y latinoa-
mericana. Lo mismo que había ocurrido en México a partir 
de 1975 (cuando arranca la devaluación inmisericorde de la 
moneda mexicana) se repitió en Estados Unidos, donde los 
banqueros se enriquecieron, mientras las arcas públicas se 
vaciaban. El comentario final de Stiglitz ante la equivocada 
estrategia anticrisis de Estados Unidos es instructivo y preo-
cupante desde México, porque posponer el ajuste de cuentas 
no era más que repetir lo que se había hecho con los países 
subdesarrollados (Stiglitz, 2010).

Al finalizar su extenso análisis de la crisis financiera, Sti-
glitz formula una pregunta que nos concierne en México y 
América Latina: ¿cuál debería ser la ventaja comparativa de 
Estados Unidos y de América Latina? (Stiglitz, 2010). Además 
de exponer recomendaciones tan obvias como mantener el 
pleno empleo y la seguridad social, Stiglitz menciona inespe-
radamente una recomendación que se ajusta al tema central 
de nuestro comentario: el Estado debe “regular mejor la gober-
nanza corporativa” (Stiglitz, 2010), porque, una vez más, el 
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autor insiste en que la periferia es la más golpeada. Más aún, 
las políticas aplicadas por el fmi no han hecho más que incre-
mentar la crisis. De tal manera, concluye Stiglitz, que hoy día 
el fmi y el bm no practican lo que “pontifican” (Stiglitz, 2010). 
La conclusión, desde nuestra perspectiva, se centra inespera-
damente en el tema de la gobernanza, denunciada por Stiglitz 
en el contexto del Consenso de Washington, porque es “la 
estrategia que promueve la privatización en la periferia para 
beneficiar a las empresas extranjeras” (Stiglitz, 2010: 266).

Conclusión: ¿cuál ha sido el impacto real de la gobernan-
za? Al concluir los comentarios sobre la utilización del con-
cepto de la gobernanza llegamos a una doble constatación. En 
primer lugar, el concepto nace y es de uso cotidiano entre los 
políticos y politólogos relacionados o promotores de la nueva 
gestión pública. Los demás científicos sociales describen y 
analizan las manifestaciones de la crisis hoy día persistente, 
pero no las conceptualizan acudiendo al concepto de la gober-
nanza. En este sentido, llama la atención el uso constante y 
esmerado que hace Luis F. Aguilar del concepto y las escasas 
referencias que pueden encontrarse en otros autores, tales 
como los coordinadores y colaboradores en el libro La reconfi-
guración neoliberal en América Latina (2010). Todos los auto-
res incluidos, desde su particular punto de vista, mencionan, 
describen o citan las consecuencias de la “gobernanza”, pero 
no usan el término. En efecto, todos los colaboradores del cita-
do texto pueden situarse en función de dos bloques: primero, 
la ciudadanía y, segundo, las repercusiones de la adopción de la 
estrategia neoliberal. No obstante, ninguno de los colaboradores 
describe los fenómenos sociopolíticos que son de su particular 
interés acudiendo al concepto de la “gobernanza”. Unos hablan, 
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por ejemplo, de la falta de credibilidad en las instituciones polí-
ticas latinoamericanas. Otros se refieren a los retos democráti-
cos que enfrentan los diseños de las constituciones en América 
Latina. Otros politólogos, como el español Manuel Alcántara, 
se dejan seducir por los supuestos cauces democráticos que 
se han experimentado en América Latina durante las últimas 
décadas. Aunque a renglón seguido denuncian “la falta de legi-
timidad de las instituciones, la fragilidad del Estado de derecho 
[…] o los efectos del populismo” (Hernández de Gante et al., 
2010: 7).

En el caso de México, Citlali Villafranco y Orlando Delga-
do atribuyen el diseño de nuevas reglas electorales, por ejem-
plo, a la falta de legitimidad del presidente Carlos Salinas de 
Gortari. El impulso de ahí nacido desembocó en la generación 
de bases productoras de una competencia electoral más equi-
tativa. Mencionemos, para finalizar, el bien documentado 
capítulo escrito por Alicia Hernández. La autora reconoce 
que existen razones para aludir al nuevo fracaso del capita-
lismo reinante, pero a continuación apunta “a una forzosa 
línea divisoria entre lo bueno y lo malo del neoliberalismo” 
(Hernández de Gante et al., 2010: 7). En efecto, siguiendo su 
propio planteamiento, la autora sienta al neoliberalismo en el 
banquillo de los acusados. Además de los indicadores tradicio-
nales socioeconómicos, la autora analiza el tema del Estado 
y su soberanía (Hernández de Gante et al., 2010), y hace en 
este contexto una observación muy pertinente: en contra de 
la errónea idea de la desaparición del Estado en la estrategia 
neoliberal, Hernández insiste en que también las empresas 
particulares y el nuevo Estado neoliberal se necesitan mutua-
mente (Hernández de Gante et al., 2010).
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En definitiva, es menester concluir este cruce de opiniones 
que hemos llevado a cabo en las páginas previas. Un hallazgo 
evidente ha sido el constatar la íntima conexión existente en-
tre el neoliberalismo y gobernanza. ¿Cuál es el futuro, por tanto, 
de este término en América Latina? Su persistencia estará 
ligada al devenir de la estrategia neoliberal en Latinoamérica. 
Tema que ha llamado la atención de innumerables científicos 
sociales durante la última década en nuestro continente. Una 
síntesis de tales opiniones es la presentada en el libro editado 
por Carlos Figueroa Ibarra y Blanca Laura Cordero Díaz en el 
año 2011.

En la presentación del volumen se liga la crisis vigente 
del neoliberalismo con el surgimiento de una voluntad pos-
neoliberal, que se evidencia, en opinión de los editores, con 
la aparición en América Latina de múltiples movimientos y 
políticas públicas dedicadas a demostrar y lograr la superación 
definitiva de la estrategia neoliberal. Deseos muy comprensi-
bles, en nuestra opinión, que están ligados a temas cruciales 
como el Estado, la democracia, la soberanía y la existencia 
del Estado nacional en los países latinoamericanos. En defi-
nitiva, según creemos, el futuro triunfo de estos movimientos 
antineoliberales en América Latina está unido a la siguiente 
afirmación de los editores:

Habida cuenta de que las economías latinoamericanas están 
insertas en el sistema global capitalista, el cuestionamiento 
que se ha hecho el posneoliberalismo en la región es cómo ar-
ticularse a la globalización contemporánea (Figueroa y Cordero, 
2011: 14).
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La reciente propuesta de Luis Fernando Aguilar

La propuesta clásica de Luis F. Aguilar, comentada en el pri-
mer apartado, y las múltiples repercusiones analizadas en el 
segundo, se enriquecen hoy día con la reciente propuesta pre-
sentada personalmente por Luis F. Aguilar bajo el título: Tiem-
pos nuevos y nuevas exigencias para la política pública. Se 
trata de una conferencia presentada oralmente en el Instituto 
de Ciencias de Gobierno y Desarrollo Estratégico de la buap el 
día 14 de agosto del año en curso.

Todos los interesados por la evolución teórica y práctica 
de la vigente discusión sobre la utilidad de la gobernanza en el 
México contemporáneo acudimos presurosos al mencionado 
Instituto Universitario para captar el nuevo aporte teórico de 
Luis F. Aguilar sobre el tan discutido tema de la gobernanza. 
Es obvio reconocer que los primeros interesados en esta expo-
sición oral eran los oyentes dedicados al análisis y evaluación 
de las políticas públicas en México durante el periodo neoliberal. 
Pero también los sociólogos, como es mi caso, y los demás 
científicos sociales seguimos desde hace tiempo con innegable 
curiosidad la evolución multivariada experimentada por el 
concepto de la gobernanza, sobre todo desde que comenzó a 
implantarse en 1982 la estrategia neoliberal en México.

Las preguntas de los asistentes era obvias y variadas: ¿man-
tendrá Luis F. Aguilar hoy día su postura tradicional sobre tal 
temática ampliamente dada a conocer desde hace varias déca-
das en numerosos escritos?, ¿seguirá vigente el análisis de la 
gobernanza, pero aplicado ahora a la nueva estrategia oficial 
impuesta en México por el presidente Andrés Manuel López 
Obrador?, ¿están en vías de desaparecer los “cadáveres en el 
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clóset” identificados en 2013 por Luis F. Aguilar?, ¿se percibe 
en el México actual alguna disminución del “hiperestatismo, 
el autoritarismo, el populismo y el nacionalismo de clausura” 
que anegaron el ambiente sociopolítico de México durante 
décadas?, ¿piensa todavía Luis F. Aguilar que hoy día se revive 
la insurgencia de los ciudadanos enarbolando la bandera de la 
transición democrática?

Desde el comienzo de su intervención, Luis F. Aguilar enu-
meró con precisión los temas que no cambian en las políticas 
públicas: el objeto del conocimiento de las políticas públicas, 
la decisión directiva de los gobiernos y la estructura del proceso 
decisional del gobierno. En definitiva, asegura el ponente, la 
disciplina no cambia, pero los tiempos sociales sí. Por tanto, 
aunque la lógica de la disciplina siga igual, “las políticas cam-
bian, porque cambian la agenda, los problemas, los actores y 
el análisis de los problemas”. Por ello, asegura Luis F. Aguilar, 
vivimos nuevos tiempos sociales, económicos y políticos. Así 
pues, la disciplina debe dar respuesta a las nuevas exigencias. 
Tarea que él mismo sintetiza, acertadamente, desde una doble 
perspectiva.

El itinerario de la disciplina

La síntesis comentada acertadamente por Luis F. Aguilar abarca 
dos territorios vecinos pero contrapuestos, cuyos funciona-
mientos complementarios resultan indispensables para captar 
el auténtico rol que desempeñará la interpretación neoliberal 
de la gobernanza. Se trata, en primer lugar, de los gobiernos 
norteamericanos y europeos, cuyo principal instrumento es la 
ley. Estamos situados en el centro del sistema capitalista global, 
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en donde encontramos “gobiernos de leyes, antes que de polí-
ticas”. El resultado neto es “el beneficio público con los meno-
res costos posibles”. El prerrequisito indispensable para conse-
guir la efectividad de la acción del gobierno es “el conocimiento 
económico, social, ambiental e ingenieril”. Convencimiento, por 
cierto, derivado de Harold D. Lasswell, fundador en los años 
cincuenta de esta disciplina.

La consecuencia notoria en los países del centro capitalista, 
sobre todo en Estados Unidos, es “la observable fortaleza del 
Estado”, ya que los gobiernos eran los principales decisores 
públicos con el apoyo de su círculo de asesores. Luis F. Aguilar, 
por tanto, no tiene más remedio que subrayar “la autonomía 
y el protagonismo gubernamental”. Para los lectores situados 
en México, en la periferia capitalista, es indispensable recordar 
la recepción de la disciplina en nuestro país. Qué ocurrió en 
México hace 30 años, se pregunta Luis F. Aguilar. El resultado 
palpable, se nos dice, es la crisis fiscal y la crisis política en los 
regímenes autoritarios latinoamericanos.

En el caso de México, aclara nuestro ponente, esta crisis de 
ineficiencia gubernamental era una crisis del autoritarismo por 
ilegitimidad. En América Latina los gobiernos autoritarios care-
cían de controles, “pues no existían procesos electorales indepen-
dientes y justos”. ¿Cómo explicar estas carencias típicas de las 
naciones latinoamericanas? En este punto, Luis F. Aguilar aban-
dona el enfoque continental y concentra su atención en “la crisis 
fiscal del Estado desarrollador mexicano”. ¿Cuándo comienza 
la crisis en México? La respuesta es contundente: “al final del 
sexenio de J. L. P. que destruyó capitales, patrimonios y fuerza 
de trabajo calificada”. Este impacto se difundió, primero, en las 
instituciones académicas y después en la sociedad política y civil. 
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¿Qué hacer frente a esta debacle? Podemos preguntarnos. 
Luis F. Aguilar nos responde: “Personalmente, me metí de 
lleno en el estudio de las políticas públicas (pp) con el fin 
de reivindicar la efectividad y eficacia directiva del gobierno”. 

La contribución mexicana y latinoamericana ha sido la 
insistencia para “reivindicar y reconstruir la naturaleza 
pública de las políticas que implica la legalidad, búsqueda del 
interés público y la participación ciudadana en la definición 
de las políticas públicas, así como en su implementación y 
evaluación”.

Los residentes en México desde hace décadas podemos 
preguntarnos por qué esta búsqueda ciudadana no ha tenido 
éxito. En otras palabras, nos cuestionamos por qué en México 
—y en América Latina— no se ha logrado la efectividad direc-
tiva del gobierno. La respuesta de Luis F. Aguilar es nítida y 
contundente: “la transición democrática en México se centró 
en la alternancia electoral más que en la instauración plena 
del Estado de derecho”. En este punto la postura del autor es 
definitiva: “sólo después de muchos años de alternancia polí-
tica […] nos cayó el veinte de que el gobierno democrático es 
gobierno de leyes”. De ahí que en los años ochenta, que fue el 
tiempo de la crisis financiera y política, se hablara de gobier-
nos fallidos por su inefectividad e ilegalidad.

La interpretación de la crisis política mexicana

Una vez reconocida la magnitud de la doble crisis, económica 
y política, surgió en México la transición democrática. Aquí el 
planteamiento de Luis F. Aguilar, que recogemos de la confe-
rencia citada anteriormente, se nos hace cuesta arriba a los 
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residentes en México desde la época de Luis Echevarría Álvarez 
y de José López Portillo, porque nunca observamos “la ola de 
democratizaciones ocurridas al final del siglo pasado, que 
sepultaron el autoritarismo padecido”. Luis F. Aguilar atribuye 
tal éxito democrático a la doble política de ajuste en los ingre-
sos y en los gastos públicos. El supuesto fue y sigue siendo que 
“los mercados y las economías abiertas generan la plataforma 
de crecimiento, que antes era exclusivamente gubernamental”.

La política de ajuste exigió redimensionamiento del sector 
público y “apertura de los mercados, contratación de privados 
para la provisión de bienes y servicios públicos, privatizaciones, 
etcétera”. Hablamos, por tanto, del arreglo institucional conoci-
do como el Estado neoliberal. Este arreglo, insiste Luis F. Agui-
lar, es neoliberal y democrático por lo cual ha marcado “la vida de 
las naciones y de México”. En síntesis, se trata de un tanque 
de oxígeno para el bienestar de muchos países. Han sido años 
felices para muchas naciones y gentes, aunque no para todos.

De hecho, la configuración liberal-democrática empezó 
a tener problemas con la crisis de 2008, que fue dominada 
financieramente y provocó “la sustitución de las poblaciones 
occidentales originarias por poblaciones de migrantes con otra 
cultura”. Nos enfrentamos así a la desigualdad del “orden neo-
liberal mundial”. Luis F. Aguilar analiza esta crisis mundial 
hoy día vigente y detecta varios indicadores actuales preocu-
pantes. En primer lugar, se ha profundizado la decadencia de 
la democracia controlada por una oligarquía de partido. Hoy 
los partidos, se nos asegura, son los dueños de la democracia, 
sin ser representativos de la sociedad. Se percibe también, a 
nivel mundial, el “crecimiento de la violencia, la corrupción 
y la fragmentación social”. Todas estas fallas, se nos dice, im-
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plican que “el consenso neoliberal y el consenso democrático 
están en problemas y en proceso de cambio”. 

Igualmente se cuestiona el rol jugado por los mercados por 
no haber promovido el cambio de la situación del desarrollo. 
El resultado de esta inestabilidad sociopolítica es “el retorno 
hacia el estatismo, los nacionalismos, los presidencialismos y 
los autoritarismos”. En consecuencia, remacha Luis F. Aguilar, 
“hoy se perfila en varios países un regreso hacia un Estado-go-
bierno posneoliberal y una política posdemocrática”. Estamos, 
por tanto, en un nuevo tiempo político-institucional, por lo 
cual nuestra tarea consiste en “entender, explicar y contribuir 
a encontrar la solución a nivel nacional y global”. 

Las exigencias del “tiempo nuevo” 

Los preocupantes planteamientos globales, formulados en el 
apartado previo, se convierten —de acuerdo con una profunda 
lógica neoliberal— en un antecedente adecuado para encauzar 
la evaluación del presente político mexicano. En la segunda 
parte de su conversación, aclara Luis F. Aguilar, la preocupa-
ción consiste en “entender las exigencias del nuevo tiempo 
político-institucional mexicano”. Hablamos, por consiguiente, 
de la situación originada en México al concluir el sexenio de 
Enrique Peña Nieto. En este momento, instalados ya en el 
nuevo sexenio, “el nuevo régimen político, el gobierno y su 
proyecto institucional son más problema que respuesta, más 
compromiso que realidad”.

Ahora el planteamiento general consiste en “conocer si 
son idóneas y eficaces las acciones que se están decidiendo 
para realizar los objetivos, tales como la reducción de la desigual-
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dad y de la pobreza”. Más a fondo hay que preguntarse si el 
diseño de las decisiones es presidencial, sin participación de la 
ciudadanía. Hoy nuestra pregunta tiene dos niveles: el primero 
referido al modo de gobernar y el segundo concierne al tipo 
de acciones emprendidas. En definitiva, se trata de saber si el 
estilo presidencialista de amlo es más efectivo que el abierto 
y compartido. Queremos conocer, en concreto, “si las acciones 
de la política anticorrupción, antipobreza, educativa, etcétera, 
son idóneas y efectivas”.

La obtención de respuestas adecuadas implica la superación 
de ciertos defectos: primero, el persistente enfoque guberna-
mental del diseño de las políticas; segundo, la fragmentación de 
las políticas; y tercero, la resistencia a aceptar la participación 
de los ciudadanos. El avance de estas posibles deficiencias nos 
exige reconocer que “el mundo ha cambiado, mientras que se-
guimos pensando que la gobernanza es la acción de un gobierno 
soberano, poseedor de ingentes recursos, pero con una sociedad 
dependiente y subordinada”. Hoy se ha puesto en evidencia 
que los gobiernos no poseen todos los recursos necesarios. Se 
requieren recursos que “están en posesión de los actores eco-
nómicos, sociales e intelectuales que están fuera del gobierno”.

Llegamos así, concluye en sus párrafos finales Luis F. Agui-
lar, al mundo contemporáneo, en el cual la nueva gobernanza 
pública implica “interdependencia, interlocución, coordina-
ción, coautoría y corresponsabilidad entre el sector público y 
el privado”. Si se revierte este modelo de gobernar se generarán 
situaciones de ingobernabilidad y decadencia. Es innegable 
que “esta nueva gobernanza pública no es antigubernamental, 
pero exige líderes capaces de coordinar las acciones de la 
sociedad con diversos intereses”.
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De ahí que el defecto mayor del ejercicio actual de nues-
tra disciplina es que “no estudia, analiza o diseña la pp como 
parte e instrumento de la nueva gobernanza pública”. En estas 
afirmaciones no sale a relucir el nombre de amlo, ni de su 
gobierno, pero se insiste en que “en nuestros países partici-
pan más actores que el actor gubernamental y se ponen en 
juego más recursos que los gubernamentales”. Asimismo, 
“se comparten la información, el conocimiento y los recursos 
financieros y productivos del gobierno con los recursos que 
poseen otros actores distintos del gobierno y políticamente 
independientes”.

En definitiva, afirma Luis F. Aguilar, “este gobernar en 
modo de cogobierno y cogestión parece ser algo que la disci-
plina no ha asumido”. Es de esperar que en los años por venir 
la nueva gobernanza pública acredite su capacidad directiva, 
“sin quedar capturada por los oportunismos de los políticos y 
de los empresarios”.

Tras subrayar un defecto tradicional en México, el parti-
cularismo, es decir, centrarse en un problema particular (edu-
cación, salud, etcétera) sin registrar sus relaciones con otros 
factores, se requiere, por tanto, una perspectiva integral de 
análisis y un haz coherente de políticas públicas. Luis F. Agui-
lar celebra los esfuerzos actuales de anticorrupción y austeri-
dad porque el gobierno no poseerá todos los recursos requeridos 
para llevar a cabo su función pública. Se necesitan recursos que 
“están en posesión de los actores económicos, sociales e inte-
lectuales que están fuera del gobierno”. 

Para concluir, podemos mencionar la pregunta explicitada 
por Luis F. Aguilar que realizó hace menos de una década: 
“¿Es posible seguir hablando, al viejo estilo, de un gobierno 
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o de un conjunto de agentes asociados que puedan sostener 
la función directiva de la sociedad en su conjunto?” (Aguilar, 
2013: 123). Esta pregunta final nos ofrece ahora la oportunidad 
en México de referirnos al tema del “Estado cooperativo”, 
acertadamente mencionado por Aguilar. Se trata de trans-
formar el Leviatán tradicional en un Estado cooperativo, en 
contraposición a la tradición del Estado coactivo. Aguilar com-
pleta su sugerencia refiriéndose a los politólogos alemanes, 
para quienes “gobernanza moderna significa una forma de 
gobernar más cooperativa”. En otras palabras, aclara Aguilar, 
“hoy día la separación nítida entre el Estado (gobierno) y la 
sociedad civil se ha ido desvaneciendo” (Aguilar, 2013: 117). 

¿Cómo se ha producido este “desvanecimiento”?, pode-
mos preguntarnos. Una respuesta iluminadora es la propor-
cionada, en concreto, por el comportamiento hace décadas de 
la nación alemana. Quienes residíamos en Alemania en los 
años sesenta, pudimos observar el regreso casi total de los mi-
les de trabajadores españoles que habían residido y trabajado 
durante dos o tres largas décadas en las más diversas empresas 
alemanas, reconstruidas a partir de la terminación de la Se-
gunda Guerra Mundial (1939-1945). ¿Por qué volvieron ines-
peradamente los obreros españoles hacia la España franquista 
y carente de oferta laboral adecuada, tras dos décadas escasas 
de la terminación definitiva de la Segunda Guerra Mundial? 
La explicación no se encuentra en el lado hispano, que nunca 
generó en la península los requeridos puestos de trabajo. Por 
el contrario, fue la nueva política industrial y laboral llevada a 
cabo en territorio teutón gracias a la colaboración del gobierno 
y de las empresas alemanas. El abandono del suelo alemán 
por parte de estas empresas germanas no significó el debilita-
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miento del gobierno, ni del Estado alemán. Antes bien, esta 
transferencia geográfica de empresas como la Volkswagen en 
1964 desde Alemania hasta Puebla produjo un nuevo tipo de 
“hermandad” entre ambas naciones. El Estado alemán no se 
debilitó, sino que promovió un nuevo tipo de colaboración de 
“empresas” mexicanas, es decir, en este caso poblanas, con las 
emprendedoras y neoliberales empresas alemanas.

Las consecuencias para nada inesperadas de tal estrategia, 
llevada a cabo por países del primer mundo, tales como Ingla-
terra, Estados Unidos, Francia, Japón y Corea del Sur, se han 
generado en los países de la periferia, merced a la gobernanza 
neoliberal impulsada gracias a la estrecha colaboración nacio-
nal e internacional protagonizada al alimón por los gobiernos 
nacionales y las empresas transnacionales radicadas en países 
de la periferia capitalista. Los resultados migratorios que hoy 
padecemos en México y Centroamérica no son más que un 
triste recuerdo de la emigración protagonizada en contra de su 
voluntad por los antiguos trabajadores españoles, inesperada-
mente expulsados de Alemania.
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Introducción

El presente trabajo tiene el propósito de utilizar el enfoque 
teórico de la gobernanza, el cual nos deja describir las estruc-
turas y los procesos de toma de decisiones que permiten que 
un Estado, organización o grupo de personas, conduzcan 
asuntos que tienen un impacto y relevancia en la vida coti-
diana de las personas. El más obvio entre ellos es el gobierno 
que dirige su país, así como las administraciones y grupos que 
garantizan su seguridad y eficiencia (Colomer, 2014).

Por otro lado, la perspectiva liberal en donde el papel del 
Estado debe ser menor ante la actividad de otras organizacio-
nes, grupos sociales, actores políticos u organizaciones no 
gubernamentales, nos permite entender muchas veces porqué 
en ocasiones los esquemas de cercanía, colaboración y accio-
nes no anticipadas dentro de la visión de éste, son emprendi-
dos en determinados momentos (Keohane, 1988: 379-396). 
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Así fue el acuerdo entre los presidentes de México y Estados 
Unidos en un momento en el que la violencia fue motor para 
que ambas desearan la colaboración cercana de sus gobiernos, 
sin necesidad de pasar esta decisión dentro del proceso buro-
crático de sus respectivas instituciones. 

Por lo tanto, la gobernanza global se entiende como “las 
relaciones (formales e informales) entre actores (gubernamen-
tales o no gubernamentales) a través de normas y reglas para 
identificar, entender, manejar y solucionar problemas que se 
ubican en diferentes estratos de autoridad y formas de ejercer 
el poder” (López, 2016: 473-492).

Pero no sólo son los gobiernos quienes rigen. Instituciones 
como el Fondo Monetario Internacional (fmi), el Banco Mun-
dial (bm) y las Naciones Unidas, por ejemplo, tienen una auto-
ridad reconocida en todo el mundo. Estos organismos adoptan 
un enfoque multilateral en los asuntos internacionales, reu-
niendo a líderes de los sectores públicos y privados, así como 
otros miembros de la sociedad. Ello para concretar objetivos 
comúnmente aceptados y abordar las amenazas de seguridad 
internacional.  

Cuando se refiere a gobernanza global como teoría es ne-
cesario ver que las relaciones de gobernanza entre actores son 
favorecidas por un contexto de globalización. También refleja 
una diversa gama de intereses, valores e ideas, por lo que 
implica dejar de lado la noción de que el Estado es la única 
autoridad. Igualmente hay que tener en cuenta que el mundo 
conlleva diversas relaciones entre actores con distintas inten-
ciones y temas diversos que llevan la finalidad de producir 
bienes públicos, aquellos en donde no hay rivalidad (pues el 
hecho de que una persona use un bien no excluye a otra de 
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usarlo). Para lograr obtener bienes públicos, las instituciones, 
los Estados y las sociedades deben compaginar sus agendas. 

En este trabajo se expone que la colaboración y la asocia-
ción de los Estados a veces no debe de obedecer a un proceso 
institucionalizado y vertical correspondiendo al orden jerár-
quico de acuerdo a como fueron creados, ya que a veces sus 
mandatarios pueden tener una acción autónoma de pactar, 
paralelamente y sin sometimiento de procedencia legal (ins-
titucionalizado), un acuerdo para la colaboración que desean 
emprender con otro(s) (Jervis, 1997-1998: 569-593). 

La informalidad de cómo se pueden desarrollar las accio-
nes de los Estados a partir de decisiones unilaterales por parte 
de actores estatales y no estatales, es una de las formas que 
permite que objetivos prioritarios logren impulsar ese sentido 
de actuar paralelamente al canal institucional, o el orden por 
el cual se deben de tomar decisiones para impulsar una política 
pública de Estado (Farrell, 2003: 471-641).

El mantener acuerdos que no son suscritos mediante le-
yes, tratados u otro tipo de obligaciones legales entre Estados, 
gobiernos, sociedad u otras organizaciones nacionales se pue-
de considerar como parte de un marco institucional informal 
porque es a voluntad expresa de las partes. Ésta será un arma 
de negociación para mantener esa voluntad o abandonarla 
para quien tenga el poder y control de causar los efectos más 
profundos en la relación, así como mantener un compromiso 
(Mearsheimer, 1994: 5-49).

Y éste es precisamente el enfoque de análisis de la go-
bernanza para entender cómo y por qué tanto México como 
Estados Unidos acordaron y mantuvieron su colaboración 
bilateral, a pesar de que fue un acuerdo espontáneo y mante-
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nido por dos administraciones norteamericanas de diferentes 
partidos políticos. En México estaba llegando el cambio de 
gobierno con un partido diferente y antagónico al anterior, 
tanto en ideología nacional como perspectiva internacional 
sobre el tema de seguridad y colaboración con Estados Unidos. 
El reto, pues, era cómo, para qué y por qué mantener (desde la 
perspectiva norteamericana) dicha colaboración. 

Es interesante ver el desarrollo de esta perspectiva de con-
tinuidad por parte de Estados Unidos, porque el argumento 
central que sostiene para seguir con este esquema de colabora-
ción es la seguridad de su país, el asecho de violencia en terri-
torio mexicano y del efecto que significaría dejar de apoyar a 
su vecino, socio y “aliado”.

El desarrollo de este trabajo es de la siguiente forma: se 
exponen las comparecencias de los funcionarios norteameri-
canos de la administración de Barack Obama; en un segun-
do momento la visión de los generales del Southcom y el 
Northcom, que exponen todo un panorama de los riesgos y 
las amenazas que han significado y pueden incrementarse en 
la frontera de Estados Unidos. Finalmente, la perspectiva y 
visión de los presidentes Barack Obama y Enrique Peña Nieto 
sobre la importancia de su colaboración en el tema de seguri-
dad y la trayectoria que han mantenido, así como los compro-
misos que desean asumir a futuro en esta relación; al mismo 
tiempo, se muestra el presupuesto que deseaba el presidente 
Obama fuera aprobado por el Congreso, señalando los costos y 
las acciones que se esperaban tener como resultado del apoyo 
al gobierno mexicano. 

En todos estos apartados se empleará el enfoque de la go-
bernanza para explicar el desarrollo de las perspectivas en las 
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comparecencias de los funcionarios norteamericanos, donde 
exponen sus preocupaciones y temores de que se deje de apo-
yar a México si no se aprobase (por parte del Congreso nortea-
mericano) el presupuesto solicitado como parte del esquema 
conocido como Iniciativa Mérida (im).

Comparecencias de los funcionarios norteamericanos

En la comparecencia del senador John Kerry para ser secreta-
rio de Estado en la administración del presidente Barack Oba-
ma en enero de 2013, los congresistas le inquirieron sobre la 
colaboración que se había construido con México bajo el es-
quema de la Iniciativa Mérida. Señalaban que el nivel de vio-
lencia e inseguridad en el país vecino era alarmante, además 
de que necesitaban saber si había logros y resultados que per-
mitieran palpar el trabajo conjunto de ambos países en el 
tema del combate al tráfico de drogas que seguía llegando a su 
país. 

El senador señaló que en los últimos 10 años se había 
fortalecido el trabajo conjunto en el tema de seguridad, faltaba 
mucho por hacer porque uno de los pilares de la Iniciativa Mé-
rida incluyó la reforma judicial. El gobierno federal y muchos 
de los estados mexicanos todavía tuvieron que pasar por una 
legislación interna para que cambiaran su sistema judicial (el 
cual era un sistema inquisitivo y pasaba a uno acusatorio). Sin 
embargo, a pesar del fortalecimiento de las relaciones entre 
estos países, Estados Unidos tuvo la necesidad de mejorar 
el trabajo con México, así como renovar la transparencia, la 
eficiencia y la calidad del sistema judicial (U.S. Government 
Printing Office, 2014a).
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El objetivo del gobierno de Estados Unidos, desde su pers-
pectiva, en una primera fase, fue asociarse con el gobierno 
mexicano para apoyar los esfuerzos de este último para que 
fortaleciera el Estado de derecho, las instituciones democrá-
ticas y los esfuerzos para combatir el crimen y la violencia. 
Esto a la vez generó que las instituciones de ambos países 
trabajaran juntas para promover la aplicación de la ley y la 
cooperación en seguridad pública, compartieran inteligencia 
e información de una manera muy efectiva, así como la res-
ponsabilidad de desafíos de manera única (U.S. Government 
Printing Office, 2014a).

Una de las preocupaciones de los congresistas norteame-
ricanos era el respeto a los derechos humanos y de la ley por 
parte de las autoridades mexicanas a la hora de implementar 
operativos de seguridad en el país, dado que eran recursos de 
la Iniciativa Mérida. Kerry recalcó que los presidentes Obama 
y Peña Nieto, así como el vicepresidente Joe Biden de Estados 
Unidos, se habían reunido para acelerar el proceso de reformas 
que se necesitaban en México tanto a nivel institucional como 
judicial. El compromiso que adoptaba el senador Kerry era que 
si lo nominaban como secretario de Estado trabajaría con su 
contraparte para mejorar y apoyar estos compromisos en la 
administración del nuevo presidente Peña Nieto, junto con or-
ganizaciones civiles que promovieran el Estado de derecho, la 
construcción de comunidades fuertes y la protección a la po-
blación vulnerable (U.S. Government Printing Office, 2014a).

El punto de vista del senador Kerry era el avance sobre el 
respeto a los derechos humanos que se debía dar en México y 
los resultados logrados, ya que serían importantes para com-
batir eficazmente a los narcotraficantes. Por lo que la perspec-
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tiva que debían tener los congresistas era la de mantener el 
financiamiento de la Iniciativa Mérida, sin esta ayuda no se 
darían los resultados que esperaba el gobierno del presidente 
Obama.

Asimismo, consideró que la Iniciativa Mérida había 
brindado capacitación a cerca de 19,000 oficiales federales 
mexicanos encargados de hacer cumplir la ley, en gran parte 
de la policía federal (pf) y la oficina del procurador general 
(pgr), incluidos más de 4,400 (pf) investigadores policiales 
desplegados en todo México. También capacitación a oficia-
les de las unidades de Policía del Estado Acreditadas (pea) 
de varios estados mexicanos. En el desarrollo del programa 
había aumentado la cantidad de oficiales de policía capaci-
tados. En 2012 se duplicó el número de policías capacitados 
(aproximadamente 2,000) a comparación de 2011 (aproxima-
damente 1,000 oficiales) (U.S. Government Printing Office, 
2013a).

Por otro lado, en una audiencia del Comité del Hemisferio 
Occidental ante el Sub Comité del Hemisferio Oeste llevada a 
cabo el 28 de febrero de 2013, los congresistas mostraron un 
gran interés en cerciorarse de los procesos que se llevaron a 
cabo bajo la Iniciativa Mérida, ya que a causa de la inseguridad 
en México y en toda Centroamérica, la seguridad estadouni-
dense estaba siendo amenazada. 

Roberta Jacobson, asistente de Asuntos del Hemisferio 
Occidental del Departamento de Estado, señaló en esa audien-
cia, respecto a México, que el presidente Peña Nieto aseguró 
que lucharía en contra del narcotráfico. La asociación del go-
bierno estadounidense con el presidente mexicano se pensaba 
que sería como con el anterior, quedándose de esta forma una 
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cooperación a largo plazo, pues en su momento Estados Uni-
dos se había asociado con países como Colombia para ayudar 
a enfrentar los desafíos regionales en temas de seguridad como 
era el combate al tráfico de drogas.

Además, se mencionó que en los últimos tres años se ob-
servó una disminución drástica en el consumo de drogas en 
Estados Unidos. Sin embargo, se reconoció que había mucho 
por hacer, los cárteles se fueron fragmentado y eran numero-
sos, lo que llevó a plantearse si era necesario que hubiese un 
punto de cooperación conjunto entre la aplicación de la ley de 
Estados Unidos y la de México (trabajando juntos era posible 
asegurar que no existieran grupos de narcotraficantes y así se 
reduciría el nivel de violencia y de producción de drogas) para 
que las fuerzas del orden pudieran enjuiciar y manejar (U.S. 
Government Printing Office, 2013a). 

Como se puede apreciar en esta discusión del Congreso 
de Estados Unidos con las declaraciones de Jacobson, es que 
la perspectiva que tenían los funcionarios del gobierno nor-
teamericano sobre México era el avance que habían tenido 
tanto en enfrentar a los narcotraficantes como en mantener 
la colaboración bilateral, dado que se trataba de una admi-
nistración de otro partido político a la del expresidente Fe-
lipe Calderón (con quien se inició esta relación). Es por ello 
que el convencimiento que hacían a los legisladores era que 
no se debía abandonar a su aliado porque éste era un tema 
vital para la seguridad regional y que el esfuerzo que se había 
logrado era una colaboración fuerte entre ambos países. 

Por otro lado, para los congresistas era importante el res-
peto a los derechos humanos; estas quejas manifestadas du-
rante la administración del presidente Calderón no se habían 
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atendido (desde el punto de vista de ellos) y ésta era preci-
samente una de las debilidades que presentaba el gobierno 
mexicano para seguir recibiendo recursos de la Iniciativa 
Mérida. 

Para el futuro secretario Kerry, lo principal estaba por venir 
con el presidente Peña Nieto. La reforma tanto al sistema judi-
cial como al de las instituciones de Estado, desde su punto de 
vista, era que la parte más importante de la colaboración entre 
los dos países se estaría dando con estos cambios. Apostaba a 
que la relación de colaboración se mantendría con la entrante 
administración de México porque él mismo se comprometía 
a trabajar con dicho país. 

Kerry no sólo observaba que era vital mantener el apoyo 
hacia México, sino también demostrar que el compromiso que 
iniciaron los presidentes Calderón y Bush debía de conservarse, 
tanto por los avances en materia de colaboración bilateral para 
combatir a los narcotraficantes como por el cambio y la acti-
tud de México para combatir el tráfico de drogas. Fue por ello 
que el senador se comprometía en mantener esta colaboración 
y avanzar más con el aliado que consideraba era importante 
para la seguridad norteamericana.

Jacobson había apoyado la postura de Kerry al señalar 
que el nuevo presidente estaba comprometido a continuar 
combatiendo a los cárteles en el país y que eso demostraba 
no sólo que era confiable, sino que la seguridad regional sería 
garantizada y de largo plazo. Esto era precisamente uno de los 
aspectos que se buscó por parte de los dos países cuando se 
estableció el esquema de la Iniciativa Mérida. Cuando Calde-
rón negoció el apoyo, significaba que la continuidad fuera lo 
prioritario sin importar la administración que lo sucediera, así 
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como la que fuera electa en Estados Unidos, ya que éste era 
un compromiso compartido.

En el mes de marzo el Comité de Inteligencia del Senado 
de Estados Unidos presentó el reporte: “Evaluación de las ame-
nazas mundiales”. En él se señalaba que la administración del 
presidente de México, Enrique Peña Nieto, había heredado una 
situación de seguridad compleja, marcada por la confrontación 
entre el Estado y los cárteles de droga, así como una fuerte preo-
cupación pública sobre los niveles de violencia y la cooperación 
en materia de seguridad sin precedentes con Estados Unidos. Se 
remarcó que el presidente mexicano había dicho que daría prio-
ridad a los esfuerzos para reducir la violencia e impulsaría refor-
mas destinadas a fortalecer el Estado de derecho que incluían: 
la transición de México a un sistema de justicia acusatorio, un 
régimen financiero más efectivo, la profesionalización de la po-
licía y el fortalecimiento de las capacidades de inteligencia del 
gobierno (U.S. Government Printing Office, 2013b).

Nuevamente se mencionaban los logros que había tenido 
el presidente Calderón, pero el énfasis en este informe no sólo 
era el compromiso que adoptaba el entrante presidente Peña 
Nieto para impulsar las reformas, sino también el anuncio de 
crear la gendarmería o policía militar. Consideraba que ésta 
sería una de las acciones clave para el avance de garantizar la 
reducción de la violencia y mejorar la seguridad ciudadana. 
También se decía que se había aprobado una ley que restringía 
las compras de alto valor en dólares y pesos, comúnmente uti-
lizadas para lavar dinero, que provenían de la venta de droga 
(como las compras del Estado) y que se requerirían de las insti-
tuciones del Estado para proveer de información y persecución 
del lavado de dinero (U.S. Government Printing Office, 2013b). 
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Si sumamos este informe a las comparecencias de Kerry y 
Jacobson, podemos ver que había una gran expectativa sobre 
la nueva administración en México bajo el liderazgo de Peña 
Nieto, se contemplaba no sólo el compromiso de la continui-
dad, sino también el trabajo interno que estaba realizando el 
gobierno mexicano para demostrar que las palabras del pre-
sidente se expresaban en acciones y sobre todo que había un 
deseo de que hubiese continuidad por parte del Congreso de 
Estados Unidos. 

Se puede observar que la postura de los congresistas era 
la de cuestionar el compromiso y los resultados, que desde su 
punto de vista no eran palpables, pero tanto para el senador 
Kerry como para Jacobson el trabajo era más bien la apertura 
en este tema por parte de México y que los primeros pasos 
ya se habían dado y estaba por garantizarse una tarea mayor 
interna en el gobierno mexicano para dar mejores resultados 
en el esfuerzo bilateral. 

Por otro lado, el senador Kerry y Jacobson en sus com-
parecencias, se habían concentrado en la continuidad de los 
compromisos de México para reformar sus instituciones de 
Estado, pero los generales expusieron una verdadera visión 
de seguridad y amenazas regionales a las que podría estar 
expuesto Estados Unidos.

Consideraban que no sólo era importante la continuidad, 
sino garantizar que este esfuerzo se siguiera dando por el bien 
y la seguridad de los ciudadanos y los intereses norteameri-
canos en México, ya que era su vecino y socio comercial. No 
era la cuestión de los montos o el manejo de los recursos de 
la Iniciativa Mérida lo que señalaron en sus comparecencias, 
sino la magnitud de las amenazas que podrían surgir del com-
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bate al narcotráfico, y específicamente a los narcotrafican-
tes, que ya eran clasificados como organizaciones criminales 
transnacionales (tco, por sus siglas en inglés). Era esencial el 
nombramiento de los nuevos secretarios de la Secretaría de la 
Defensa Nacional (Sedena) y Marina, no sólo porque los cono-
cían, sino porque deseaban seguir con la colaboración.

Otro de los responsables en la colaboración con México fue 
el director de la Administración de Control de Drogas (dea, 
por sus siglas en inglés), Michael Leonhart, quien mencionó 
en su reporte al Comité de Asignación del Presupuesto de la 
Cámara de Representantes, que la relación de trabajo de 
la agencia con el gobierno de México era excepcional, como 
lo demostraban más de 300 extradiciones en los últimos tres 
años. Sin embargo, los cárteles mexicanos y sus afiliados esta-
ban operando en ciudades de todo Estados Unidos. Por ejem-
plo, el cártel de Sinaloa controlaba el mercado de drogas en 
Chicago. Antes la mayoría de la cocaína era vigilada por las 
organizaciones colombianas, pero luego se dio un cambio a los 
cárteles mexicanos (U.S. Government Printing Office, 2014b).

La amenaza para Estados Unidos, de acuerdo con Leon-
hart, era que los cárteles mexicanos eran responsables de 
llevar varias toneladas de narcóticos, incluyendo cocaína, he-
roína, metanfetamina y marihuana, desde México a Estados 
Unidos. Debido a que el gobierno de México tenía fuertes 
restricciones a la importación de productos químicos, los tra-
ficantes estaban importando cada vez más dichos productos 
a través de Centroamérica. Se estimaba que más del 80 por 
ciento de la metanfetamina vendida en Estados Unidos prove-
nía de organizaciones mexicanas de narcotráfico que operaban 
en ambos países (U.S. Government Printing Office, 2014b).
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Desde la perspectiva de gobernanza se puede ver con la 
comparecencia del senador Kerry la diversa gama de intereses, 
valores e ideas que tenían los funcionarios de la administra-
ción de Obama para mantener la colaboración con México 
bajo el esquema de la Iniciativa Mérida. Porque el compromi-
so de la asistencia para México no era institucionalizado, no te-
nía reglas específicas y sobre todo no era un acuerdo que obligara 
a los dos países a tener un vínculo para el bien público de la 
corresponsabilidad de la seguridad bilateral, porque la violen-
cia en México, así como el mercado de drogas, afectaba a 
los intereses de Estados Unidos.

También se demuestra que la relación entre México y Es-
tados Unidos era a partir del interés de combatir el tráfico 
de drogas. La teoría de la gobernanza global plantea que hay 
distintas intensidades de acercamiento entre los Estados para 
colaborar en los temas prioritarios en sus agendas. 

En este caso, el grado de intensidad en la relación bilateral 
que manifestaba el senador Kerry era bastante alto y signifi-
cativo para los intereses de Estados Unidos como parte de la 
postura oficial del gobierno de Barack Obama, porque el ob-
jetivo era mantener esta colaboración para combatir al tráfico 
de drogas en México. 

La visión de los generales Jacoby y Kelly 

Las comparecencias de los generales Charles H. Jacoby —coman-
dante del Comando Norte de los Estados Unidos (Northcom) y 
del Comando de Defensa Aeroespacial de América del Norte ante 
el Comité de Servicios Armados del Senado de Estados Unidos— 
y del general John F. Kelly —comandante del Comando Sur de 
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los Estados Unidos (Southcom)— fueron las que hicieron 
más énfasis de mantener la colaboración con México para 
que el Congreso aprobara recursos de la Iniciativa Mérida 
para el año 2014, señalando todas las acciones y resultados 
que, desde su punto de vista, eran los mejores que se habían 
tenido en años de relación no sólo bilateralmente con México, 
sino incluso con países de Centroamérica (cuyos países servían 
de paso a la droga enviada desde Sudamérica). 

El general Jacoby puntualizó que cuando se trataba de la 
seguridad de América del Norte y de compartir la estabilidad, 
así como la prosperidad, no podían darse el lujo de hacerlo de 
forma aislada. Afirmó que el Departamento de Defensa veía en 
México un compañero estratégico para la seguridad e intereses 
de la región. Entre los temas más relevantes de sus preocupacio-
nes de seguridad se encontraban la proliferación e influencia de 
las tco y otras redes criminales que amenazan y socavaban la 
seguridad en México (U.S. Government Printing Office, 2014c).

En México, la violencia y la presencia de las tco habían 
propiciado el crimen e inseguridad en el país por consolidar su 
dominio sobre territorios lucrativos para traficar droga y otras 
actividades ilícitas, accesos y puntos de paso en la frontera 
con Estados Unidos (donde generaban un promedio de 40,000 
millones de dólares al año). Fue por ello que el gobierno de Es-
tados Unidos profundizó su cooperación militar y de defensa 
con México en distintas áreas, tales como: asistencia humani-
taria en casos de desastre, seguridad cibernética, planificación 
de la defensa, capacitación y educación, defensa aérea y ma-
rítima, contra terrorismo, adquisición y mantenimiento de la 
defensa (U.S. Government Printing Office, 2014c).
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El general Jacoby remarcó que la prioridad del esfuerzo 
residió con las fuerzas armadas, donde atendieron su peti-
ción compartiendo capacidades y aptitudes, respetando la 
soberanía nacional y entendiendo que los esfuerzos del com-
bate al crimen organizado debían tener una base legal civil 
como guía, es por ello que en los pasados tres años habían 
trabajado en tres áreas clave: “incrementar la capacidad para 
realizar operaciones impulsadas por la inteligencia, la pro-
tección de los derechos humanos, y una mayor capacidad 
para trabajar con todo el gobierno y enfrentar los desafíos 
planteados por las tco” (U.S. Government Printing Office, 
2014c: 63). 

El general Kelly también recalcó que Estados Unidos mos-
tró un gran interés en lograr una asociación con México rea-
lizando esfuerzos de seguridad y en que fuera un país menos 
violento, ya que tanto la seguridad como los intereses de Es-
tados Unidos se encontraban en riesgo de ser afectados por 
dicha violencia (U.S. Government Printing Office, 2014c).

Sostuvo, al igual que el general Jacoby, que los últimos tres 
años la relación militar entre los dos países los convirtió en 
buenos socios, yendo tras un problema compartido (que fue la 
violencia relacionada con las drogas) y gracias a ello se llevaron  
a cabo numerosas conferencias entre militares estadounidenses 
y mexicanos. Mencionó que todavía había mucho trabajo por 
hacer, que el esfuerzo del gobierno mexicano había sido benefi-
cioso, coordinado y de un progreso real, a pesar del reciente cam-
bio de administración que se tuvo en México (U.S. Government 
Printing Office, 2014c).

Fruto de esta relación bilateral, que se había extendido 
hasta Centroamérica, el Southcom y Northcom habían copa-
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trocinado talleres de seguridad entre México, Guatemala y la 
región fronteriza de Belice con el objetivo de juntar y abordar 
procedimientos operativos, de comunicación, seguridad fron-
teriza, y vigilancia en aire, tierra y mar (U.S. Government 
Printing Office, 2014c).

Jacoby recalcó ante el Senado la relación militar que se ha-
bía construido en los últimos años entre los dos países diciendo: 

Estoy feliz de informar que tenemos una fuerte relación militar 
con México. Es relativamente un fenómeno reciente. Me he re-
lacionado con México durante la última década, y es realmente 
en los últimos tres a cuatro años que nuestro compromiso mili-
tar se ha convertido en un rico intercambio entre iguales. Esta-
mos desarrollando una gran asociación […] Sé que los dos caba-
lleros que se han vuelto la cabeza de la Sedena y la Semar, son 
tremendos oficiales profesionales, muy ansiosos de sostener y 
hacer crecer la relación militar. Así que es muy beneficioso para 
ambos países hacer eso y estoy muy orgulloso de lo que hemos 
logrado (U.S. Government Printing Office, 2014c: 378).

Para reforzar esta postura, el general Kelly mencionó: 

La mayor conciencia de las actividades ilícitas como un proble-
ma hemisférico ha dado lugar a la expansión de las asociaciones 
tradicionales para incluir a México y Canadá, lo que aporta una 
colaboración internacional. Hemos podido aprovechar socios 
estratégicos, como Colombia y Brasil, para asumir roles de lide-
razgo y exportar conocimientos y lecciones aprendidas en la re-
gión (U.S. Government Printing Office, 2014c: 394).

Las declaraciones de los dos generales Jacoby y Kelly, quie-
nes tenían bajo su responsabilidad los comandos norte y sur 
para vigilar y garantizar la seguridad de Estados Unidos, expu-
sieron la visión externa del país la cual era “cooperar y asociar-
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se” con países de la región para lograr evitar amenazas, como 
eran el paso de la droga hacia su país y la violencia presente 
en México.

Para ellos, México estaba siendo la pieza clave en este 
tema, porque no sólo era la cercanía y un problema “compar-
tido”, sino porque el trabajo había sido mantener esa apertura 
de parte del gobierno mexicano, por lo cual ellos señalaban 
que los pasados tres años habían sido los más productivos no 
sólo en acciones sino en resultados de continuidad y confianza 
para compartir información. 

Para los generales era claro que tanto el Northcom como 
el Southcom eran dos agencias especializadas en el combate 
a las amenazas regionales, pero esta lucha no se podía dar 
de forma aislada, y el trabajo regional de asociación se había 
extendido ya hasta Centroamérica. Planteaban que el trabajo 
más importante que se estaba realizando era con México y sus 
secretarías de seguridad: la Sedena y la Semar.

La violencia que se generaba al combatir a los narcotrafi-
cantes y la que había entre ellos era el tipo de riesgos que de-
seaban evitar con un trabajo bilateral, no había forma (desde 
su punto de vista) de hacerlo de forma aislada porque en la 
frontera era el mayor problema que se enfrentaba con las tco.

Es por ello que los dos generales planteaban que la forma 
en que se podía garantizar la seguridad de Estados Unidos 
sería a través de continuar trabajando con México mediante 
la aprobación del presupuesto de la Iniciativa Mérida. Ésta 
consolidaría la continuidad y el esfuerzo que habían realizado 
en los últimos años. Y precisamente era una de las posturas 
que los secretarios y mandatarios previos a las nuevas admi-
nistraciones de México y Estados Unidos habían contemplado 
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cuando se comprometieron a combatir el tráfico de drogas: la 
continuidad. 

La exposición de los generales sobre la situación de seguri-
dad regional y de colaboración con México había sido con una 
visión amplia y específica para señalar no sólo las amenazas a 
las que estaba expuesto su país, sino también sobre la impor-
tancia que era trabajar con México como aliado estratégico en la 
región, porque las amenazas regionales era mejor combatirlas 
con “aliados” que de forma individual. 

Si se unen las diferentes visiones institucionales que con-
templaban tanto el secretario de Estado (Kerry), la asistente de 
Asuntos del Hemisferio Occidental (Jacobson) y la del director 
de la dea (Leonhart), con la de los generales de los comandos 
norte y sur, podemos ver que la perspectiva que tenían sobre 
México era que en la medida en que se continuara con el fi-
nanciamiento de la Iniciativa Mérida podrían tener garantía 
de que la violencia y la estabilidad en el país no afectaría los 
intereses de Estados Unidos, ya que de esta forma tendrían 
una cercanía estrecha con el gobierno mexicano para seguir 
trabajando en el marco de la iniciativa sobre los compromisos 
que les faltarán efectuar. 

Otra perspectiva de la gobernanza que se puede ver con la 
comparecencia de los generales Jacoby y Kelly era la de man-
tener la colaboración entre México y Estados Unidos con el 
objetivo de obtener un bien público: compartir inteligencia y 
mantener la seguridad regional entre los dos países.

El bien público era combatir las amenazas regionales a 
través de las instancias de cada uno de los países: Northcom y 
Southcom (agencias norteamericanas), y la Sedena y la Semar 
(secretarías de México). El propósito de decidir colaborar libre-
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mente era para obtener un bien público: seguridad compartida 
por medio de sus instituciones correspondientes. Los genera-
les norteamericanos tenían claro este objetivo, pero sobre todo 
quedaba claro que la seguridad regional e interna de su país 
sería garantizada a través del mantenimiento de esta colabo-
ración con México, por ello era importante la aprobación de 
recursos para la Iniciativa Mérida. 

Postura de los presidentes  
y el presupuesto de la Iniciativa Mérida

Es importante la visión y postura oficial de los mandatarios 
en cualquier país del mundo, como era el caso de Estados 
Unidos y México, ya que indica cuál será el rumbo de las 
acciones que sus gobiernos desplegarán en el futuro sobre 
algún tema o en relación con algún Estado. Tradicionalmente 
en Estados Unidos, las declaraciones de los presidentes se 
toman como parte del inicio de una política pública que bien 
puede estar conducida hacia el interior o exterior. En el caso de 
México, la constante ha sido que los discursos de los mandata-
rios han estado dirigidos más hacia una actividad al interior del 
país que hacia el exterior, esto por tradición política de apegarse 
a los principios de política exterior contenidos en la Constitu-
ción y mencionados ampliamente por los mandatarios. 

Por ende, en este análisis sobre el debate que estaba te-
niendo el Congreso de Estados Unidos con los funcionarios 
y generales responsables de la seguridad externa del país, se 
agrega la postura oficial que tuvo el mandatario Barack Obama 
en una serie de discursos donde señalaba la importancia que 
tenía la colaboración con México en el tema de seguridad.
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El presidente Obama comprometía a Estados Unidos para 
asociarse con prácticas en el Hemisferio Occidental que pro-
movieran intereses compartidos y protegieran a los ciudada-
nos estadounidenses. Este enfoque cooperativo se basaba en 
una comprensión cada vez mayor de las amenazas emergentes 
para la seguridad de sus ciudadanos. Su actitud se basaba en 
el reconocimiento de una responsabilidad compartida para 
abordar tales desafíos como: la importante crítica a la volun-
tad política, el Estado de derecho y las instituciones efectivas 
de gobierno, así como aspiraciones comunes para sociedades 
seguras y prósperas. Las amenazas transnacionales como el 
narcotráfico y el terrorismo configuraban la forma en que 
se veía la seguridad y ello fomentaba una visión más amplia 
e integrada de la seguridad de los ciudadanos. Este enfoque 
enfatizaba una mayor dependencia en la voluntad, capacidad 
y cooperación de socios regionales como México y Colombia 
(U.S. Government Printing Office, 2014e).

En su visita a México, el presidente Barack Obama men-
cionó en conferencia de prensa que continuarían con su es-
trecha cooperación en lo que respectaba a temas de seguri-
dad, enfatizando que Estados Unidos apoyaba el enfoque del 
gobierno mexicano en reducir la violencia. Decía que, como 
parte de la estrategia interna de Estados Unidos, el país se 
comprometía a reducir la demanda de drogas y en combatir el 
flujo de armas ilegales hacia el sur, así como el lavado de di-
nero en efectivo que alentaba la violencia. Finalmente, recalcó 
que la cooperación sería fuerte y que después México tendría que  
lidiar con sus problemas internamente mientras Estados Uni-
dos lo haría con los suyos (U.S. Government Printing Office, 
2013e).
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Siguiendo esta tónica del discurso de Obama y su pos-
tura sobre la colaboración bilateral en el tema de seguridad, 
el presidente Peña dijo en esa misma conferencia de prensa 
que la seguridad pública estaba incluida en sus prioridades y 
trabajaría en la reducción de la violencia mediante el combate 
eficiente de la delincuencia organizada (U.S. Government 
Printing Office, 2013e).

Las declaraciones demostraban que ambos mandatarios 
adoptaban la misma postura, al menos de forma oficial, frente 
a la opinión pública, pero los desacuerdos y perspectivas de la 
nueva administración bien podrían cambiar si se optaba por 
diferenciarse en la forma de llevar a cabo la colaboración.

En el mes de junio, de acuerdo con un informe del Depar-
tamento de Estado de Estados Unidos presentado al Subcomité 
del Hemisferio Occidental y de Asuntos sobre Drogas Globa-
les al Senado, se hacía un análisis de los siguientes pasos a 
seguir en el tema de la seguridad bilateral entre los dos países.

Se destacaba que México era un importante país produc-
tor y de tránsito de drogas. Las ganancias del comercio de 
drogas ilícitas que salían de Estados Unidos eran las principa-
les fuentes de fondos lavados a través del sistema financiero 
mexicano. Las sofisticadas y bien organizadas asociaciones de 
narcotraficantes con sede en México aprovechaban la extensa 
frontera entre Estados Unidos para el gran flujo de remesas 
legítimas, mientras que la frontera sur, dada su proximidad 
con otros países centroamericanos (gracias al alto volumen de 
comercio legal), lograba ocultar las transferencias que llegaban 
a territorio mexicano. El contrabando de envíos a granel de 
moneda estadounidense a México y la repatriación de los fon-
dos a Estados Unidos a través de correos, vehículos blindados 
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y transferencias electrónicas seguían siendo métodos preferi-
dos para el lavado de fondos de la venta de drogas. A través del 
sector financiero formal, era aproximadamente el 70 por ciento 
o 10,000 millones —según las autoridades norteamericanas— 
lo que enviaban las organizaciones de narcotraficantes. Con-
sideraban que podrían ser entre 19,000 y 29,000 millones 
anuales, aunque el gobierno de México cuestionaba esta cifra. 
Por otro lado, México había incautado más de 500 millones 
en envíos de divisas a granel desde 2002 (U.S. Government 
Printing Office, 2013e). 

Por lo anterior, la solicitud de presupuesto del presidente 
Obama para el año fiscal (fy) 2014 sobre la asistencia extran-
jera a México era de 205.49 millones. Esta cifra incluía 148.1 
millones en la cuenta de Control Internacional de Estupefa-
cientes y Aplicación de la Ley (incle, por sus siglas en inglés), 
de los cuales 63 millones respaldarían la aplicación de la ley, 
con un enfoque anticipado en la policía e investigadores en los 
estados de México. En general, la cuenta incle no proporcio-
naba apoyo a los militares. Ésta había brindado capacitación y 
equipo técnico a elementos del ejército mexicano comprometi-
do en apoyar los esfuerzos civiles de aplicación de la ley, guiados 
por políticas y procedimientos de aplicación de la ley civil. La so-
licitud de incle también incluía 7 millones para anticorrupción 
y transparencia, y 45.5 millones para programas de Estado de 
derecho (U.S. Government Printing Office, 2014d).

El desglose del presupuesto para apoyar las reformas es-
tructurales en México, y no para comprar equipo o tecnología 
como había sido al inicio de esta colaboración, demostraba 
que lo más importante del enfoque de la Iniciativa Mérida 
para 2013 sería un desarrollo estratégico de capacidades de 
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las instituciones de seguridad como lo había señalado Kerry 
en sus comparecencias ante el Congreso.

Este objetivo era clave porque significaría que México es-
taría concretando pasos seguros para que el combate al tráfico 
de drogas fuera efectivo en el marco legal, que continuaba una 
vez que los narcotraficantes eran capturados y procesados. 

La tabla 1 proporciona una descripción general de la asis-
tencia de Estados Unidos a México financiada a través del 
Departamento de Estado desde el año 2007 al 2013 (Ribano, 
2013). 

  
Tabla 1
FINANCIAMIENTO DE ESTADOS UNIDOS A MÉXICO 2007-2013  
(MILLONES DE DÓLARES)

Account FY2007 FY2008 FY2009 FY2010 FY2011 FY2012 
(est.)

FY2013 
(req.)

incle 36.7 242.1 454.0 365.0 117.0 248.5 199.0

esf 11.4 34.7 15.0 15.0 18.0 33.3 35.0

fmf 0.0 116.5 299.0 5.3 8.0 7.0 7.0

imet 0.1 0.4 0.8 1.0 1.0 1.6 1.5

nadr 1.3 1.4 3.9 3.9 5.7 5.4 4.0

ghcs 3.7 2.7 2.9 3.5 3.5 1.0 0.0

da 12.3 8.2 11.2 10.0 25.0 33.4 23.0

Total 65.4 405.9 786.8 403.7 178.2 330.2 269.5

Lo que se puede apreciar en esta tabla es lo siguiente: el 
financiamiento del Control Internacional de Estupefacientes 
y Aplicación de la Ley (incle) y el Fondo de Apoyo Económico 
(esf, por sus siglas en inglés) fueron los rubros que aumentaron 
año con año desde 2007 a diferencia de los rubros de Financia-
miento Internacional Militar (fmf), Educación y Entrenamien-

Fuente: Ribano (2013: 12).
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to Militar Internacional (imet, por sus siglas en inglés), los pro-
gramas relacionados con el Antiterrorismo y la No proliferación 
(nadr). Esto quiere decir que el objetivo central en el financia-
miento de la Iniciativa Mérida era combatir el tráfico de drogas. 

La Iniciativa Mérida bajo la administración de Obama buscó 
abordar los delitos violentos, enfocándose en cuatro pilares: 
alterar la capacidad de los grupos delictivos organizados; ins-
titucionalizar las reformas para sostener el Estado de derecho 
(como el respeto a los derechos humanos); crear una frontera 
del siglo xxi; y construir comunidades fuertes y resistentes. 

Estos objetivos se pueden ver reflejados en la tabla 2, don-
de el financiamiento que se daba a la Iniciativa Mérida no sólo 
era por los montos en cada uno de los rubros, sino que hubo 
un apoyo de ambas cámaras del Congreso. Esto era resultado 
de las comparecencias que habían llevado los funcionarios del 
gobierno de Obama, los cuales en todo momento señalaron 
que para resguardar la seguridad de su país y sus intereses en 
México había que mantenerse el apoyo a la iniciativa.

En el financiamiento del incle se puede ver que seguía sien-
do una de las áreas con mayor financiamiento en el 2013, porque 
el objetivo del gobierno de Estados Unidos era trabajar en el ru-
bro de mejorar las capacidades institucionales de México como 
era la reforma al marco de justicia y el proceso de la aplicación de 
la ley. El rubro que se quitaba de este financiamiento era el fmf, 
pues se consideraba que México no necesitaba ser financiado 
para seguir armándose o buscar tecnología de gran alcance para 
el combate al tráfico de drogas. 

En una de las discusiones del Congreso de Estados Uni-
dos se mencionaba que, de los fondos del año fiscal 2014, se 
planeaba ayudar a la administración de Peña Nieto para que 
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lograra sus objetivos de reforzar la efectividad de la aplica-
ción de la ley, facilitar la transformación de las instituciones 
policiales e iniciar programas de prevención del delito (U.S. 
Government Printing Office, 2014d).

En México sólo el 13 por ciento de los delitos se denun-
cian, por lo que el país se había fijado como objetivo desarrollar 
un sistema más adverso con fiscales y abogados defensores, 
con nuevas reglas de evidencia y procedimientos penales para 
que los derechos de las víctimas y acusados fueran respetados 
(U.S. Government Printing Office, 2013c). 

Las capacidades de México habían sufrido diversas trasfor-
maciones planificadas como una transición fuera de la asis-
tencia de equipo principal destinada a aumentar el alcance del 
gobierno hacia la capacitación adicional y el desarrollo de capa-
cidades para el personal, así como un cambio de la asistencia 
centrada en las instituciones federales a un énfasis creciente 
en las capacidades de los gobiernos estatales y locales (U.S. 
Government Printing Office, 2013c). 

El gobierno de Peña Nieto, ante la postura del presidente 
Obama, había propuesto una estrategia de seguridad que in-
cluyó fortalecer la oficina del fiscal general, la revisión de la 
práctica de prisión preventiva para proteger mejor los derechos 
humanos, el establecimiento de una comisión preventiva del 
delito y la creación de un programa nacional de derechos hu-
manos. La estrategia también se centraba en la profesionali-
zación de la policía buscando crear un servicio profesional de 
carrera, la consolidación, certificación e investigación policial, 
así como la elaboración de protocolos para la acción policial y 
la creación de un plan nacional de capacitación para la policía 
(U.S. Government Printing Office, 2013d). 
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La colaboración de la Agencia de Estados Unidos para 
el Desarrollo Internacional (usaid, por sus siglas en inglés) 
con el gobierno mexicano en esta área tenía tres objetivos 
principales: mejorar la efectividad del Poder Judicial; reforzar 
la capacidad de las comunidades para reducir el crimen; pro-
teger y defender los derechos humanos. Hacía cinco años que 
México comenzaba una transición del sistema de justicia penal, 
escrito e inquisitivo al sistema de acusación oral más abierta y 
transparente. El apoyo de usaid a esa transición a nivel estatal 
abarcaba desde ayudar a desarrollar nuevas leyes, políticas y 
regulaciones hasta capacitar a jueces, fiscales y defensores pú-
blicos (U.S. Government Printing Office, 2013d). 

Aunque la violencia había disminuido desde finales de 
2011, probablemente habían perecido más de 60,000 vidas 
durante la administración de Calderón. Según estimaciones 
del gobierno norteamericano, al menos 6,000 muertes se 
produjeron relacionadas con el crimen organizado durante los 
primeros seis meses de la administración del presidente 
mexicano Enrique Peña Nieto. Esta violencia había aumen-
tado las preocupaciones del Congreso sobre la estabilidad en 
México y sobre la posibilidad de que la violencia se extendiera 
hacia el territorio estadounidense.

Con el presupuesto presentado por el presidente Barack 
Obama para el gobierno de México, se puede explicar bajo 
la teoría de gobernanza la clasificación entre instituciones y 
normas formales e informales; las formales se dan cuando 
existen leyes y sanciones escritas que crean estructuras como 
los gobiernos de los estados, los organismos internacionales o 
las ong. Y las informales cuando se trata sólo de lineamientos 
de acción, prácticas sociales que crean estructuras temporales 
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o estructuras sin marcos legales o sanciones tácitas para lograr 
ciertos objetivos.

Esta colaboración era un marco institucional informal de 
colaboración bilateral porque no existían ni leyes ni obligato-
riedad para que Estados Unidos le diera presupuesto a México, 
y a su vez el gobierno mexicano no estaba obligado a aplicarlo 
en los objetivos que planteaba el presidente Obama.

La relación entre los dos países era formal, ya que había 
una voluntad política de colaboración, e informal porque no 
había normas y reglas para solucionar los problemas que a 
cada uno le interesaban (López, 2016: 473-492).  

Conclusiones

Los gobiernos de México y Estados Unidos hasta el 2013 lleva-
ban seis años de colaboración bilateral para combatir el tráfico de 
droga en territorio mexicano, y la perspectiva de los funcionarios 
norteamericanos de la administración de Obama era que esta 
colaboración debería de seguirse manteniendo, no sólo por una 
cuestión de seguridad interna para Estados Unidos, sino porque 
en la medida en que México tuviera una estabilidad y paz relati-
vamente amplia era garantía de que los intereses y prioridades de 
la seguridad regional para los norteamericanos eran garantizados. 
Tanto los generales como el senador Kerry y la asistente Jacobson 
mencionaron a los congresistas que la seguridad regional era una 
tarea de colaboración con aliados cercanos en el hemisferio para 
enfrentar las amenazas regionales e internas de cada país, que 
como en este caso estaba siendo el tráfico de droga en México.

Bajo el enfoque de la gobernanza se podría ver que había 
un aspecto bueno de la colaboración bilateral: la voluntad 
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política de Estados Unidos para aprobar presupuesto y se-
guir apoyando las labores internas de México, a pesar de 
que no había un conjunto de obligaciones y jerarquía en la 
relación que sometiera a las partes para seguir un esquema 
de colaboración bilateral en un sentido más estratégico y de 
cambio en el modelo institucional y legal, como lo venía 
haciendo el gobierno mexicano tradicionalmente para dar 
paso a uno de forma más certera para combatir al crimen 
organizado. 

Como se mencionó en este trabajo, el bien público que 
ambos países mantenían era la seguridad pública en sus 
países, dado el sentimiento de responsabilidad compartida 
de ambas administraciones (con los presidentes Calderón y 
Bush, quienes iniciaron esta colaboración). Este sentimien-
to de corresponsabilidad lo había mencionado el presidente 
mexicano para señalar que la colaboración era con el objetivo 
de proveerse de seguridad interna y de beneficiar sus intereses 
individuales. El tráfico de drogas en México estaba provocando 
violencia e inseguridad, mientras que en Estados Unidos ha-
bía un alto nivel de consumo de drogas.

Aunque la colaboración entre los dos países se daba en un 
esquema de marco institucional informal porque no existían 
leyes o reglas de carácter obligatorio, se mantenía la voluntad 
política del gobierno de Estados Unidos de seguir apoyando a 
México porque la expectativa con el nuevo presidente Enrique 
Peña Nieto era de seguir implementando acciones concretas 
en contra de los narcotraficantes como lo había prometido al 
presidente Obama cuando se reunieron. 

Esta informalidad (la colaboración bilateral), como señala 
la teoría de la gobernanza, es parte de una voluntad política 
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y un deseo amplio de generar las acciones necesarias que be-
neficien a las partes involucradas para lograr sus objetivos y 
prioridades individuales. En este caso, la que mantenían los 
dos países estaba generando un beneficio de seguridad indivi-
dual, además que para Estados Unidos se podría mantener la 
apertura de México para continuar dicha colaboración (a pesar 
de que gobernaba un partido político diferente).

Esto último era significativo porque quería decir que la 
seguridad compartida era vital para los dos países, y ambos 
sabían que la mejor forma de resolverlo sería a través de la 
Iniciativa Mérida, un esquema informal pero apremiante para 
las partes porque los hacía alcanzar objetivos concretos que de 
forma aislada no hubiera sido posible lograrlos. 

La perspectiva que se puede ver de los funcionarios de 
Estados Unidos, junto con la del presidente Obama, fue que 
lo importante de mantener la colaboración bilateral (informal) 
era el beneficio de seguir preparando a México para que hiciera 
frente a las organizaciones delictivas en el país y sobre todo 
apoyarlo para que continuara con las reformas y cambios en 
los procesos que consideraban eran importantes, como el me-
joramiento de la efectividad del Poder Judicial, el reforzamiento 
de las comunidades para reducir el crimen, y la protección y 
defensa de los derechos humanos.

Y éste es precisamente uno de los aspectos importantes 
y distintivos de la colaboración informal entre los dos países: 
Estados Unidos imponía sus prioridades en su relación con 
México indicando en qué y cómo debía de ser utilizado el dinero 
que aprobara el Congreso, ya que la experiencia del pasado 
era que el gobierno mexicano había tenido administraciones 
corruptas y que no lo utilizaban para los objetivos planeados. 
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De esta forma, se puede apreciar que la informalidad de 
esta colaboración sometía a una de las partes a la voluntad 
del otro, de tal manera que las prioridades para aplicar los 
recursos de la Iniciativa Mérida no eran compartidas sino 
impuestas, sobre todo si eran específicas por parte de quien 
otorgaba los recursos, en este caso de Estados Unidos. 

Y aquí es donde se puede ver el aspecto negativo entre los 
dos países cuando se trataba de la colaboración bilateral: la 
implementación de los recursos. México estaba haciendo su 
parte en el acuerdo de colaboración, pero nada en el aspecto 
de tomar decisiones conjuntas. Si fuera un mecanismo formal 
con reglas claras y que impusieran acciones que deberían de 
seguir los Estados, entonces la colaboración sería más equita-
tiva y eficiente; sin embargo, éste no era el caso y todo estaba 
dentro de la voluntad de una parte. El bien público que los 
unía era la seguridad compartida. 

Finalmente, a los funcionarios de Estados Unidos les es-
taba costando trabajo convencer a los congresistas que eran 
tajantes en señalar los errores que había tenido México para 
emprender las acciones que le correspondían, como respetar 
los derechos humanos, así como las reformas judiciales para 
procesar de forma efectiva a los criminales. Pero lo que les ha-
cía ganar la aprobación de los recursos de la Iniciativa Mérida 
era la exposición de que la seguridad nacional se garantizaba a 
través de una colaboración bilateral y no de forma aislada para 
vencer a las potenciales amenazas. 

Y ésta es precisamente la forma en que confluye la infor-
malidad de la colaboración bilateral entre los dos países: los 
dos quieren una seguridad regional que se traduzca en una 
seguridad individual y para lograr dicho objetivo tienen que 
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mantener esta colaboración en la relación si es que quieren 
alcanzarlo. Es así como la Iniciativa Mérida era el esquema de 
colaboración bilateral entre los dos países.  
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Introducción

El análisis político del discurso del Buen Vivir permite vislum-
brar cuáles han sido las transformaciones de éste al convertir-
se en política de Estado y gestión pública de gobierno, durante 
la administración del expresidente Rafael Correa (2007-2017). 

Si bien, el Buen Vivir nace como concepto cuestionador 
ante la noción dominante de desarrollo lineal, basado en el 
consumo desmedido y el modelo de acumulación capitalista. 
Para esta investigación, es vital entender cómo aparece en 
términos discursivos ante la arena pública ecuatoriana y por 
qué se entrelaza en el ejercicio del poder político del país. Ade-
más, enfatiza la relación existente entre las agendas actuales 
de desarrollo a nivel internacional y la instrumentalización del 
concepto Buen Vivir/Sumak Kawsay por diversos organis-
mos internacionales, reto que dificulta la implosión de la 
gobernanza global. 
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Para lo anterior, esta investigación se apoya en el trabajo 
de campo1 realizado en el Instituto Superior de Investigación y 
Posgrado de la Facultad de Ciencias Económicas en la Univer-
sidad Central del Ecuador, de septiembre a diciembre de 2017 
en la ciudad de Quito. 

Se propone revisar el proceso de la Asamblea Constitu-
yente de 2007-2008 para reflexionar sobre el nuevo modelo 
de desarrollo que estableció el gobierno de Ecuador, el cual, en 
el discurso, resumió una visión armónica del ser humano con 
la naturaleza y consigo mismo, pero en la práctica desvirtúo 
lo dicho. 

1Trabajo de campo para obtener el grado de Doctorado en Sociología del 
Instituto de Ciencias Sociales y Humanidades Alfonso Vélez Pliego, de la buap. 
Mediante el muestreo de bola de nieve, el total de los sujetos entrevistados en el 
trabajo de campo fue de 25. Se utilizó el muestreo de bola de nieve ya que la 
muestra estuvo limitada a un grupo particular de investigadores, funcionarios 
públicos y representantes de la sociedad civil ecuatoriana que estudian, manejan, 
discuten y configuran el entramado político del Buen Vivir en Ecuador. Esta inves-
tigación mediante el análisis político a nivel de actores pretendió examinar las 
prioridades políticas, así como las razones, los recursos y el grado de influencia 
que tuvieron en el ámbito de la política y sus resultados. Sin embargo, es necesa-
rio mencionar que algunos actores relevantes para el caso de estudio se rehusaron 
a dar la entrevista para este trabajo de investigación. Las entrevistas semiestruc-
turadas estuvieron destinadas a encontrar respuesta a quién, quiénes, qué, cuándo, 
cómo y por qué en Ecuador dichos actores han incurrido en la seductora narrativa 
del Buen Vivir. Este entramado político-social posibilitó que el objeto de estudio 
como concepto y práctica se constituyera en el bastión de la conflictividad dentro 
del orden social en Ecuador. Lo anterior, debido a sus significativas diferencias y 
contradicciones en la práctica, así como por los discursos emanados desde nume-
rosas identidades sociales, las cuales tomaron el concepto como parte fundamen-
tal de su proyecto político y lo disputaron desde su trinchera. Lo anterior, provoca 
preguntar, ¿cuál fue el proceso de suma que permitió la entrada del Buen Vivir 
como categoría discursiva y de praxis en el campo político ecuatoriano? Esta in-
quietud hace posible afirmar que el paradigma Buen Vivir adquirió un protagonismo 
en la arena política durante el proceso del Constituyente de 2008, el cual respon-
dió a un acumulado de luchas históricas por diversos actores.
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Asamblea Constituyente 2007-2008:  
Buen Vivir en el juego político ecuatoriano

La Asamblea Constituyente 2007-2008 en Ecuador, fue un 
proceso que estuvo representado como un símbolo de cambio. 
Si bien en un primer momento tuvo una alineación potencia-
lizadora entre los actores políticos comprometidos con el nue-
vo paradigma,2 a lo largo del tiempo presentó ciertas rupturas 
entre ellos. Estas rupturas de orden teórico y práctico en cuan-
to al entendimiento del concepto del Buen Vivir, establecieron 
el juego político de los primeros 10 años del gobierno de la 
Revolución Ciudadana en Ecuador.3 

2En referencia al Buen Vivir como paradigma. 
3Hubo un momento dentro de Alianza País, en el que la gente más compro-

metida con el Buen Vivir lo planteó como una alternativa del desarrollo [esto 
encuadrado en la izquierda posdesarrollistas] y otra postura más pragmática como 
un elemento diferenciador de la izquierda en Ecuador. Lo que permitió en un 
inicio y faramalla distanciarse de la izquierda tradicional e incluso de la izquierda 
indigenista, la cual compartía intereses con el movimiento indígena. Esta izquier-
da no era más que una izquierda desarrollista que retomaba la matriz folclórica 
del indígena [para ganar posiciones y simpatizantes] pero que no estuvo nunca 
preocupada por dichos sujetos. Es decir, compitió por el desarrollo de las fuerzas 
productivas, desarrollo tecnológico, crecimiento económico, dominación de la 
naturaleza manteniendo una relación asimétrica y de dominación con sus pue-
blos originarios. Nunca cuestionó la tríada desarrollo-progreso-crecimiento, sino 
que la reforzó. Ante este escenario, existieron mezclas sin ningún pudor en la 
retórica. Por un lado, se tiene la herencia del socialismo del siglo xx en el socia-
lismo del siglo xxi que no son impulsos necesariamente anticapitalistas, sino que 
se empieza a reducir anticapitalismo-antineoliberalismo, además de tener una 
concepción restringida [a sólo tres aspectos] del neoliberalismo, dejando de lado 
la transformación cultural que el neoliberalismo ha tenido. Pero en ese sentido, 
en Ecuador es posible encontrar políticas neoliberales y políticas antineoliberales 
imponiéndose entre ellas en el ejercicio del poder público de Alianza País. Así 
como en la propia retórica de la inclusión, de la lucha contra la pobreza y la igual-
dad, pero manteniendo ciertas herramientas de control o intimidación como re-
gular a los medios, a las organizaciones no gubernamentales, así como la restric-
ción de la libertad de expresión. Lo anterior, siendo la peor herencia del socialismo 
con un partido político piramidal que obedece a un único líder.  
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La Asamblea Constituyente durante su proceso consultivo 
tomó vida propia al narrar al Buen Vivir como una contra-
propuesta al sistema dominante. Esta contrapropuesta, con 
raíces y bases en cosmovisiones indígenas y afroancestrales, 
trató de llegar a la Constitución de 2008 como una manera 
de proponer nuevos caminos para la sociedad en su conjunto, 
propuesta que se discutió desde diversos analistas. 

Asimismo, estuvo representada por la sociedad civil, el 
movimiento indígena, diversos movimientos sociales, ecolo-
gistas y activistas sociales del país, así como académicos ecua-
torianos y extranjeros, preocupados por construir un nosotros 
en contra de los poderes fácticos como el poder financiero y 
las instituciones del neoliberalismo. En resumidas cuentas, el 
debate emanado en el proceso constituyente buscaba una al-
ternativa al sistema de acumulación actual desde la actuación 
estatal.

Aunado a lo anterior, el proceso de la Asamblea Constitu-
yente en Ecuador representó una esperanza ante la grave crisis 
política y jurídica que el país había estado viviendo desde los 
años noventa.

En abril de 2005, después del derrocamiento del presidente co-
ronel Lucio Gutiérrez, el vicepresidente Alfredo Palacio —médi-
co de profesión— al tomar posesión ofreció cambiar la situación 
existente, particularmente la inestabilidad institucional, y se 
comprometió a convocar a una Asamblea Constituyente. Esta 
promesa no pudo cumplirse por los desacuerdos que primaron 
entre los dos poderes del Estado —Ejecutivo y Legislativo—; 
desacuerdos en cuanto a los temas que debían ser conocidos por la 
constituyente y porque el Congreso quería ser protagonista de 
las reformas a la Carta Magna. En el periodo inmediato, 2006, 
el tema del cambio mediante un proceso constituyente sirvió de 
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bandera electoral a algunos de los candidatos presidenciales; un 
especial impulsor de esta idea fue el ganador de estos comicios, 
el economista Rafael Correa, quien —inmediatamente de pose-
sionado— va a poner en práctica un proceso constituyente 
(Salgado, 2008: 264). 

En otras palabras, el proceso constituyente fue un punto 
de inflexión importante, el cual trató de definir los alcances del 
nuevo régimen, siendo la ciudadanía ecuatoriana la principal 
protagonista de las reformas constitucionales. Se interesó con 
quién y cómo pensar, buscó con quién dialogar, debatir, discu-
tir y conversar para construir una apuesta de Buen Vivir que 
intentara tomar distancia del modelo neoliberal, el cual exalta 
la visión individualista basada en el consumo. Sin embargo, 
aunque esta inflexión posibilitó diversas implicaciones tanto 
teóricas como prácticas dentro y fuera de Ecuador, con el paso 
del tiempo la discusión se centró en la disputa por definir el 
concepto y práctica del Buen Vivir desde los diferentes sujetos 
políticos nacionales del país. 

Antes de continuar, no se puede dar por hecho que el lec-
tor conozca la historia del discurso político del Buen Vivir en 
Ecuador. Por ello, esta investigación ubica el rompecabezas de 
sus inicios, sus propósitos y sus propuestas en orden de carac-
terizar el objeto de estudio. Aunado a lo anterior, es necesario 
distinguir que el análisis de la categoría es presa de un amplio 
abanico, que puede ser revisado desde tres corrientes que se 
retroalimentan constantemente, ya sea en el conflicto o en el 
acompañamiento político. 

Por tanto, el concepto del Buen Vivir puede entenderse, 
en primer lugar, como un discurso de lo subalterno a partir 
de la lucha del movimiento indígena a finales del siglo xx. En 
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segundo lugar, como una alternativa al modelo de desarrollo 
dominante y oposición al neoextractivismo como política 
pública, y por último, como una nueva intervención de la 
gestión política. 

Como un discurso de lo subalterno 

Esta perspectiva articula al concepto de Buen Vivir como una 
idea autóctona de los pueblos originarios de Ecuador y Bolivia. 
De esta forma, Buen Vivir/Sumak Kawsay es como una expre-
sión de la cosmovisión andina, la cual es tan vieja como las 
montañas, posiciona una nueva relación del ser humano con la 
naturaleza, decosifica la instrumentalización de la misma y 
la pone en el centro de la dinámica social. 

Además, la corriente desde el discurso de lo subalterno 
se caracteriza por la relevancia que diversos teóricos le dan 
a la autonomía de los pueblos indígenas y los elementos que 
componen la cosmovisión andina en la construcción del Su-
mak Kawsay. Sin embargo, como discurso público encuentra 
su germen en la política mestiza a principios de siglo con el 
movimiento indígena.

El movimiento indígena es uno de los sujetos políticos 
más destacados de la arena pública ecuatoriana. Su preocu-
pación fundamental es el reconocimiento de un Estado plu-
rinacional e intercultural, propuesta que logró convertirse en 
proyecto nacional y ser plasmada en la Carta Magna, gracias 
al proceso constituyente de Ecuador en 2007-2008. 

Lo anterior permite que desde el movimiento indígena se 
realice una búsqueda de interpretaciones del Sumak Kawsay 
con su noción política. Por ejemplo, desde la Confederación de 
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Nacionalidades Indígenas del Ecuador, mejor conocida como 
Conaie,4 el Buen Vivir es retomado en el campo político como un 
elemento de resistencia y demanda. 

Es necesario situar que esta investigación no se centra en el 
debate sobre la teorización del movimiento indígena en Ecua-
dor, pero considera importante reposicionarlo como actor ele-
mental en la vida pública del país, dado que permite analizar 
su incidencia en el ámbito político alrededor del discurso del 
Buen Vivir. 

La irrupción del Movimiento Indígena ecuatoriano en 
1990 en la arena pública, cuestionó la opresión que los pue-
blos originarios han vivido desde la colonia. Si bien en ese 
momento no utiliza el discurso del Sumak Kawsay como 
herramienta movilizadora, plantea las bases en la vida polí-
tica nacional hacia una sociedad distinta. La lucha indígena 
ecuatoriana en el levantamiento del noventa se centró en el 
reconocimiento constitucional de Ecuador como un Estado 
plurinacional e intercultural.5 

En otras palabras, las protestas indígenas de ese momento 
demandaron la posibilidad de participar en la vida social sin 

4Organización que aglutina en su seno a las nacionalidades, pueblos, comu-
nidades, centros y asociaciones indígenas del país que han resistido distintas 
formas de dominación, explotación y discriminación desde la colonia. Recuperado 
de https://conaie.org/ 

5En Ecuador, la interculturalidad expresa la construcción de un concepto 
político por parte del movimiento indígena, el cual se posiciona a partir de su 
propuesta en torno a la educación intercultural-bilingüe desde los años ochenta y 
noventa. En la Asamblea Constituyente de 2007-2008 al movimiento le interesa 
la vinculación de ese concepto con alguna demanda en concreto, y posiciona el 
Buen Vivir con la creación de un Estado plurinacional y multiétnico que permita 
la autonomía y libertad de los pueblos y comunidades indígenas de Ecuador sobre 
su educación y territorio.
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renegar su identidad a partir del posicionamiento del concepto 
político de la interculturalidad. 

Así, puede entenderse que tanto el discurso de la inter-
culturalidad como el del Buen Vivir son discursos con con-
ceptos políticos, para posicionar demandas específicas desde 
el movimiento indígena ecuatoriano. En palabras de Philipp 
Altmann:6

Investigar el origen del Sumak Kawsay, su uso tradicional y sus 
significados en las diferentes circunstancias, constituye una ta-
rea para la antropología. Las ciencias sociales destacan que la 
historia del Buen Vivir como concepto político, con reivindica-
ciones críticas y potencial para el cambio, comienza con una 
serie de publicaciones a partir del 2000 (Altmann, 2013: 290). 

En síntesis, el análisis político del Buen Vivir desde el 
discurso de lo subalterno se centra en el contexto de la Cons-
tituyente, bajo el formato analítico preconstituyente, consti-
tuyente y posconstituyente.

El movimiento indígena y sus planteamientos políticos, 
desde una postura crítica, retomaron el discurso del Buen Vi-
vir después de la aprobación de la Constitución en la ciudad 
de Montecristi en 2008, dado que la lucha del movimiento, 
durante el proceso constituyente, se centró en el reconoci-
miento de la interculturalidad y la plurinacionalidad por parte 
del Estado ecuatoriano. 

Sin embargo, durante el proceso constituyente el concepto 
del Buen Vivir se fue adecuando en su significación a distintas 

6Doctor en Sociología por la Universidad Libre de Berlín. Profesor-investiga-
dor de la Universidad Central del Ecuador. Entrevista realizada en la ciudad de 
Quito en septiembre de 2017.  
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perspectivas. De acuerdo con Ariruma Kowii,7 se entien-
de que existió una apropiación gubernamental del concepto 
Sumak Kawsay/Buen Vivir porque a pesar del gran logro y 
conquista de lo público, refiriéndose a las reformas constitu-
cionales de 2008, no existen políticas públicas claras para los 
indígenas en Ecuador, aunque el discurso gubernamental del 
Buen Vivir incluyó el concepto en todos sus ejes públicos. Así, 
el discurso institucionalizado del Buen Vivir se aparta de los 
postulados andino-amazónicos originarios. 

En otras palabras, David Cortez8 explica que la relación 
vertical entre la naturaleza y el ser humano, plasmada desde 
la cosmovisión indígena del Buen Vivir, se perdió al ejecutarse 
en el discurso político del gobierno. 

Desde el punto de vista semántico, la expresión castellana Buen 
Vivir, implementada en la Constitución ecuatoriana, no corres-
pondería a una traducción análoga del Sumak Kawsay de las 
tradiciones kechwas-kichwas (Cortez, 2014: 320). 

De igual forma, para el académico indígena Floresmilo 
Simbaña,9 exdirigente de la Conaie, el Sumak Kawsay es un 
discurso imbricado en la memoria de los pueblos originarios, 
que se adecuó al discurso de la Constituyente:

7Doctor en Estudios Culturales Latinoamericanos. Profesor de la Universi-
dad Andina Simón Bolívar, sede Ecuador (uasb-e). Entrevista realizada en la ciu-
dad de Quito, en septiembre de 2017. 

8Doctor en Filosofía por la Universidad de Viena. Profesor-investigador de la 
Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (Flacso), sede Ecuador. Entrevista 
realizada en la ciudad de Quito, en noviembre de 2017. 

9Licenciado en Derecho de la Universidad Central del Ecuador. Dirigente 
kichwa de la Confederación de Pueblos de la Nacionalidad Kichwa del Ecuador 
(Ecuarunari). Exdirigente de la Confederación de Nacionalidades Indígenas del 
Ecuador. Entrevista realizada en la ciudad de Quito, en octubre de 2017. 
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Desde la perspectiva histórica, el Sumak Kawsay ha subsistido 
en la memoria histórica de las comunidades indígenas de la re-
gión andina como un sentido de vida, una ética que ordena la 
vida de la comunidad [...] por siglos el Sumak Kawsay fue resca-
tado y practicado por las familias, el ayllu, la comunidad, y es 
justamente aquí donde los actuales movimientos indígenas reto-
man y reivindican este principio como perspectiva ética-civiliza-
toria (Simbaña, 2011: 212).

Lo anterior se profundizará más adelante en las críticas 
hacia el gobierno del expresidente Rafael Correa con la instru-
mentalización del concepto.

Como una alternativa al modelo dominante  
de desarrollo y oposición al neoextractivismo10

Dentro de esta perspectiva, el Buen Vivir se considera como 
alternativa al modelo dominante de desarrollo. Los plantea-
mientos teóricos que cuestionan esta visión incluyen la crítica 
hacia el crecimiento lineal, la concepción del tercer mundo y 
la reflexión en torno al imaginario dicotómico sobre desarro-
llo/subdesarrollo. 

Es decir, esta perspectiva se caracteriza por la relevancia 
que sus autores le dan a la preservación de la naturaleza y a 
la construcción participativa del Buen Vivir, considerando 
a los conocimientos comunales y ancestrales como pilares 

10Víctor Álvarez, en el genoma económico del extractivismo-rentista (Álva-
rez, 2014) concibe al extractivismo como un modelo de acumulación, basado en 
la explotación intensa de la naturaleza, y es, al mismo tiempo, un mecanismo de 
saqueo en beneficio al norte global. El concepto de neoextractivismo/extractivis-
mo-rentista se explicará a detalle en este apartado, situando su relación con el 
discurso decolonial y posdesarrollista del Buen Vivir. 
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importantes de una sociedad armónica entre la naturaleza y 
el ser humano. 

Siguiendo esta línea, existen dos postulados teóricos si-
milares que la construyen: por un lado, se encuentra la teoría 
decolonial,11 y por el otro, un cuestionamiento hacia el con-
cepto de desarrollo eurocéntrico que involucra el análisis de 
varias corrientes.12

La decolonialidad del modelo civilizatorio en América 
Latina, es un posicionamiento teórico que propone un modo 
distinto de vivir, coexistir, pensar y racionalizar. En ella, el 
concepto del Sumak Kawsay es bien recibido y se teoriza desde 

11La teoría decolonial dentro de las ciencias sociales apuntala a la necesidad 
ética y política de pensar más allá de las herencias culturales del norte en el sur 
global, principalmente en América Latina. En otras palabras, es una categoría 
conceptual, una orientación analítica en la región que ha permitido construir cono-
cimiento desde una postura diversa y ajena a la dominante. Esta postura desborda 
el paradigma heredado de la ciencia social eurocéntrica, ya que incorpora el cono-
cimiento subalterno para que sea escuchado.

12A principios de la década de los noventa surgen críticas y cuestionamientos 
al concepto dominante de desarrollo. El desarrollo, es en el discurso político don-
de se da la principal construcción de políticas económicas, iniciando desde el 
cuarto punto expuesto en el discurso de Truman, hasta en lo que la actualidad 
el discurso del desarrollo plantea. El adjetivo subdesarrollo aparece al comienzo 
del primer párrafo del punto IV del discurso del presidente estadounidense Harry 
Truman en 1949 —después de la Segunda Guerra Mundial—, justificando la ac-
ción intervencionista del gobierno estadounidense en Europa a través del Plan 
Marshall. “Esta innovación terminológica modifica el sentido del término ‘desa-
rrollo’, introduciendo una relación inédita entre desarrollo y subdesarrollo […] el 
desarrollo toma entonces un sentido transitivo correspondiendo a un principio de 
organización social, mientras que el subdesarrollo será considerado como un es-
tado que existe naturalmente, es decir, sin causa aparente […] en el plano concep-
tual, el nuevo binomio desarrollo-subdesarrollo introduce la idea de una continui-
dad sustancial entre los dos términos que sólo se diferencian relativamente entre 
sí. El estado de subdesarrollo no es el inverso del desarrollo, sino su forma inaca-
bada […] el binomio mantiene una diferencia entre las distintas partes del mundo 
y lo hace de manera tal que justifica la posibilidad o la necesidad de una interven-
ción, si no se pudiera permanecer pasivo ante el espectáculo de la miseria” (Rist, 
2002: 90). 
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la relación horizontal entre los pueblos indígenas y la natura-
leza haciendo referencia a la autogestión. El discurso del Buen 
Vivir dentro de la categoría analítica decolonial puede consi-
derarse como una alternativa al desarrollo que rompe grilletes 
y posturas tradicionales de orden ontológico, epistemológico, 
metodológico y axiológico del análisis en las ciencias sociales. 

Buen Vivir/Sumak Kawsay dentro del análisis decolonial 
es una oportunidad para imaginar otros mundos, que tratan 
de romper con ideas que son presas de la visión y pensamiento 
eurocéntrico. Desde la decolonialidad, se abraza al concepto 
Sumak Kawsay a partir de prácticas particulares ejercidas por 
grupos subalternos, en su mayoría indígenas, en el país. 

Aunado a lo anterior, en la zona andina y en los últimos 
años también en el norte global, el concepto de Sumak Kawsay 
ha encontrado potencia. Desde Europa, la potencia se centra 
en las teorías alternativas al desarrollo13 como reacción global 
ante la pérdida, ausencia o crisis de propuestas alternativas 
al capitalismo que no se asociaran al fracaso del socialismo. 

Es decir, a finales del siglo xx y principios del xxi surgen 
de golpe y al mismo tiempo, en varias partes del planeta, con-
ceptos similares en la búsqueda de alternativas al desarrollo 
dominante por parte de diversos autores desde el norte global. 
Estas críticas al discurso dominante de desarrollo retoman 
el concepto de Buen Vivir a principios del siglo xxi, consi-

13A modo de ejemplificación, Gilbert Rist (2002) considera al concepto desarro-
llo occidental como un mito, arraigado al paradigma desarrollista en el sur global. 
Vislumbra al desarrollo como un proyecto cultural y económico, como una 
impostura intelectual, el cual es necesario arrancar de raíz en su cognición y 
semántica mediante una matriz indígena-campesina alternativa. Por su parte, 
Serge Latouche (2006) propone la teoría del decrecimiento enfocándose en el pa-
pel del crecimiento como un problema central. Asimismo, Arturo Escobar (2007) 
sugiere entender al desarrollo como discurso ordenador del mundo.  
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derándolo como un abanico de saberes tradicionales y como 
un conjunto de prácticas para construir otros ordenamientos 
sociales y económicos más allá de las cercas impuestas por la 
modernidad. Sumak Kawsay como concepto, se plantea como 
una nueva relación tanto con la naturaleza como con la so-
ciedad, desmantelando el concepto dominante de desarrollo y 
crecimiento lineal. En palabras de Ana María Larrea:

La idea del Buen Vivir surge básicamente como un cuestiona-
miento al concepto de “desarrollo”, pensado como el “progreso 
sin fin”, como la “acumulación sin fin” (Larrea, 2014: 239). 

Retomar el análisis del Buen Vivir desde una postura deco-
lonial y posdesarrollista, exige pensarlo como una posibilidad de 
eliminar ideologías referentes al discurso del desarrollo. Es decir, 
reanudar las críticas hacia el concepto dominante de desarrollo 
para explicar por qué el Buen Vivir desde el ejercicio del poder po-
lítico no debe caer en las dinámicas desarrollistas impulsadas 
desde la década de los setenta en América Latina. De acuerdo 
a lo anterior, Alberto Acosta14 junto con otros teóricos como 

14Economista ecuatoriano, fue profesor e investigador de la Flacso, sede 
Ecuador. Exministro de Energía y Minas en el periodo de 2007 y expresidente de la 
Asamblea Constituyente 2007-2008. La entrevista realizada en Quito, en sep-
tiembre de 2017 a Alberto Acosta se retoma en este apartado para explicar que, 
como alternativa, Buen Vivir tiene un desgaste ideológico, producto de la gestión 
gubernamental del periodo de gobierno del expresidente Correa. El concepto, en 
manos del gobierno de Rafael Correa, no pudo prefigurar la creación de una socie-
dad distinta al capitalismo, dado que Correa —en capacidad de presidente— ejer-
ció una influencia contundente sobre determinadas metas y objetivos políticos 
considerados estratégicos. Asimismo, el movimiento Alianza País planteó un 
discurso vacío alrededor de la idea del concepto, es decir, la estructura estatal 
—que se veía como un instrumento de transformación en sus inicios— vació de 
contenido al Buen Vivir y lo transformó en una herramienta política, la cual ejer-
ció control y poder dentro de la vida pública ecuatoriana. La urgencia, aunque 
exista una cooptación del concepto Buen Vivir por parte del gobierno, es pensar 
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Eduardo Gudynas15 proponen abandonar las prácticas extrac-
tivas desde el rechazo a los principales mitos que legitiman al 
extractivismo y enfatizan la necesidad de un Estado con una 
lógica distinta, reivindicando lo plurinacional, la articulación 
de lo local, nacional e internacional y la construcción de so-
beranías económicas, financieras, culturales, alimentarias, de 
salud, etcétera. 

Asimismo, el pensamiento de Eduardo Gudynas hace un 
recorrido por los ideales del progreso y crecimiento lineal, su 
desmitificación y la crítica hacia el neoextractivismo de los 
países de izquierda progresista en América Latina a comienzos 
del siglo xx. En sus palabras: 

Se ha generado un neoextractivismo progresista que muestran 
diferencias importantes con las anteriores estrategias propias de 
gobiernos conservadores, basadas en la transnacionalización y la 
subordinación del Estado, pero que de todos modos repite esa 
apropiación masiva de la naturaleza, las economías de enclave y 
su inserción global subordinada (Gudynas, 2011: 35).

A esta perspectiva se le puede sumar la visión de Dávalos 
y Albuja (2014), Henry Veltmeyer y James Petras (2014), quie-
nes sostienen la hipótesis de que la innovación del discurso 
nacionalista del gobierno ecuatoriano radica en convertir la 
renta extractiva en una estrategia de articulación social y po-
lítica que se utiliza para movilizar a la sociedad y desarrollar 

en cómo recuperar la comunidad, solidaridad comunitaria, así como visualizar los 
casos potenciales de buen vivir dentro y fuera de Ecuador. 

15Secretario ejecutivo del Centro Latinoamericano de Ecología Social en Uru-
guay. Intelectual latinoamericano con profundo intereses en el análisis de estrate-
gias de desarrollo sustentable y políticas ambientales en América Latina. 
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un consenso alrededor del extractivismo como una necesidad 
inevitable para el desarrollo y la equidad. 

Igualmente, hacen una reflexión sobre las prácticas neoex-
tractivistas en la región, delimitando varias premisas, entre ellas 
que la extracción de recursos naturales es una estrategia de 
desarrollo económico y pilar fundamental de un modelo en 
donde algunos gobiernos buscan una estrategia de desarrollo 
nacional para insertarse en la economía mundial capitalista. 

De esta forma, fijan al neoextractivismo como un extrac-
tivismo rentista, el cual no se predica sobre la base de la ex-
tracción de plusvalor, sino sobre la base de la apropiación de 
ganancias extraordinarias en forma de renta, es decir, valor 
que no se crea sino del que se adueñan a través de las nuevas 
formas de saqueo que ponen en práctica tanto las multinacio-
nales como los gobiernos que operan en el sector extractivo. 

Dentro de los debates más sustanciales sobre las políticas 
extractivas en América Latina, el análisis de Horacio Macha-
do (2016) sobre la vinculación entre la ecología política del 
neoliberalismo de los regímenes extractivistas, hace clara una 
referencia en torno al extractivismo como dispositivo de poder 
colonial. Lo que permite interpretar la lógica que persigue el 
auge minero en la región, explicado desde la imbricación de 
la modernidad y el colonialismo. De acuerdo con Machado,

el extractivismo reposa decisivamente en la fundacional y persis-
tente concepción de la naturaleza americana como objeto colo-
nial. […] Aparece ante el pensamiento hegemónico global y ante 
las élites dominantes de la región como un espacio subalterno, 
que puede ser explotado, arrasado y reconfigurado, según las 
necesidades de los regímenes de acumulación vigentes (Machado, 
2016: 20). 
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La visión decolonial y posdesarrollista del Buen Vivir 
mantiene una confrontación irresoluble con el ejercicio del 
poder político de Alianza País, principalmente durante el 
periodo de Rafael Correa; sin embargo, en la coyuntura ac-
tual mantiene su distancia con el actual gobierno de Lenin 
Moreno.16  

Como una nueva intervención de gestión política 

El discurso del Buen Vivir arropado bajo una nueva concep-
ción de gestión política debe ser revisado con cuidado. Si bien, 
esta postura se caracteriza por la relevancia que se le da a la 
gestión pública estatal desde el discurso del Buen Vivir, así 
como a los elementos relativos a la equidad social. A lo largo 

16A pesar de la consulta popular realizada en 2017 sobre la explotación del 
crudo en el Parque Nacional Yasuní, conflicto socioambiental profundizado du-
rante la gestión de Correa, la consulta de Lenin Moreno (actual presidente de 
Ecuador) continúa con los planes de la herencia del extractivismo en el país. La 
iniciativa Yasuní itt, llamada así por estar formado por los campos Ishipingo, 
Tambococha y Tiputini (itt), nació en el primer periodo de gobierno de Rafael 
Correa y fue presentada en un inicio por Alberto Acosta. La iniciativa planteó la 
idea de mantener el petróleo en tierra en el Parque Nacional Yasuní en la Amazo-
nia, a cambio de una compensación económica por parte de la Comunidad Inter-
nacional. El gobierno de Correa solicitó a la Comunidad Internacional el 50 por 
ciento de los ingresos perdidos por no explotar el crudo en esa zona. Lo anterior 
corresponde a 920 millones de barriles de crudo, representando alrededor del 20 
por ciento de las reservas del país. La propuesta de no explotar el crudo del Yasuní 
se expuso originalmente en junio de 2005; sin embargo, la iniciativa fue asumida 
oficialmente por el presidente de la República el 30 de marzo de 2007. Así, la ini-
ciativa Yasuní itt puede considerarse también como una estrategia discursiva de 
Rafael Correa, quien la dio por terminada en 2013. El mundo nos ha fallado, era la 
frase de su discurso con el que permitió el inició de la explotación petrolera del 
Yasuní. Lo anterior generó mayor conflictividad entre el gobierno, los grupos 
ecológicos, los pueblos originarios en aislamiento o no contactados y diversos 
intelectuales, incluyendo a Alberto Acosta. La práctica discursiva del Buen Vivir 
llegó a estas narrativas, disputándose una vez más su genealogía y sentido de 
existir. 
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de este trabajo, se plantea que la política medioambiental y la 
génesis del Buen Vivir en la cosmovisión indígena se dejan en 
segundo plano desde el discurso del Buen Vivir como nueva 
intervención política.

Desde esta perspectiva, se entiende que la noción del Buen 
Vivir o Sumak Kawsay nació como parte de un discurso pú-
blico17 dentro del proceso de la Asamblea Constituyente en 
2007-2008, el cual sirvió como herramienta política para 
varios actores sociales. A modo de ejemplificación, mientras 
que el movimiento indígena utilizó al Buen Vivir de forma 
combativa y de posicionamiento de una demanda en concreto 
—la cual aún no queda saldada en Ecuador y que, por el con-
trario, ha intensificado la lucha por el reconocimiento de sus 
derechos ante el Estado—, los diversos movimientos ecologis-
tas en Ecuador siguen luchando por la defensa del régimen del 
Buen Vivir en el país en contra de las acciones extractivas que 
el gobierno ha mantenido en los últimos años. 

No obstante, el discurso legítimo del gobierno tomó como 
“eje” político al Buen Vivir y lo fue rectificando en el tiempo 
para justificar una forma de desarrollo específico con la exa-
cerbada actividad extractiva que se realiza en el país. 

En otras palabras, el discurso del Buen Vivir bajo el for-
mato de análisis preconstituyente, constituyente, poscons-
tituyente ha sentado las bases para la discusión ciudadana 
sobre otra forma de pensar y racionalizar el mundo en torno 
a la relación con la naturaleza y discutir sobre alternativas al 

17El Buen Vivir apareció como un discurso público en el proceso constituyente, 
el cual tuvo mucha inquietud e interés dentro y fuera de Ecuador. Si bien el Buen 
Vivir no era el proyecto de la Constituyente, empezó a tomar forma gracias a los 
discursos emanados por diversos intelectuales, así como por el movimiento indí-
gena y por el propio gobierno. 
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desarrollo dominante y a políticas económicas emanadas en 
su nombre. No obstante, este trabajo considera oportuno pro-
poner que el discurso del Buen Vivir como una herramienta 
de gobernanza se asume como debate público de la asamblea. 

A pesar de que en un primer momento se propuso al Buen 
Vivir como una manera de presentar nuevos caminos para 
la sociedad en su conjunto —es decir, pensar desde y con lo 
indígena para construir este pensamiento organizado de for-
ma colectiva y ancestral—, como debate público, el proceso 
político contemporáneo de Ecuador convirtió el concepto en 
un elemento político discursivo,18 dado que el Buen Vivir ante 
el discurso legítimo es funcional al Estado y a su estructura, 
la cual presenta un proyecto de modernización que no se aleja 
del sistema capitalista, ya que se enfrasca en el formato de 
gobierno que mistifica y folcloriza al propio concepto. Es decir, 
desde el discurso gubernamental, Buen Vivir no abandonó el 
núcleo del progreso económico, no buscó mantener límites 
ecológicos y se aglutinó a procesos electorales para la transfor-
mación social, acallando las voces del subalterno cuando no 
se alineaban a su formato de gobierno. 

Catherine Walsh19 advirtió con anterioridad sobre la coop-
tación del discurso sobre el Buen Vivir como nuevo régimen de 
desarrollo en Ecuador y en la región andina, haciendo referencia 

18El Buen Vivir fue incluido como concepto en la Constitución de 2008 sin expli-
carse bien qué es lo que postula, que permite asimilarlo como un entramado narrativo 
de todo a lo que suene progresista, indígena, originario: “El Buen Vivir requerirá que 
las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades gocen efectivamente de sus dere-
chos, y ejerzan responsabilidades en el marco de la interculturalidad, del respeto a sus 
diversidades y de la convivencia armónica con la naturaleza” (artículo 275).

19Profesora principal y directora del Doctorado en Estudios Culturales Lati-
noamericanos de la Universidad Andina Simón Bolívar, sede de Ecuador, donde 
también dirige el Taller Intercultural y la Cátedra de Estudios de la Diáspora Afro-
Andina. Entrevista realizada en la ciudad de Quito, en diciembre de 2017. 
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a la poca posibilidad de que el Buen Vivir, como política pública, 
se separe de la matriz colonial de poder, de los viejos desarrollis-
mos, así como de los intentos de humanizar al capitalismo y al 
proyecto neoliberal. En otras palabras, Walsh marcó la distancia 
del Buen Vivir y la realidad política ecuatoriana.

El análisis político del discurso del Buen Vivir permite 
situar una valiosa reflexión ante los intentos de gobernanza 
por parte de un gobierno de corte progresista20 en la región 
latinoamericana. En la ciudad de Montecristi, al aprobarse la 
Constitución de 2008, se abrió un paraguas de posibilidades 
y de discusiones políticas en el país. Aunque el gobierno de 
Rafael Correa mantuvo un tinte autoritario ante las inciden-
cias públicas de la sociedad civil ecuatoriana, ésta no dejó de 
posicionar en el debate público la discusión del Buen Vivir. 

La coyuntura actual obliga llevar a la reflexión el análisis 
sobre cómo conciben al debate Buen Vivir/Sumak Kawsay des-
de reflexiones globales. 

20Si bien el discurso del progresismo ecuatoriano estuvo posicionado por la 
idea de luchar por un mundo diferente para la construcción de otras realidades, este 
discurso experimentó niveles de conflictividad en diversos polos debido a la orien-
tación del modelo de transformación erigido. El modelo progresista permeó la dispu-
ta interna desde la conflictividad medioambiental y la conflictividad económica al 
constituirse en un régimen rentista. Aunado a lo anterior, esta investigación propo-
ne repensar nuestro lugar de enunciación ante un proceso de transformación en la 
región, debido a que existe una depredación de energías utópicas en el entendimien-
to de la aplicación de políticas públicas en Ecuador y es necesario repensar la depre-
dación del discurso de cambio en América Latina, principalmente en Ecuador. Re-
pensar nuestro lugar de enunciación debería incluir resignificar los procesos 
internos para indagar el papel que juegan los sujetos políticos en la conformación 
de conflictos y lo que se disputan en la construcción del orden social. Es decir, la 
producción de los antagonismos en Ecuador permite vislumbrar la constitución de 
los sujetos políticos, sus acciones y sus lógicas. Sin embargo, el estudio del Buen 
Vivir fuera de Ecuador se ha centrado en explotar la posibilidad de colocarlo como 
alternativa a la lógica capitalista mal aplicado en términos de gobernanza. Esta 
academia ha hecho muy poco por estudiar la dinámica local, los desafíos, los en-
cuentros y las rupturas del Buen Vivir desde el discurso político interno. 
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Aunado a lo anterior, la Agenda 203021 brinda una posi-
bilidad de gobernanza global para el desarrollo, sin embargo, 
retoma desde cierta postura el discurso instrumentalizado del 
Buen Vivir en Ecuador. 

La agenda internacional normalizó estas experiencias olvi-
dando su contexto específico y desvirtuó su carácter y dinámica 
interna. Cuestión que puede palparse, en la curiosa alineación 
encontrada entre algunos de los Objetivos de Desarrollo Soste-
nible (ods)22 y el Plan del Buen Vivir 2013-2017. 

21La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de la onu, con sus 17 ods, 
marcaron un hito en la gobernanza global, dado que 193 Estados miembros de la 
onu, junto con la sociedad civil, el mundo académico y el sector privado discu-
tieron sobre enormes desafíos que el mundo presenta actualmente. 

22En septiembre de 2015, más de 150 jefes de Estado y de gobierno se reu-
nieron en la histórica Cumbre del Desarrollo Sostenible en la que aprobaron la 
Agenda 2030. Esta agenda contiene 17 objetivos de aplicación universal que, 
desde el 1 de enero de 2016, rigen los esfuerzos de los países para lograr un mun-
do sostenible en el año 2030. Los ods son herederos de los Objetivos de Desarro-
llo del Milenio (odm) y buscan ampliar los éxitos alcanzados con ellos, así como 
lograr aquellas metas que no fueron conseguidas. Estos nuevos objetivos presen-
tan la singularidad de instar a todos los países, ya sean ricos, pobres o de ingresos 
medianos, a adoptar medidas para promover la prosperidad al tiempo que prote-
gen el planeta. Reconocen que las iniciativas para acabar con la pobreza deben ir 
de la mano de estrategias que favorezcan el crecimiento económico y aborden una 
serie de necesidades sociales, entre las que cabe señalar la educación, la salud, la 
protección social y las oportunidades de empleo, a la vez que luchan contra el 
cambio climático y promueven la protección del medio ambiente. A pesar de que 
los ods no son jurídicamente obligatorios, se espera que los gobiernos los adopten 
como propios y establezcan marcos nacionales para su logro. Los países tienen la 
responsabilidad primordial del seguimiento y examen de los progresos consegui-
dos en el cumplimiento de los objetivos, para lo cual es necesario recopilar datos 
fiables, accesibles y oportunos. Las actividades regionales de seguimiento y exa-
men se basarán en análisis llevados a cabo a nivel nacional y contribuirán al se-
guimiento y examen a nivel mundial (véase https://www.un.org/sustainabledeve-
lopment/es/la-agenda-de-desarrollo-sostenible/). Es preciso notar que el siguiente 
apartado de esta investigación profundizará en el análisis de la alineación global 
de los normalizados objetivos del Buen Vivir por el Estado ecuatoriano y los ods de 
la Agenda 2030. 
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La alineación del Plan del Buen Vivir con los ods puede 
verse reflejado en los estudios del Observatorio Regional de 
Planificación para el Desarrollo de América Latina y el Caribe;23 

en el interés de buscar sinergias entre la Agenda 2030 y los 
compromisos globales se ha esbozado la formulación, la im-
plementación, el seguimiento, la evaluación, los instrumentos 
e incluso los actores en la alineación del Sistema Nacional de 
Planeación en Ecuador con la agenda internacional, definiendo 
para ello un entramado conceptual para la convergencia entre 
ambos. 

A modo de ejemplificación, el objetivo 1.3, Afianzar la 
institucionalidad del Estado democrático para el Buen Vivir 
perteneciente al Plan Nacional del Buen Vivir, de acuerdo con 
el observatorio, éste estaba intrínsecamente ligado al primer 
ods: Fin de la pobreza, al quinto ods: Igualdad de género, y 
al décimo sexto ods: Paz, justicia e instituciones sociales.24 
Lo anterior parece hacer referencia contradictoria a la visión 
articulada en la narrativa del propio plan:

Es apropiado destacar que nuestro Plan Nacional para el Buen 
Vivir va más allá de las propias metas fijadas por la Naciones 

23El Observatorio Regional de Planificación para el Desarrollo de América 
Latina y el Caribe es un espacio de análisis, información y construcción colectiva 
para los gobiernos, la academia, el sector privado y la sociedad civil, acerca de la 
planificación para el desarrollo en América Latina y el Caribe. Tiene como objeti-
vo central apoyar a los países de América Latina y el Caribe en el fortalecimiento 
de sus procesos de planificación y gestión pública, y contribuir a la vinculación de 
dichos procesos con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. Recuperado 
de https://observatorioplanificacion.cepal.org/es/acerca-de

24Para una mayor ejemplificación de la alineación y la búsqueda por la con-
vergencia entre los ods y los objetivos del Buen Vivir del Plan del Buen Vivir 
2013-2017, puede consultarse la siguiente página oficial del Observatorio Regio-
nal para la Planificación y Desarrollo https://observatorioplanificacion.cepal.org/
es/planes/plan-nacional-del-buen-vivir-2013-2017-de-ecuador 
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Unidas en los Objetivos del Milenio. Por ello, es importante re-
calcar que Ecuador rebasa las propias expectativas de este orga-
nismo mundial, puesto que aspira siempre a sobrepasar las me-
tas mínimas y se autoimpone, con decisión, máximos sociales 
para impulsar un cambio irreversible, rápido, profundo y radical 
en el país (Senplades, 2013: 8). 

Lo anterior obedece a la lógica de tratar de plasmar una 
ley en política pública, la cual debe cumplir con indicadores 
nacionales y sistémicos. En este sentido, es posible mencionar 
que se agudizó la lógica instrumental y operacional de la polí-
tica para el Buen Vivir. La creación de los planes del desarrollo 
del Buen Vivir25 se alinearon o acoplaron a las lógicas del Es-

25El Buen Vivir desde el gobierno ecuatoriano, es un discurso sistematizado 
y organizado a través de varias secretarías de Estado y ministerios. En primer lu-
gar, se distingue a la Secretaria Nacional de Planeación y Desarrollo (Senplades), 
creada con la intención de sistematizar prácticas de desarrollo encaminadas al 
Buen Vivir, utilizando el discurso político como una estrategia de desarrollo, la 
cual inicia con un Plan Nacional de Desarrollo 2007-2010 llamado Plan para 
la Revolución Ciudadana, en donde se trató de enarbolar ciertos objetivos que 
lograron constituir una agenda política que definió al gobierno del movimiento 
Alianza País durante su germen. En este plan, se posicionó al Estado como parte 
importante de la regulación de la economía y vida política del país, preocupándo-
se al presentar un quiebre fundamental en la trayectoria histórica de desarrollo y 
las políticas neoliberales aplicadas en Ecuador. A partir de 2005 —con cierta dis-
tancia del Fondo Monetario Internacional (fmi)— se planteó una estrategia que al 
menos contribuía a cumplir el enfoque social. En 2007 existió una crítica a las 
fundamentaciones neoliberales tanto social como económicamente y, a la par, un 
reconocimiento de las limitaciones de los odm. Sobre esa base se planteó una 
estrategia nacional para el desarrollo y la política pública en distintos aspectos 
(como el energético, el social, el agrícola, el económico, etcétera), así surgió el 
Plan de Desarrollo 2007-2011, el cual planteaba algunos objetivos para romper 
con la sombra del pasado neoliberal, así como la crítica a la concepción del desa-
rrollo. Lo anterior, a la luz de las teorías posdesarrollistas, se formularon ciertos 
elementos, mismos que precedieron la estrategia de desarrollo nacional de Ecua-
dor, bajo lo que con el concepto más apropiado (el Buen Vivir) se orientarían las 
políticas públicas del país. Análogamente, mientras se ejecutaba este plan, se creó 
y conformó otro, conocido como el primer Plan del Buen Vivir, oficialmente lla-
mado Plan Nacional para el Buen Vivir 2009-2013, construyendo un Estado plu-
rinacional e intercultural. En él se incorporó al Buen Vivir como discurso político 
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tado neoliberal ejercidas por organismos internacionales con 
intereses particulares.  

No obstante, es importante mencionar que desde otras 
trincheras internacionales más progresistas como el Foro So-
cial Mundial,26 el cual mantiene en boga el discurso del Buen 
Vivir, hace posible pensar que el concepto puede despolitizarse 
para seguir su camino. 

Consideraciones finales 

Esta investigación trató de hacer una aproximación al análisis 
de la vida político-social ecuatoriana en su contemporaneidad, 
vertiendo el enfoque en los sujetos, la conflictividad, el discur-
so y la acción como actividad política. En este sentido, no se 

por parte del Ejecutivo. Sin embargo, el segundo Plan del Buen Vivir, llamado 
Buen Vivir, Plan Nacional 2013-2017, marcó un quiebre en el discurso guberna-
mental acerca del concepto. En éste se desdibujó —desde el discurso del gobier-
no— el referente del cumplimiento de las ideas del Buen Vivir, es decir, la cons-
trucción de alternativas a la visión ortodoxa de desarrollo, así como la 
incorporación de otra cosmovisión y su relación con la naturaleza. Con ello, 
la estrategia desde 2015 conocida como Estrategia Nacional para el Cambio de 
Matriz Productiva (encmp) supeditó varios objetivos nacionales iniciando un 
proceso de intensificación en cuanto a la utilización de materias primas, lo que 
instrumentalizó al concepto. De acuerdo con el gobierno de la Revolución Ciuda-
dana, cambiar la matriz productiva incluía la creación de una sociedad diversa 
alejada de los patrones de consumo primario-exportador. Al desarrollar nuevos 
productos y servicios, la intensificación de la explotación de recursos en el discur-
so oficial se justificó con la idea del símil en gasto público-explotación para alcan-
zar el Buen Vivir.

26Es un encuentro mundial que se lleva a cabo desde la postura alter global, 
mejor conocida como movimiento por una globalización diferente, el cual tiene el 
propósito de ser un foro abierto que permita intensificar la reflexión, realizar un 
debate democrático de ideas, elaborar propuestas, establecer un libre intercambio 
de experiencias y articular acciones eficaces por parte de las entidades y los movi-
mientos de la sociedad civil que se opongan al neoliberalismo y al dominio del 
mundo por el capital o por cualquier forma de imperialismo. Recuperado de 
https://alterglobalizacion.wordpress.com/foro-social-mundial-wsf/
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limitó al análisis del Buen Vivir como referente categorial, 
sino a esa constante preocupación entre los sujetos y proyec-
tos en disputa en torno al discurso. 

Si bien la preocupación es política, ésta se da en clave epis-
temológica en el sentido de aproximarse a utopías historizadas.  

Por lo tanto, se trata de replantear los nudos problemáti-
cos del discurso para entender tanto a los momentos e interro-
gantes históricos y ubicar el orden social ecuatoriano desde el 
análisis del campo discursivo en torno, en contra y en disputa 
al discurso hegemónico gubernamental sobre el Buen Vivir.

A modo de conclusión, esta investigación tiene la inten-
ción de entender el concepto del Buen Vivir/Sumak Kawsay 
y su función en el ámbito político ecuatoriano. Por lo que se 
considera el proceso constituyente de 2007-2008 en Ecuador 
como un parteaguas discursivo para el concepto. Lo anterior ge-
neró desde su germen ciertas condiciones en las que se desarro- 
llaron disputas con discursos específicos en el orden social. 
Dichos discursos pueden traducirse como prácticas, es decir, 
se entiende que todo discurso tiene un contexto de referencia 
que se articula en distintos niveles o puntos nodales como el 
nivel político, el económico, el ideológico, el cultural e incluso 
el legal. Estos puntos nodales permitieron la lucha hegemónica 
dentro y fuera de Ecuador para delimitar el concepto Buen Vivir. 

Por tanto, el discurso del Buen Vivir durante estos 10 años 
arroja diversas implicaciones en Ecuador, lo que puede con-
cluir que la disputa entre actores va más allá del plano teórico 
de su enunciación y esta investigación postula la necesidad de 
entender al concepto como un significante vacío,27 uno que 

27Categoría conceptual elaborada por Ernesto Laclau y Chantal Mouffe en su 
libro Hegemonía y estrategia socialista. Hacia una radicalización de la democra-
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flota entre la ideología dominante del progreso y desarrollo, y 
la búsqueda de alternativas. Este desplazo entre la frontera de 
significados logró desbordarse, posibilitando altercados entre 
los actores políticos existentes en Ecuador. 

En otras palabras, el discurso del Buen Vivir se ha conver-
tido en un entramado teórico desde tres corrientes de pensa-
miento, las cuales han reflexionado en cuanto a la genealogía 
del concepto y su cosmovisión indígena. Sin embargo, se con-
sidera necesario situar el estudio del Buen Vivir en Ecuador 
desde el análisis del discurso y la lucha por la hegemonía 
política en aras de entender cómo germina un intento de go-
bernanza local y global alrededor de un concepto polisémico 
como lo es el Buen Vivir. 

Con lo anterior, se quiere hacer referencia a que el concepto 
ha sido y sigue siendo utilizado como una narrativa política con 
tintes ideológicos claros. Ésta, en algunos casos, es útil a modelos 
desarrollistas, por lo que no es posible enfatizarlo como alternati-

cia, publicado en 1985. Esta investigación retoma la propuesta política de Mouffe 
y Laclau como brújula de análisis que permita pensar y esclarecer el proceso de 
democratización progresista vivido en Ecuador durante 2007-2017, con el auge y 
politización del discurso del Buen Vivir como categoría alternativa a postulados 
dominantes del concepto de desarrollo. Los autores antes mencionados conside-
ran que un significante vacío es un significante sin significado, el cual adquiere 
sentido e identidad dentro de la discursividad política. En este trabajo, es de suma 
importancia reconocer al Buen Vivir como parte de la narratividad política con-
temporánea en Ecuador, ya que permitió delimitar fronteras políticas en un pro-
ceso contemporáneo. De acuerdo con Laclau, “La presencia de significantes vacíos, 
es la condición misma de la hegemonía […] una clase o grupo es considerado como 
hegemónico cuando no se cierra en una estrecha perspectiva corporativista, sino 
que se presenta a amplios sectores de la población como el agente realizador de 
objetivos más amplios, tales como la emancipación o la restauración del orden so-
cial […] desde el punto de vista de la producción social de significantes vacíos, la 
operación hegemónica sería la presentación de la particularidad de un grupo como 
la encarnación del significante vacío, que hace referencia al orden comunitario 
como ausencia, como objetivo no realizado” (Laclau, 1996: 82-83).
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va desde las lógicas gubernamentales por todas las contradiccio-
nes previamente explicadas. Pero sí desde las narrativas de su-
jetos políticos28 que retomen estas acciones en el espacio social.

Con ello, es necesario recordar que toda contracultura que 
no tiene un principio articulador permite que esas demandas 
sean recuperadas por la hegemonía dominante, la cual, en este 
caso, trató de neutralizar su potencial al satisfacer una de esas 
demandas, evitando crear cadenas equivalenciales. El análisis 
crítico de la existencia de estas alternativas y la correlación de 
fuerzas de su nacimiento permite explicar la tensión social 
de la política ecuatoriana contemporánea. 
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